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Resumen y Abstract IX 
 
Resumen 
Las discusiones frente al derecho y la administración de justicia realizadas por las teorías 
feministas y críticas del derecho en las que se les considera como instituciones de 
sostenimiento del sistema patriarcal, ponen de presente el panorama adverso que 
generan para la equidad de género. Ante ello, la Justicia en Equidad se vislumbra como 
una oportunidad para las mujeres pues a partir de los aprendizajes de otras figuras como 
la indígena, promueve las apuestas de la justicia comunitaria, en especial de aquellas de 
tipo restaurativo, que contribuyen al avance hacia la equidad de género en Colombia. 
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Arguments against law and justice administration done by feminist theories and critical 
legal studies, in which they are considered institutions support of the patriarchal system, 
show the adverse enviroment they generate for gender equity. In response, the Justice in 
Fairness appears as an opportunity for women because, from the learning of other figures 
such as indigenous, promotes the bets of community justice, especially those of 
restorative type which contribute to progress towards gender equity in Colombia. 
 
 
Keywords: Law, community justice, women, gender, Justice in Fairness, restorative 
justice, indigenous justice. 
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Durante las últimas tres décadas, las reflexiones acerca de la justicia para las mujeres 
han tomado fuerza. De la mano de las disertaciones acerca de la democratización del 
derecho y la administración de justicia, éstas discusiones establecen un leve contacto 
con la justicia comunitaria y con la diversidad de figuras a través de las que se vienen 
gestionando los conflictos y orientando los comportamientos en la sociedad.  
 
Con el interés de generar transformaciones socioculturales, jurídicas y políticas desde 
diversas disciplinas, se han preguntado por las relaciones de género1 y la justicia, por sus 
impactos en la vida y cuerpos de las mujeres, y a la par, han generado contribuciones 
propositivas a las problemáticas existentes al respecto en el país. 
 
En este sentido, los estudios sobre derecho y administración de justicia han desarrollado 
reflexiones principalmente en torno a dos modalidades de ésta última en las sociedades 
modernas: la justicia en derecho y la justicia comunitaria. La primera conocida como 
administración de justicia ordinaria y esta última nombrada comúnmente como Justicia 
Comunitaria. En estos estudios ha primado la premisa de que el derecho es el conjunto 
de reglas que regulan las relaciones sociales y que la aplicación de estas normas orienta 
a los seres humanos y da contenido a los sujetos. 
 
Estas dos vertientes de estudios sobre la administración de justica han ocupado una 
parte de las disertaciones sobre la prevalencia y/o primacía de las normas jurídicas y 
sociales. Sin embargo, carecen de reflexiones acerca de la incidencia de las relaciones 
de género en los procesos de administración de justicia y en el concepto mismo de 
derecho, particularmente, del análisis de la manera en que las normas sociales y la 
justicia comunitaria influyen en dichas relaciones. 
 
Primordialmente durante el siglo XX, el desarrollo de los estudios de género2, del 
feminismo y del movimiento social de mujeres, construyó una perspectiva académica que 
                                               
 
1
El género es una categoría de análisis estructural y ordenadora de las relaciones que construyen mujeres y 
hombres en una determinada cultura y sociedad, lo cual se expresa en los órdenes social, económico, 
cultural y político. Siguiendo a Joan Scott (1996), la categoría género puede explicarse desde el punto de 
vista cultural en términos de símbolos, representaciones y prácticas sobre lo que es ser  mujer y lo que es ser 
hombre en una determinada sociedad, es decir, lo que en términos sociales es representado como lo 
femenino y lo masculino. De acuerdo con esto, el género ―es la representación social de las diferencias 
sexuales‖ (FLACSO, 2010, p. 2). Esta categoría también puede explicarse en términos estructurales, es 
decir, en relación con las instituciones (la familia), y las organizaciones, que le dan fundamento y soporte. 
 
2
Los estudios de género hacen referencia la sección dequienes generan conocimiento y dirigen sus 
esfuerzos hacia las experiencias humanas derivadas de las significaciones atribuidas del hecho de ser 
hombre o mujer en cada cultura, así como sobre las consecuencias de la pertenencia a alguno de los sexos. 
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considera los efectos de las diferencias sexuales en la organización social y avanza en la 
puesta en marcha de procesos de cambio de las relaciones y estructuras socio culturales 
de orden patriarcal. Entre ellas, el derecho y la administración de justicia no se escaparon 
de estas disertaciones. 
 
Sin embargo, estas reflexiones de género discuten sobre el derecho y la administración 
de justicia a partir de un enfoque principalmente jurídico, disminuyendo el nivel de sus 
análisis sobre áreas socioculturales del derecho y sobre otras modalidades de 
administración de justicia diferentes a la ordinaria o basada en el derecho estatal, entre 
ellas, la justicia comunitaria.  
 
Así, ésta área de los estudios de género conocida como la ―justicia de género‖, dirige sus 
esfuerzos principalmente hacia el análisis del derecho enmarcado en la norma jurídica y 
en la administración de justicia como conjunto de instituciones, procedimientos y actores 
que solucionan conflictos y orientan comportamientos con base en aquellas normas e 
instituciones establecidas por el Estado.  
 
La Justicia de Género parte de que actualmente perduran relaciones de poder que 
subordinan, excluyen e invisibilizan a las mujeres producto de la ideología y sistema 
patriarcal imperante. El derecho, en este sentido, de acuerdo con el presupuesto anterior, 
es al igual que la administración de justicia, una herramienta de reproducción de las 
relaciones de poder desiguales entre hombres y mujeres. En este supuesto han basado 
sus demandas materializadas en normas jurídicas y políticas públicas que avanzan en el 
reconocimiento de los derechos de las mujeres, la equidad de género3 y la igualdad de 
oportunidades4. 
 
Más precario aún es el acercamiento de la justicia comunitaria con los estudios de 
género. En el mapa de las justicias en Colombia, la pregunta por las mujeres y la equidad 
de género es mas reciente todavía. Pocos estudios y experiencias reflejan discusiones 
sobre las relaciones de género y la manera en la que las mujeres son consideradas allí. 
Se encuentran algunas referencias acerca de dicha pregunta para el caso de la justicia 
indígena y afrodescendiente pero en la justicia en equidad las reflexiones son menores 
en el país. 
 
En su mayoría, la crítica a la justicia comunitaria es el punto de partida de las pocas 
consideraciones al respecto. Bien sea porque estas figuras suponen riesgos para las 
                                                                                                                                              
 
En éstos se incluyen las teorías de género, los estudios feministas, la perspectiva de género, abordados por 
distintas corrientes académicas y sociales, principalmente frente a temáticas como derechos humanos, 
democracia y desarrollo. Desde diversos puntos de vista y por medio de diversas herramientas y estrategias, 
vienen promoviendo los derechos de las mujeres, la perspectiva de género y la equidad de género. 
3
La equidad de género es entendida como una ampliación del concepto de equidad en cuanto a la 
consideración de elementos como la igualdad, la no discriminación y la diversidad, de tal forma que se 
considere como una igualdad orientada por las diferencias, es decir que se deben garantizar el acceso, goce 
y ejercicioen igualdad de oportunidades y capacidades para mujeres y hombres (DNP, 2011). 
4
Se define en términos del acceso y control por parte de mujeres y hombres en relación a los recursos, toma 
de decisiones, oportunidades y retribución. También a la forma de acceder y detentar el poder o acceder a 
puestos de mando.(La) Igualdad de oportunidades supone la equiparación de las condiciones de partida, 
para que cada persona tenga la opción o posibilidad de acceder por sí misma a la garantía de los derechos 
que establece la ley. Es igualdad en el acceso pero no en todo el trayecto del proceso que supone el 
completo ejercicio del derecho o la garantía (FLACSO, 2012, p. 45). 
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mujeres pues en consonancia con las estructuras sociales de carácter patriarcales, 
terminan siendo una herramienta útil para su reproducción; o porque en comparación con 
la administración de justicia ordinaria, es bajo su nivel de incidencia en la transformación 
de las relaciones de género patriarcales.  
 
Esta precariedad de reflexiones sobre el tema en Colombia motiva inicialmente el origen 
de este trabajo, así como el escaso análisis de la justicia comunitaria y especialmente de 
la justicia en equidad desde el enfoque de género5. Justamente es escaso el 
reconocimiento de sus posibilidades y oportunidades para las mujeres y la 
transformación de las relaciones de género.  
 
Es necesario entonces generar puntos de articulación entre los estudios de género y la 
justicia comunitaria que le den contenido al escaso análisis que hasta el momento existe 
sobre el tema. Reflexionar más allá del campo del derecho entendido exclusivamente 
como normas jurídicas que orientan las relaciones sociales y de su operación a través de 
la justicia ordinaria, es una oportunidad para enriquecer el debate sobre género en el 
país.  
 
Aportar en los estudios acerca de la democratización del derecho y la administración de 
justicia, es una de las pretensiones de este trabajo. Igualmente, vincular a la justicia 
comunitaria y los estudios de género en los análisis sobre éstas temáticas de manera 
problemática en el contexto colombiano. Además, resaltar las posibilidades y 
oportunidades de la justicia en equidad para las mujeres a partir de experiencias 
concretas.  
 
A lo anterior, se suma el impulso que con la promulgación de la Constitución Política de 
1991 se viene dando tanto a la justicia comunitaria como a los derechos de las mujeres 
en el país. Desde la década de los años 90, el interés por estos temas y la promoción de 
avances significativos ponen de presente la importancia que de manera creciente vienen 
teniendo en los estudios del derecho y de género. La multiplicidad de modalidades de 
justicia comunitaria existentes y los crecientes desarrollos en materia de equidad de 
género, son otra de las motivaciones para analizar el caso colombiano. 
 
Desde hace algunas décadas, las disertaciones desde las teorías feministas y del 
derecho vienen considerando al derecho y la administración de justicia como puntos de 
análisis. Unas más prevenidas que otras, permiten comprender su papel en el sistema 
patriarcal y la configuración del orden de género al que aportan. Sin embargo, en su 
mayoría giran restringidamente sobre la consideración del derecho como norma jurídica y 
de la administración de justicia ordinaria. Además, sólo algunas vertientes dirigen su 
mirada hacia el potencial transformador de la sociedad y el Estado.  
 
Por su parte, la justicia comunitaria dirige su análisis a las diversas experiencias 
existentes de la mano de teorías políticas y jurídicas que se preguntan por sus 
                                               
 
5
Cuerpo conceptual mediante el cual se explican las diferencias y las relaciones sociales que construyen 
mujeres y hombres, siendo éstas, en la mayoría de los casos, expresión de relaciones asimétricas de poder 
que ponen de manifiesto la subordinación de las mujeres a los hombres. En el marco de este tipo de 
relaciones se producen desigualdades y discriminaciones contra las mujeres que impiden que éstas puedan 
gozar efectivamente y ejercer plenamente sus derechos, y en igualdad de condiciones acceder y controlar 
recursos, decisiones, oportunidades y retribuciones sociales, económicas, culturales y políticas. 
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posibilidades en contextos particulares, en miras a aportar en la democratización del 
Estado y la sociedad. Pese a ello, sus disertaciones sobre la equidad de género y las 
mujeres son precarias, especialmente en Colombia. 
 
Se pregunta entonces en este trabajo: ¿Cuáles son los aportes de la Justicia en Equidad 
para las mujeres y la equidad de género en Colombia?, para ello, el primer capítulo 
recoge las contribuciones que, como marco de discusión, se han realizado sobre el 
derecho y la administración de justicia que, con base en la consideración del patriarcado, 
elaboran los estudios de género, especialmente las desarrolladas por Facio y Fries en el 
libro Género y Derecho (1999). En el segundo, se aborda el estudio de la justicia 
comunitaria que ubica teóricamente el texto y sirve como escenario en el que se sitúa la 
justicia en equidad y la justicia indígena, teniendo en cuenta en particular los 
planteamientos de Edgar Ardila (2006, entre otros). Finalmente, en el último capítulo se 
identifican los aportes de la justicia en equidad a partir de tres experiencias de las 
mujeres en la justicia ordinaria, la justicia indígena y la conciliación en equidad.  
 
De esta manera, la hipótesis que busca desarrollar este texto es la siguiente: 
 
El derecho y la administración de justicia son instituciones que permiten el sostenimiento 
del sistema patriarcal pues cumplen articuladamente con la función de reproducir las 
relaciones de poder desiguales entre hombres y mujeres y la subordinación de éstas, por 
lo que generan un panorama adverso para la equidad de género, como ha sido 
evidenciado por las teorías feministas y críticas del derecho. En este contexto, la justicia 
en equidad se vislumbra como una oportunidad para las mujeres pues puede potenciar 
los aprendizajes de otras figuras como la justicia indígena y promover apuestas de la 
justicia comunitaria, en especial de tipo restaurativo, que contribuyen al avance hacia la 
equidad de género en Colombia.  
 
En el panorama actual de la justicia, el derecho y la equidad de género en el país, es 
ineludible la promoción de propuestas que viabilicen las apuestas de la justicia 
comunitaria y que posibiliten la transformación del contexto adverso hacia las mujeres y 
la democracia. Reconocer entonces al camino recorrido es una tarea apremiante junto 
con el fortalecimiento de propuestas que apunten en este sentido.  
 
La investigación de estas propuestas y experiencias, así como de las apuestas de las 
mujeres en este campo, rebasa los propósitos de este trabajo. Tampoco pretende 
comprender la diversidad y heterogeneidad de las experiencias y consideraciones en 
relación al derecho, la administración de justicia y la justicia comunitaria. Tan sólo, busca 
identificar los posibles aportes de la justicia en equidad para las mujeres desde la mirada 
de tres estudios de caso colombianos. 
 
Además de la indagación teórica sobre las disertaciones académicas que las teorías 
feministas y las teorías del derecho realizan, y el acercamiento al panorama de la 
administración de justicia y a la justicia comunitaria, se intenta comprender otras 
dinámicas frente a la justicia ordinaria, como la indígena y en equidad a través del 
estudio de los contextos particulares que se configuran en relación con las mujeres.   
 
Para ello, se hace uso de herramientas de investigación cualitativa como la revisión 
documental, el estudio de caso, la entrevista y el grupo focal, pues permiten describir e 
indagar sobre la pregunta de este trabajo en contextos particulares. Así mismo, facilitan 
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la obtención y análisis de información, al igual que la generación de múltiples 
posibilidades de análisis y fuentes.  
 
Por otro lado, es importante mencionar que en este trabajo no se pretende reconstruir el 
marco normativo que existe sobre el tema. Sino tomar elementos de la teoría política y la 
teoría crítica del derecho para describir el problema de este trabajo. Vale la pena 
mencionar que mirar la justicia comunitaria como una oportunidad para las mujeres y las 
relaciones de género surge de la experiencia de vida en la carrera de Ciencia Política, los 
acercamientos al derecho y los estudios de género. Así como de la pasada vinculación a 
la Escuela de Justicia Comunitaria de la Universidad Nacional de Colombia y de las 
preguntas acerca de la justicia para las mujeres que los últimos años surgieron en el 
trabajo de apoyo a víctimas de violencias. Sin el ánimo de desconocer los avances ni 
sentar conclusiones finales sobre el tema, este trabajo quiere ser una reflexión que 






















1. Capítulo 1. El derecho y la administración 
de justicia: instituciones patriarcales 
 
El patriarcado entendido como la ideología y manera de organizar el mundo que busca la 
subordinación de las mujeres, está conformado por un conjunto de instituciones que 
juegan un papel primordial en su subsistencia. El derecho y la administración de justicia 
son claves en el sistema patriarcal en tanto permiten la reproducción de las relaciones de 
poder desiguales entre hombres y mujeres.  
 
Este capítulo pretende abordar el estudio del derecho y la administración de justicia como 
instituciones patriarcales, a partir de las discusiones teóricas que teorías feministas y las 
teorías críticas del derecho proponen al respecto, aterrizándolas al panorama 
colombiano. Pone su mirada en la manera en que el derecho y la administración de 
justicia contribuyen a la producción y reproducción del sistema patriarcal en Colombia. 
 
Se considera institución a lo estatuido, tal como lo plantea Ardila (2006, p. 135), como un 
conjunto de normas que articuladamente determinan los comportamientos de los sujetos 
que participan en ella o le estan sometidos. Así, ordena o establece modelos de conducta 
que son dados a las personas y que trascienden a los individuos.  
 
Con esta pretensión, en la primera sección se ubica conceptualmente al derecho como 
institución patriarcal, a partir de la consideración del patriarcado y de aquellas 
instituciones que permiten su subsistencia: la familia, el lenguaje, la escuela, la 
educación, la Historia, la ciencia y el derecho, realizada principalmente por Alda Facio y 
Lorena Fries (1999). Frente a ésta última se analiza su rol particular y articulador en éste 
sistema. A partir de esta consideración se retoman reflexiones al respecto por parte de 
algunas autoras que han tratado el tema en su mayoría desde el punto de vista feminista. 
 
En la segunda parte, se retoman cinco críticas al derecho realizadas desde diversas 
vertientes feministas y de la teoría y sociología del derecho. La primera discusión tiene 
que ver con la igualdad de ante la ley, la segunda con los riesgos de la dicotomía público 
– privado, la tercera con el sexismo en el derecho, la cuarta con la ausencia de las 
mujeres y la perspectiva de género6 en los estudios del derecho, y la quinta con la falta 
de derecho femenino.  
 
                                               
 
6
La perspectiva de género estudia las relaciones entre mujeres y hombres (relaciones de género), así como 
las diferencias y disparidades en el acceso y control sobre recursos, decisiones, oportunidades, retribuciones 
y todos los aspectos del poder. El género, como la clase, es un elemento central en la construcción de las 
relaciones sociales de dominación (INMUJERES, 2004: 9). 
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En la última parte, se realiza una aproximación crítica a la administración de justicia a 
partir de la descripción de algunos puntos claves en el panorama nacional. Se realiza un 
acercamiento a la situación de las mujeres frente a su baja participación y la precaria 
respuesta institucional. Finalmente, se identifican tres críticas que desde la perspectiva 
de género relacionadas con el texto jurídico, las selección, aplicación e interpretación de 
normas, y las normas sociales en el país. 
 
1.1 El derecho, una institucional patriarcal 
 
Los estudios de género parten de considerar la existencia del sistema patriarcal 
construido históricamente en el mundo. El patriarcado, supone la inferioridad de las 
mujeres consecuencia, entre otras razones, del determinismo biológico y la 
subvaloración, que en últimas pretende mantener la subordinación de los hombres sobre 
las mujeres. 
 
Las reflexiones al respecto también consideran que para que esto sea posible, el 
patriarcado ha configurado una serie de instituciones que le permiten no sólo mantenerse 
sino reproducirse en los diversos ámbitos de la vida y de la sociedad. En este apartado, 
se pretende evidenciar el papel primordial que cumple el derecho como institución 
articuladora del sistema patriarcal, permitiéndole así su sostenimiento y consolidación 
hasta hoy en día.  
 
En el primer aparte, se desarolla la configuración del patriarcado. En el segundo, se 
identifican las seis instituciones que le conforman: el lenguaje, familia, educación, la 
Historia, la ciencia y el derecho. En el  tercero, se distingue el rol particular y fundamental 
que ésta última cumple como una institución de dicho sistema. 
 
1.1.1 El patriarcado 
 
El patriarcado7 como ideología8 y manera de organizar el mundo, se constituye en un 
sistema histórico que orienta los comportamientos y establece lo que será valorado por 
                                               
 
7
 Sobre sus orígenes ver los trabajos de Gerda Lerner (1990) y de Alicia Puleo (1995). En este último texto la 
autora retoma a Jónasdóttir (1993) en cuanto a que el concepto de patriarcado permite generar un grado 
adecuado de abstracción para ―el nivel más general de la teoría‖. Es decir, al igual que el concepto de 
sociedad de clases, más allá de explicar en detalle cómo funciona una sociedad patriarcal, permite crear un 
marco previo de análisis de la realidad social en cada caso. 
8
 Al respecto Celia Amorós considera que la ideología puede ser considerada desde una perspectiva neutral 
como un ―conjunto de representaciones socialmente compartidas que cumplen una función importante como 
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cada quien. En particular, la ideología patriarcal propende por la subordinación de las 
mujeres, justificada en su supuesta inferioridad biológicamente inherente o natural (Facio 
& Fries, 1999). 
 
Para Alda Facio, el ―patriarcado es un término que se utiliza de distintas maneras, para 
definir la ideología y estructuras institucionales que mantienen la opresión de las mujeres. 
Es un sistema que se origina en la familia dominada por el padre, estructura reproducida 
en todo el orden social y mantenida por el conjunto de instituciones de la sociedad 
política y civil, orientadas hacia la promoción del consenso en torno a un orden social, 
económico, cultural, religioso y político, que determinan que el grupo, casta o clase 
compuesto por mujeres, siempre está subordinado al grupo, casta o clase compuesto por 
hombres, aunque pueda ser que una o varias mujeres tengan poder‖ (Facio & Fries, 
1999, p. 26).  
 
Sobre este concepto se han generado disertaciones desde diversas perspectivas 
feministas9. Fueron las feministas radicales quienes se valieron de este término de 
manera central en su análisis, denunciando la sistemática dominación masculina en la 
que los hombres aparecen como agentes activos de la opresión sufrida por las mujeres. 
Por su parte, para el neofeminismo, el patriarcado es una política10 sexual ejercida 
fundamentalmente por el colectivo de varones sobre el colectivo de mujeres (Puleo, 
1995).  
 
                                                                                                                                              
 
condición de reproducción de la misma sociedad que representa‖ (1985: 22). Sin embargo, involucrando 
elementos marxistas, considera que el sistema de dominación impone mecanismos de distorsión, inversión y 
deformación al conjunto de representaciones socialmente compartidas, de tal forma que crea una 
―percepción distorsionada de la realidad en función de unos intereses de clase‖ (Amorós, 1985, p. 22). De 
manera más amplia, la ideología se refiere a ―cualquier deformación específica de la visión y valoración de 
los hechos condicionados por las necesidades de un determinado sistema de dominación‖ (Amorós, 1985, p. 
22). Para Alda Facio ―una ideología es un sistema coherente de creencias que orientan a las personas hacia 
una manera concreta de atender y valorar el mundo; proporciona una base para la evaluación de conductas y 
otros fenómenos sociales, y sugiere respuestas de comportamiento adecuadas. Una ideología ―sexual‖ sería 
entonces, un sistema de creencias que no sólo explica las relaciones y diferencias  entre hombres y mujeres, 
sino que toma a uno de los sexos como parámetros de o humano (1999, p. 23). 
9
 ―El feminismo es un discurso político que se basa en la justicia. El feminismo es una teoría y práctica 
articulada por mujeres que tras analizar la realidad en la que viven toman conciencia de las discriminaciones 
que sufren por la única razón de ser mujeres y deciden organizarse para acabar con ellas, para cambiar la 
sociedad. Partiendo de esa realidad, el feminismo se articula como filosofía política y, al mismo tiempo, como 
movimiento social‖ (Varela, 2005, p. 14). Derivado del momento histórico, las apuestas políticas, los sujetos 
involucrados y el sector social, el feminismo se constituye de feminismos que desde diversas perspectivas 
aportan en su consolidación. Grosso modo, de acuerdo la momento histórico y las apuestas políticas son 
reseñadas tres grandes etapas y olas del feminismo: i. La primera ola que desde la Revolución Francesa y 
mediados del siglo XIX centro su debate en la igualdad; ii. La segunda ola o sufragistas liberales que desde 
mediados del siglo XIX hasta la década de los cincuenta impulsaron el derecho al voto de las mujeres; iii. La 
tercera ola o feminismo contemporáneo que discute asuntos considerados como ―privados‖ (Barba, 2013). 
10
 El término política es entendido como el ―conjunto de estratagemas destinadas a mantener el sistema‖ 
(Millet, 1995). 
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Con la llegada de la Segunda Ola del feminismo, el patriarcado se concibe como una 
política de dominación presente también en ámbitos privados, rompiendo con ello la 
dicotomía entre lo público y lo privado. Para Amorós, por ejemplo, el patriarcado es 
considerado sinónimo de sistema sexo-género, dado que un sistema igualitario no 
generaría la marca de género (Puleo, 1995).  
 
A pesar de las críticas11, los feminismos coinciden en considerar que el patriarcado 
pretende mantener la hegemonía masculina en las sociedades antiguas y modernas. En 
este sentido, el patriarcado como sistema, se basa en la coerción y el consentimiento, 
ambos presentes simultáneamente. En una sociedad en la que la violencia patriarcal 
represiva es mayor, los niveles de aceptación lo son de igual forma como efecto de la 
socialización, sin tener que hacer uso de la violencia extrema. Por otro lado, en las 
sociedades occidentales, donde se prohíbe la discriminación por razones de sexo, las 
mujeres no dejan de ser víctimas de coerción en ámbitos como el laboral, tampoco dejan 
de ser víctimas de violencias como la sexual, física y sicológica (Puleo, 1995). 
 
En suma, el patriarcado se caracteriza por ser un sistema histórico, es decir, tiene inicio 
en la historia y no es natural; se fundamenta en el dominio del hombre ejercido a través 
de la violencia contra la mujer, institucionalizada y promovida a través de instituciones 
como la familia y el derecho, que serán reseñadas mas adelante. En él las mujeres de los 
grupos oprimidos mantienen una relación de subordinación al varón, a pesar de que 
también tengan relaciones de opresión. De igual forma, establece diferencias biológicas 
entre los sexos con el objetivo de permitir la mantención del dominio sobre las mujeres 
(Facio & Fries, 1999). Ésta es una idea que será desarrolada de manera transversal en 
este documento. 
 
Múltiples estudios12 han evidenciado que dicha diferenciación entre los sexos ha 
redundado en la jerarquización de la sociedad a favor de los varones y ha determinado lo 
masculino como parámetro de lo humano. Según Olsen (2000) por influencia del 
liberalismo, se ha dualizado el sistema de pensamiento, caracterizado por ser 
sexualizado, jerárquico y masculino. La primera particularidad, indica que este sistema 
dual de pensamiento genera una división entre lo masculino y lo femenino. Así, los 
hombres se han identificado con la razón, el poder, lo abstracto y lo universal, mientras 
las mujeres con lo contrario, con la irracionalidad, el sentimiento, lo subjetivo, lo 
                                               
 
11
 Desde diversas perspectivas se han realizado críticas a este concepto. ―Desde el marxismo, se le ha 
imputado el poner demasiado énfasis en la sexualidad en detrimento del análisis del tipo de producción, y 
culpar a los hombres en vez de al sistema social. Por su parte, los postmodernos han visto en el feminismo 
que se servía de él un resabio de ideología ―fundamentalista‖ y trasnochada (…). Algunas feministas 
socialistas han calificado a este concepto de ―abstracto‖ y ―ahistórico‖, ya que apunta a lo que hay de común 
y no a las variaciones de la hegemonía masculina en las distintas sociedades y épocas históricas, así como 
en los diversos sistemas económicos y políticos‖ (Puleo, 1995, p. 28). 
12
 En Colombia, el mas reciente es el realizado por el Programa Integral de Violencias de Género en el 
estudio publicado en 2011 por ONU Mujeres sobre tolerancia social e institucional a la violencia basada en 
género en Colombia. También las organizaciones de mujeres publicaron en el 2013 el Informe Alterno sobre 
la CEDAW.  
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particular. El sistema de pensamiento es también jerárquico en la medida en que uno de 
los lados del dualismo domina al otro. En este caso, los hombres han definido y 
dominado históricamente a las mujeres. Los hombres no sólo han manipulado a las 
mujeres sino que han degradado, explotado y denigrado, al tiempo que han ―glorificado‖ 
la sensibilidad, irracionalidad y subjetividad de las mujeres (Olsen, 2000). 
 
Gracias a esta sexualización, ―en la ideología patriarcal, para la mujer la naturaleza es 
norma, y debe ajustarse a esa norma en la medida en que la cultura ha decidido que 
para ella lo sea, constituyéndose así en norma de la norma‖. (Amorós, 1985, p. 163). El 
sistema patriarcal establece que las mujeres deben regularse por esta norma que, bajo la 
formalidad de la naturaleza -o determinismo biológico-, ha sido establecida por la razón 
patriarcal. Con base en ello, el patriarcado establece normas de carácter sexista13 y 
androcéntrico14, en la mayoría de los ámbitos de la vida, las cuales como ya se ha dicho 
son reproducidas a través de diversas instituciones, entre ellas el lenguaje, familia, 
educación, la Historia, la ciencia y el derecho. 
 
1.1.2 Las instituciones del patriarcado: lenguaje, familia, Historia, 
educación, ciencia y derecho 
 
El patricardo como sistema se ha configurado como un conjunto de instituciones 
consideradas como tales debido a que se constituyen como lo establecido y parten de un 
conjunto de normas que articuladas entre sí, rigen los comportamientos de las personas 
de tal manera que se cumplan con los intereses del patriarcado, mencionados en el 
anterior apartado. Se identifican el lenguaje, la familia, la Historia, la Educación, la ciencia 
y el derecho como aquellas que dan vida al patriarcado15. Son descritas en mayor detalle 
por por Alda Facio y Lorena Fries en el libro Género y Derecho (1999) y serán retomadas 
a continuación.  
 
                                               
 
13
 ―El sexismo es la creencia, fundamentada en una serie de mitos y mistificaciones, en la superioridad del 
sexo masculino, creencia que resulta en una serie de privilegios para ese sexo que se considera superior. 
Estos privilegios descansan en mantener al sexo femenino al servicio del sexo masculino, situación que se 
logra haciendo creer que al sexo subordinado que esa es su función ―natural‖ y única.‖ (Facio & Fries, 1999, 
p. 21). 
14
 ―(E)s una de las formas más generalizadas de sexismo (…) consiste en ver el mundo desde lo masculino, 
tomando al varón de la especie como parámetro o modelo de lo humano. A veces esta forma de sexismo 
degenera en misoginia, que como su raíz griega lo indica, es el odio o desprecio a lo femenino, o en ginopia: 
la imposibilidad de ser lo femenino, o imposibilidad de aceptar la existencia de autónoma de personas del 
sexo femenino‖ (Facio & Fries, 1999, p. 23). 
15
 ―Llamamos institución patriarcal a aquella práctica, relación u organización que a la par de otras 
instituciones operan como pilares estrechamente ligados entre sí en la transmisión de desigualdad entre los 
sexos y en la convalidación de la discriminación entre las mujeres.‖ (Facio & Fries, 1999, p. 46-47). 
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Inicialmente las autoras desarrollan en dicho texto el concepto de lenguaje ginope, el cual 
es entendido como aquel que contiene la imposibilidad de reconocer el ser femenino y/o 
de aceptar la existencia autónoma de personas del género femenino. Como una de las 
principales formas de comunicación y teniendo en cuenta que habilita y crea vida social, 
esta institución en las sociedades patriarcales refleja dos efectos: dar cuenta de la 
situación de las mujeres en la cultura patriarcal; y mantener y reproducir dicha situación 
de generación en generación.  
 
Diversas definiciones de los diccionarios y de cada contexto social corroboran que el 
lenguaje no es neutral y que se guía por una perspectiva masculina que parcializa las 
definiciones y que reproduce el androcentrismo en la cultura16. ―El poder de nombrar – es 
decir de crear y definir las palabras, de crear y definir las reglas gramaticales de un 
lenguaje determinado, de proporcionar a las cosas identidad, evocándolas y 
estableciéndolas como puntos de referencia o relacionándolas unas con otras- es el 
poder de conformar una cultura determinada, de establecer lo que existe y lo que no 
existe, lo que considera natural o lo que no lo es, lo bueno y lo malo.  El poder de la 
palabra es el poder de escoger los valores que guiarán a una determinada sociedad pero 
más aún es el poder de crear una determinada realidad‖ (Facio & Fries, 1999, p. 47). 
 
Otras de las instituciones es la familia, que da origen al patriarcado, siendo un espacio 
privilegiado para su reproducción. Se concibe como la unidad de control económico, 
sexual y reproductivo del varón sobre las mujeres y sus hijos e hijas. Derivado de ello, 
políticamente el pensamiento occidental ha considerado que las mujeres no necesitan 
representación política ni social dado que ésta es asumida por el jefe de la familia 
patriarcal. La familia también ha significado una forma de enriquecimiento de los varones 
a costa de las mujeres y sus hijos e hijas (Facio & Fries, 1999). 
 
En este sentido, la familia es considerada como una institución en la que se ejerce el 
poder y se establecen los parámetros del sistema patriarcal, es decir, de la dominación 
masculina. Ella, a través de procesos de socialización, permite la incorporación, 
internalización y articulación de las asimetrías de género. La familia es ―una correa de 
transmisión de un poder que incluso penetra los cuerpos de las personas‖ (Ballestero y 
Monge, 1993, p. 38).  
 
Aunque pretende ser concebida como un fenómeno ―natural‖, esta institución tiene un 
carácter histórico y social que interactúa con factores económicos, culturales, etno-
geográficos y de género, entre otros, de tal forma que se hace casi imposible pensar en 
un solo modelo de familia. Sin embargo, el modelo núclear se ha establecido como ―un 
―orden natural‖ que articula una sexualidad ―natural‖ –la heterosexual y monógama-, una 
                                               
 
16
Actualmente aún prevalecen las resistencias a admitir que el lenguaje esta marcado por la diferencia sexual 
y que refleja de manera sutil y magistral la estructura patriarcal de la cultura occidental (Thomas, 2008, p. 
181). 
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reproducción ―natural‖ –la heterosexual y con la crianza a cargo de la madre-, una 
producción ―natural‖ –por fuera del hogar y a cargo de los hombres-, y una disciplina 
―natural‖ –la de los hombres sobre las mujeres y los niños y de las mujeres sobre los 
niños-‖ (Jaramillo, 2008, p. 267). 
 
En este marco, los roles asignados tanto a mujeres como a hombres en el sistema 
patriarcal ha generado no solo la división sexual del trabajo, también el establecimiento 
del matrimonio y la heterosexualidad como formas de control de la sexualidad, que 
reproducidas al interior de la  familia, son establecidas como normas del patriarcado. 
Elementos constitutivos de la familia como el matrimonio, la heterosexualidad y la 
maternidad, han establecido normativamente jerarquías que son consideradas en la 
sociedad como ―naturales‖.   
 
Por ejemplo, se sigue asimilando ―ser mujer‖ con ―ser madre‖, estableciendo esta 
condición derivada de la reproducción biológica como una función obligatoria y ―natural‖ 
de las mujeres. Por ello, se asume que las necesidades de las mujeres-madres son las 
necesidades de todas las mujeres, ―beneficiando o protegiéndolas‖ como depositarias de 
esta función reproductiva. En este supuesto se basa la perspectiva familista17 en la que 
priman las necesidades de la maternidad y que orienta muchas de las actuaciones del 
Estado, entre otros actores.  
 
La familia es un ámbito privilegiado también pues le permite al patriarcado hacer uso sutil 
de mecanismos de internalización en el cuerpo de las mujeres o de erotización de la 
dominación que, evidencian cómo se internaliza el patriarcado a través de actos de 
infligir/recibir dolor y a la vez recibir placer. El patriarcado establece ―mecanismos que 
permiten que la esclavitud de la mujer sea asumida y aceptada por ésta hasta el punto de 
encontrarla excitante. Es la erotización de la dominación la que condiciona a las mujeres 
a la aceptación de la servidumbre sexual‖ (Facio & Fries, 1999, p. 53). La represión 
sexual de las mujeres y la distorsión de la sexualidad femenina  y masculina mediante la 
erotización de la dominación y la violencia es característica de la cultura patriarcal y de 
todas sus instituciones, en especial de las religiones y las ciencias18.  
 
Otras de las instituciones del patriarcado es la educación. Ésta se ha encargado de 
transmitir las ideas, los valores, las conductas y los mecanismos que han asegurado la 
dominación de los hombres sobre las mujeres. ―A pesar de que las mujeres en muchos 
países acceden en mayor porcentaje que los varones a los niveles de educación básica y 
                                               
 
17
Enfoque que privilegia a la familia y sus derechos, así como roles tradicionales de mujeres y hombres, en 
detrimento de los derechos de las mujeres.  
18
Para Jónasdóttir (1993) y Firestone (1976) es importante también el amor en el mantenimiento del 
patriarcado: la cultura patriarcal se alimenta de la energía emocional. ―El amor es un pilar de la dominación 
masculina, ya que, estadísticamente, la inversión amorosa de la mujer es mayor: da más de lo que suele 
recibir. Las mujeres están ―subalimentadas‖ en cuanto a amor se refiere‖ (Puleo, 1995, p. 36). 
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media, y a pesar de que son las mujeres las que mayoritariamente se dedican al 
magisterio, la educación sigue reforzando la cultura patriarcal y contribuyendo a los 
procesos de socialización de género‖ (Facio & Fries, 1999, p. 54). 
 
Por su parte, se considera que la Historia19 (con ―H‖ mayúscula) ha sido robada para las 
mujeres, dado que no ha registrado los aportes y violaciones a los derechos humanos de 
las mujeres (Facio & Fries, 1999). ―Al igual que los hombres, las mujeres son y siempre 
han sido actores y agentes en la historia‖ (Lerner, 1990, p. 20). La Historia se ha 
registrado de manera parcial en la medida en que excluye a más de la mitad de la 
población, y se ha distorsionado pues ha narrado la Historia desde el punto de vista 
masculino. ―Las mujeres han ―hecho historia‖, aunque se le haya impedido conocer su 
Historia e interpretar tanto la suya como la de los hombres. Se les ha excluido 
sistemáticamente de la tarea de elaborar símbolos, filosofías, ciencias y leyes‖ (Lerner, 
1990, p. 21). 
 
La ciencia moderna, además de occidental y capitalista,  es también una institución 
patriarcal pues es sexista (Sousa Santos, 2003, p. 97). A través del establecimiento de 
binomios como abstracto/concreto o sujeto/objeto, constituye dualismos que contemplan 
al primer polo como dominante y lo asocian con lo masculino. Así, múltiples disciplinas 
científicas no sólo parten del presupuesto de inferioridad de las mujeres, sino que  
universalizan la experiencia masculina como dominante, verdadera y objetiva.  
 
Este conjunto de instituciones mencionadas dan vida al patriarcado en múltiples ámbitos 
de la sociedad. Como sistema de dominación, el patriarcado hace uso del lenguaje no 
solo para desconocer la situación de las mujeres, sino además para mantenerla y 
reproducirla en los diversos ámbitos de la vida social. En este mismo sentido, se 
concluye que la familia es la principal institución del patriarcado pues le origina y le 
permite establecer el control y explotación de los varones sobre las mujeres y sus hijos e 
hijas.  
 
Por su parte, la educación, la ciencia y la Historia producen y reproducen prácticas, 
normas, estereotipos e imaginarios que determinan el parámetro de lo humano. Con este 
mismo objetivo y de manera articulada con las anteriores instituciones mencionadas, el 
derecho conforma este conjunto de instituciones patriarcales, en especial por su carácter 
regulador de la convivencia y los comportamientos basado en los parámetros de dicho 
sistema. 
 
                                               
 
19
 Lerner (1990, p. 20) distingue entre la historia y la Historia–con mayúscula. La primera hace referencia a 
aquellos sucesos del pasado que son recordados por los seres humanos pero que no se encuentran 
registrados por escrito. La Historia tiene que ver con el registro e interpretación del pasado.  
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1.1.3 Derecho como institución patriarcal 
 
El derecho como institución, regula la convivencia entre hombres y mujeres en aras de 
mantener la subordinación de los varones hacia ellas, objetivo del patriarcado. A pesar 
de la compleja relación entre mujeres, género y derecho, gran parte de los estudios 
feministas sobre el tema comparten, algunos con reservas, esta desconfianza frente al 
derecho. En particular, resaltan su carácter articulador, así como de sostenimiento y 
consolidación del sistema patriarcal. 
 
En el conjunto de instituciones del patriarcado, el derecho cumple una función 
articuladora, dado que regula las conductas de hombres y mujeres orientándolas hacia 
un modelo determinado de convivencia e identidad de género, de tal manera que 
hombres y mujeres respondan a las funciones ideológicamente asignadas por este 
sistema. En articulación con el sistema normativo social y moral, el derecho aporta al 
disciplinamiento, de manera más fuerte que otros sistemas, a través de la amenaza de la 
fuerza y el temor ante su incumplimiento. Con ello, consolida el poder de los hombres 
como creadores del derecho con sus propias reglas de legitimación (Facio & Fries, 1999).  
 
―El derecho prescribe, norma o regula, disciplinando a hombres y mujeres de forma 
diferenciada/desigual. En el caso de las mujeres, el derecho les fija un modelo de 
identidad única y legitima su sometimiento al varón‖ (Facio & Fries, 1999, p. 57). A 
manera de ejemplo, Facio (1999) señala de qué forma la ley tomó como sujeto a los 
hombres, asignando ciertos derechos al esposo sobre la mujer. En estos casos, según la 
autora, las legislaciones siguen siendo ―implícitamente patriarcales‖ en dos sentidos.  
 
Por un lado, a pesar de reconocer a las mujeres como sujetas de derechos, les han 
despojado de ciertos derechos, entre ellos, por ejemplo, la libertad de tránsito al exigirles 
seguir en el domicilio de su marido. Por otro lado, solo toma a las mujeres en cuenta de 
acuerdo a las ―protecciones‖ derivadas de su función reproductora. En estos dos 
sentidos, son las actividades, necesidades y preocupaciones de los hombres las que 
constituyen esencialmente las legislaciones. Expresando con ello que las mujeres no 
tienen los mismos derechos que los hombres, y que sus necesidades, actividades y 
preocupaciones están ausentes en el derecho.  
 
Así mismo, el derecho es considerado como aquella instancia en la que se regula e 
institucionaliza el actual orden de las relaciones sociales, económicas, políticas y 
personales. Da legitimidad a ese orden de las cosas confiriéndole valor simbólico; 
además moldea la relación entre ―sujetos‖ y ―cuerpos‖, estableciendo un estándar de 
sujeto modelo del derecho moderno, negando con ello la autonomía, es decir, las 
capacidades, los poderes y derechos atribuidos o reconocidos a los sujetos 
individualmente (Pitch, 2003).  
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El derecho ha sido un mecanismo privilegiado de conservación de las condiciones y de 
las consecuencias de la desigualdad. Si bien el derecho se ha definido como neutral en 
términos de género, en realidad es una construcción cultural y política que fortalece y 
naturaliza la masculinidad y la heterosexualidad. Muestra de ello son las construcciones 
jurídicas que organizan la sexualidad dotando a las identidades sexuales y de género de 
legitimidad y legalidad, y simultáneamente negándoselas (Motta & Saénz, 2008, p. 22 y 
23). 
 
En este sentido, ―el ―derecho‖ es (también) una modalidad de ―sexuación‖. Es decir, el 
―derecho‖ contribuye a construir el género, que a su vez define el sexo, y 
contemporáneamente atribuye a este género–sexo una sexualidad. (…) a través del 
―derecho‖ se construye sobre todo –o, mejor dicho, en manera explícita- a las ―mujeres‖, 
como si el género-sexo masculino y la sexualidad que le acompaña fuesen obvios, es 
decir, normales, en el sentido justamente de ser la norma, el estándar de referencia; (…) 
hoy, esta construcción resulta quebrada, no unívoca, tal vez autocontradictoria, en 
cualquier caso sometida a negociaciones y a interpretaciones contradictorias‖ (Pitch, 
2003, p. 286). 
 
El derecho entonces permite construir de manera desigual las diferencias entre hombres 
y mujeres. Así mismo, ha establecido un paradigma basado en la subordinación de las 
mujeres a los hombres como consecuencia de la ―ley de la naturaleza‖, y ha establecido 
una mirada binaria del mundo que, haciendo uso del pensamiento dicotómico distingue, 
por ejemplo, entre ámbito público y privado. Esta idea será desarrollada con mayor 
amplitud más adelante. 
 
En este sentido, el derecho delimita los pensamientos e imaginarios de las personas a 
partir de modelos y de tipos de relaciones entre los sexos a seguir en una sociedad, es 
decir, no es un ente neutral, al contrario, contiene una fuerza constitutiva que le permite 
construir realidades sociales y articular instituciones claves para el patriarcado.  
 
En consecuencia, el derecho es producto de la sociedad patriarcal que basada en la 
estructura del pensamiento filosófico, político y científico de occidente, ha establecido 
distinciones básicas, opuestas e irreconciliables, en las cuales se basan los imaginarios 
de organización social y política que estructuran la concepción de lo humano (Facio & 
Fries, 1999).     
 
Este análisis del derecho comprende su reconocimiento más allá de la norma jurídica 
promulgada. Como categoría social determinante, el derecho implica reconocer que en 
realidad aquellas normas que pretenden hacerse pasar como genéricas no solo tienen un 
poder determinante en la sociedad, sino que son generadas por las relaciones sociales 
construidas mas no dadas por la naturaleza.  
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Así, el derecho, comprendido más allá de las leyes promulgadas, está conformado, 
según Alda Facio (1999), por tres componentes: formal normativo, estructural y político 
cultural. Para la autora, estos componentes tienen una relación dialéctica determinante 
de constante influencia, limitación o definición entre sí, a tal nivel que no es  posible 
conocer los contenidos ni efecto que pueda tener una ley sin considerarlos de manera 
conjunta. 
 
El primer componente, el formal normativo, es sinónimo de la norma agendi o ley 
formalmente promulgada20, es decir, la norma jurídica formalmente promulgada o 
generada a través de leyes, tratados internaciones, leyes constitucionales, sustantivas y 
adjetivas, decretos, reglamentos, convenciones colectivas, etc. 
 
El segundo componente definido como estructural hace referencia al contenido que las y 
los funcionarios de la administración de justicia le asignan a las reglas y principios que 
son definidas en el componente formal normativo, en el momento en que seleccionan, 
aplican e interpretan las normas jurídicas. En este ejercicio se generan normas no 
escritas en ninguna parte que conforman el derecho judicial y que son tenidas en cuenta 
por quienes administran justicia. 
 
El tercer componente es el político cultural que tiene que ver con ―el contenido que las 
personas le van dando a la ley por medio de la doctrina jurídica, las costumbres, 
actitudes, tradiciones y conocimiento que de la ley tenga la gente, así como el uso que la 
gente haga de las leyes existentes, pero más importante aún  las leyes no escritas que la 
mayoría acata, las leyes derogadas que en la vida diaria siguen vigentes y las relaciones 
entre las leyes escritas y las no escritas, porque en este componente cultural también 
existen leyes no escritas, leyes que no están formalmente promulgadas pero que además 
de ser obedecidas por la mayoría, son formalmente reforzadas. En algunos casos, son 
hasta más efectivas que las que se encuentran en blanco y negro en nuestros códigos.‖ 
(Facio & Fries, 1999, p. 109). 
 
Cada uno de estos tres componentes permite no solo concebir al derecho más allá de la 
ley formalmente promulgada, sino comprenderlo como una institución compleja producto 
del ejercicio mismo que de él hace la administración de justicia.También de las relaciones 
sociales que político culturalmente construyen, reproducen e interpretan normas no 
escritas que son obedecidas por las personas en cada una de las instituciones de las que 
se vale el patriarcado para subsistir.  Estas son distinguidas en el segundo capítulo como 
normas sociales.  
                                               
 
20
Ver: Valencia & Ortiz, 2011.  
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Siendo así, el derecho no solo es una institución que regula la convivencia entre hombres 
y mujeres, también establece parámetros a las relaciones sociales, de tal forma que 
permite articular al sistema patriarcal y servir de mecanismo de establecimiento de un 
modelo de ser humano androcéntrico. De allí parten las consideraciones que resaltan su 
importancia en el sistema patriarcal pero también, la complejidad que configura el 
entendimiento del derecho. Más aún, permite identificar múltiples miradas desde las 
cuales puede ser analizado y criticado, las cuales pretenden ser abarcadas a 
continuación. 
1.2 Críticas al derecho desde la perspectiva de género 
 
Las voces de las mujeres han conformado un nuevo espacio de debate público en áreas 
como el derecho. De manera transgresora, ellas han planteado interrogantes 
transversales que han cuestionado el campo del derecho y han puesto en evidencia su 
caracter de institución patriarcal y, en menor grado, su importancia en la articulación de 
este, con lo que reconocen su capacidad de reproducción y sostenimiento este sistema.  
 
En este marco de análisis se encuentra el siguiente conjunto de críticas identificadas en 
los estudios de género. El primer grupo, cuestiona el supuesto de igualdad de hombres y 
mujeres ante la ley promovido por el liberalismo21 partiendo de la discusión entre el 
feminismo de la igualdad y el feminismo de la diferencia22. Continuando con la discusión 
frente al liberalismo, el segundo grupo de críticas debate sobre los riesgos de la 
dicotomía público – privado que dieron origen a uno de las reivindicaciones más 
importantes del feminismo: lo personal es político y la consideración de las violencias 
basadas en género como un asunto público, confirmando las falacias de los postulados 
claves de dicha ideología. 
 
El tercer grupo saca a la luz el carácter sexista, en particular androcéntrico, del derecho, 
con lo que muestra a través de sus manifestaciones que este busca mantener la 
superioridad y centralidad masculina y que tiene en cuenta a las mujeres desde el punto 
de vista de los hombres. El cuarto grupo de críticas tiene que ver con la ausencia de las 
mujeres y la perspectiva de género en los estudios del derecho originada en la carencia 
en los estudios jurídicos de otras áreas sociales y de otras visiones como el enfoque de 
género debido principalmente al sexismo.  
                                               
 
21
Ideología política y económica que se inspira en el individualismo y la exaltación y la salvaguadia de la 
libertad del individuo. Se origina en el pensamiento ilustrado y las revoluciones inglesas del siglo XVII y XVIII. 
Según Bobbio (1991), se define ―Como teoría económica, el liberalismo es partidario de la economía de 
mercado; como teoría política es simpatizante del Estado que gobierne lo menos posible o, como se dice 
hoy, del Estado mínimo (reducido al mínimo indispensable). El liberalismo como expresión del pensamiento y 
acción debe ser caracterizada para que incluya la diversidad y multiplicidad de ideas sin que se pierda su 
significación esencial como ideología‖. 
22
 Grosso modo, el feminismo de la igualdad es una de las vertientes del feminismo ubicado en la primera 
ola, que reivindica el reconocimiento de las mujeres en igualdad con los hombres. El feminismo de la 
diferencia hace referencia a la corriente que impulsó la diferenciación de género entre hombres y mujeres y 
su desarrollo en distintos ámbitos de la vida. Ver más en Bodelón (1998).  
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El último grupo de críticas, resalta la falta de derecho femenino, es decir, de la creación 
de un nuevo campo de estudio a partir de las relaciones de género más allá de los 
Estudios Críticos del Derecho hasta el reconocimiento del carácter emancipatorio del 
derecho. A continuación, se extienden estos cinco planteamientos críticos frente al 
derecho, generados a partir de la diversidad de vertientes feministas. 
1.2.1 Más allá de la igualdad ante la ley 
 
Los supuestos ideológicos del liberalismo establecen que el derecho es universal y 
neutral, y en tal sentido, las leyes deben ser aplicadas de igual forma para todas las 
personas, al igual, que su aplicación produce efectos iguales tanto en los hombres como 
en las mujeres, ya que de manera formal ambos gozan de igualdad ante la ley. Sin 
embargo, el extenso y polémico debate entre las políticas y las feministas de la igualdad 
y de la diferencia23 ha identificado las fisuras de esta afirmación.  
 
Sin querer ahondar en este debate, es necesario mencionar que el feminismo de la 
igualdad inicialmente buscó mejorar las condiciones de las mujeres a través del logro de  
la igualdad de derechos, es decir, de la inclusión de las mujeres en la esfera legal y junto 
con ello, la eliminación de la discriminación formal legal. En este sentido, la situación de 
las mujeres mejoraría en cuanto fuera aplicado el principio de igualdad de derechos, lo 
cual implica aumentar la presencia de mujeres en el derecho y con ello igualarlas a los 
hombres (Bodelón, 1998). 
 
Teniendo en cuenta la permanente diferenciación jerarquizada y subordinada de las 
mujeres y los varones, y dado que la exigencia de definición y consolidación de los 
derechos de los varones ha conllevado a la negación de los derechos de las mujeres, se 
generan fuertes cuestionamientos frente a los postulados del feminismo de la igualdad: 
―¿el contrato constitutivo que se invoca como legitimación del orden moderno puede ser 
extendido a nuevos contratantes, o bien el irrumpir en escena de estos nuevos 
participantes impone pensar en un contrato radicalmente diverso?‖ (Pitch, 2003, p. 22). 
Todo ello teniendo en cuenta que el estatus jurídico de las mujeres históricamente ha 
implicado una posición de sumisión y de debilidad en las instituciones de poder y 
autoridad como la familia, en relación a aspectos como el económico, el social y las 
relaciones con las hijas y los hijos. 
 
Se pone en duda entonces el límite del derecho y los derechos como instrumentos de la 
lucha contra la injusticia (Pitch, 2003). ―El significado del principio de igualdad, 
                                               
 
23
 Para ahondar en el debate ver el texto de Isabel Cristina Jaramillo en Género y teoría del derecho (2000) 
en el que describemanera introductoria los puntos clave de las discusiones generadas al respecto.  
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circunscrito originalmente a los ciudadanos varones, alfabetizados o propietarios fue más 
tarde modificado por las luchas de cuantos habían sido excluidos que impusieron su 
redefinición, también de los derechos de libertad coinciden en la práctica con los 
significados que a estos las luchas de los excluidos consiguen imponer, remodelándolos 
sucesivamente sobre sus cuerpos y sobre sus necesidades‖ (Ferrajoli, 2003, p. 16).  
 
Surgieron entonces las propuestas de las teorías de la diferencia que, según algunas 
consideraciones críticas, conllevaron a la naturalización de algunos procesos culturales y 
sociales, al igual que a la esencialización de muchas mujeres, y fortalecieron un 
estereotipo de mujer que aunque quisiera poner en  entredicho el modelo de igualdad, 
terminó reproduciendo las categorías culturales que pretendía evitar (Bodelón, 1998). 
 
Partiendo de la desilusión con esta perspectiva y más allá de los debates entre estas dos 
tendencias del feminismo, Williams (1999) señala que exigir que las mujeres sean 
tratadas igual cuando son iguales, y diferente cuando son diferentes, pone a las mujeres 
en una posición de vulnerabilidad. ―Tratar a mujeres y hombres de igual manera, a 
menudo exige más que igualdad simple ante las leyes e instituciones existentes‖. En el 
caso en que las leyes e instituciones se estructuren de acuerdo a los cuerpos y los 
patrones de los hombres, es necesario que se eliminen esas normas masculinas, como 
primer paso para lograr la igualdad de las mujeres. Hablar entonces de igualdad ante la 
ley implica ir más allá. Para Williams tiene que ver con tres condiciones. 
 
La primera de ellas es eliminar los privilegios tradicionalmente otorgados a los hombres y 
las desventajas tradicionalmente padecidas por las mujeres, es decir, con aquellas 
situaciones en las cuales la igualdad de género no exige más que similar trato ante la ley. 
Combinando el análisis de igualdad con el de género y poder, la autora señala que tanto 
la erotización de la dominación, es decir, las formas en las que el poder se ejerce en la 
sexualidad de las mujeres, expresado en violencia doméstica, hostigamiento sexual y 
violación, como las estructuras de trabajo y familia, operan para dar poder a los hombres. 
 
La segunda consiste en suprimir los privilegios tradicionalmente otorgados a las mujeres. 
―El punto clave, en contextos que atañen a los privilegios tradicionales de las mujeres, es 
que éstos deberían desvincularse del sexo –de la forma del cuerpo- y vincularse al 
género – a los roles sociales tradicionalmente asignados a las mujeres‖ (Williams, 1999, 
p. 85).  
 
Sin embargo, esta eliminación debe tener en cuenta que es necesario no generar daños 
a las mujeres que están en roles tradicionales, dado que algunas medidas correctivas 
pueden exacerbar la desigualdad. Por ello, el cambio debe iniciar por la extensión de los 
privilegios tradicionales de los hombres a mujeres con roles tradicionalmente masculinos. 
Luego, suprimir las desventajas tradicionales de las mujeres. En seguida, extender 
dichas prerrogativas de las mujeres a los hombres que desempeñen roles 
tradicionalmente femeninos. 
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La tercera medida está relacionada con aquellas situaciones en las que la igualdad exige 
deconstruir normas masculinas. Gran parte del mundo ha sido diseñado con base en 
normas masculinas que definen, por ejemplo, al trabajador ideal, y frente a las cuales es 
necesario realizar un análisis de género para proteger a las mujeres. ―La igualdad exige 
cambiar cada tipo de norma: no solo cambiando las reglas formales, sino también 
cambiando la forma en que los jueces aplican las reglas, y cambiando las costumbres 
sociales (…) que están empotradas en reglas informales y expectativas no habladas‖ 
(Williams, 1999, p. 93). 
 
Empero, siguiendo a la autora, en ocasiones no basta con cambiar una sola norma. En 
algunos contextos, se hace necesario llevar a cabo procesos en búsqueda del logro de la 
igualdad en cuanto a las oportunidades, recursos, derechos, entre otros, con diversos 
actores que basados en estereotipos interpretan o cumplen una norma. Durante las 
últimas décadas han sido necesarias las acciones  afirmativas24 para aliviar las 
desventajas de las mujeres y eliminar la manera en que los estereotipos y las normas 
masculinas crean desventajas contemporáneas para las mujeres.  
 
―Lo único que las mujeres necesitan es aquello que los hombres tienen: igual oportunidad 
en un mundo no cargado en su contra. La igualdad sin discriminación solamente necesita 
que las normas masculinas sean reemplazadas por nuevas normas que reflejen los 
cuerpos y experiencia de vida de las mujeres, así como también los de los hombres. Esta 
es la promesa de la igualdad sin discriminación‖ (Williams, 1999, p. 97). 
 
Tratando también de ir más allá de la discusión alrededor de la igualdad y la diferencia 
ante la ley, el feminismo italiano y el francés hacen referencia a la diferencia 
desvinculándola de la discusión jurídica y uniéndola con los debates antropológicos, 
sociológicos y filosóficos. Así, afirman que la diferencia sexual es un referente cuyo 
contexto cultural le llena de significado, por ello es consustancial a todo ser humano y no 
es posible neutralizarlo afirmando que ―todos somos iguales‖ (Bodelón, 1998). 
 
Estas perspectivas feministas reflexionan sobre las manera en que las dicertaciones 
sobre derecho van más allá de la igualdad ante la ley. Percatándose, por un lado, de las 
                                               
 
24
De acuerdo con el análisis realizado por la Corte Constitucional, citado por Donny Meertens, la acción 
positiva es conceptualizada como el genérico del tipo de medidas tomadas por el Estado de manera temporal 
para igualar condiciones reales a grupos históricamente discriminados. Este tipo de acciones se divide en 
dos corrientes: la acción afirmativa y la discriminación inversa o positiva. En relación con la primera, esta 
tiene como propósito ―(…) promover a grupos específicos con el fin de reducir las desigualdades de tipo 
social, cultural, económico o en su representación política‖; la segunda busca ―(…) obrar a favor de grupos 
tradicionalmente discriminados con base en el sexo, raza o etnia, y que además se produce en una situación 
de especial escasez de bienes deseados‖ (Meertens, 2004, p. 13). 
22 ¿Justicia en Equidad sin Equidad de Género? Reflexiones sobre su aporte a las mujeres 
 
pretensiones de universalidad y neutralidad que ―igualan‖ formalmente a las mujeres con 
los hombres, pero también, por otro lado, reconociendo las debilidades de tratar lo igual-
igual y lo diferente-diferente y superando los estereotipos y esencialismos que terminan 
reproduciendo los imaginarios que culturalmente han sido impuestos por el patriarcado. 
 
Es complejo entonces el debate acerca de la igualdad ante la ley. Sin embargo, es de 
resaltar en esta discusión que ir más allá de las consideraciones que suponen eliminar 
los privilegios de los hombres que ponen en desventaja a las mujeres y aquellos 
tradicionales que les son asignados y junto con ello, cambiar las normas masculinas. 
Esto sin pretender caer en universalismos ni neutralidad, reconociendo las debilidades de 
tratamiento igual-diferente, así como los estereotipos que pueden reproducirse. Lo 
anterior supone tener en cuenta los referentes culturales que dan significado a las 
normas y la manera en la que se asume la diferencia sexual y el ser humano. 
 
1.2.2 Riesgos de la dicotomía público – privado 
 
En el debate de la dicotomía entre lo privado y lo público surgido con respecto a los 
planteamientos del liberalismo, los feminismos han puesto en el centro de la discusión 
sus riesgos. La política y práctica liberal asumen la separación y oposición entre la esfera 
privada y la pública. En asimilación de esta separación, el patriarcado distingue dos 
esferas de acción y producción totalmente separadas e independientes entre sí: una, la 
pública, es reservada a los varones para el ejercicio del poder político, social, económico, 
etc.; y la privada es para las mujeres quienes asumen subordinadamente el rol de 
esposas y madres principalmente. Los valores democráticos deben vivirse tanto en la 
esfera pública como en la privada (Facio & Fries, 1999).   
 
Inicialmente el feminismo liberal visibiliza los riesgos de esta separación y oposición 
generada por el liberalismo, poniéndola en entredicho y señalando que esta distinción va 
más allá de una simple distinción entre dos tipos de actividades sociales. Con ello el 
feminismo ha puesto en el escenario la estructura social del liberalismo como un 
problema político, más aún, han planteado el problema del carácter patriarcal del 
liberalismo (Pateman, 1996). 
 
Según Pateman, vale la pena recordar que ―los derechos nacen viciados por el hecho de 
estar concebidos como el resultado de un pacto del que las mujeres no sólo están 
excluidas de hecho (evento histórico reparable con el progreso), sino que no pueden 
hacer otra cosa que estar excluidas, ya que el pacto se basa en, y oculta, un ―contrato 
sexual‖ mediante el cual los varones, en su calidad de ―maridos‖, se aseguran sumisión y 
obediencia por parte de las mujeres‖ (Citado en Pitch, 2003, p. 127).  
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A partir de este contrato sexual, se fueron perfilando dos esferas: una privada y otra 
pública. Esta separación en dos ámbitos conlleva riesgos para las mujeres en el 
momento en que se inscribe a la familia en la primera esfera y le es asignada arguyendo 
sus ―obligaciones naturales‖, entre ellas la maternidad, con lo cual se les excluye del 
ámbito público como esfera de la ciudadanía. Partiendo de allí, en el derecho, la 
distinción público/privado cruza todo el entramado normativo y responde a los 
parámetros que definen ambas esferas en las sociedades patriarcales.  
 
―En el derecho las mujeres no aparecen como tales: existen en cuanto esposas, madres, 
trabajadoras. En caso contrario resultan incluidas en las categorías de ―individuos‖, 
―personas‖, y ―ciudadanos‖ (Pitch, 2003, p. 287).Muestra de ello es que, desde el 
momento en que se asignan a las mujeres al ámbito privado, en el derecho se asume 
que los malos comportamientos y fracasos de maridos e hijos, así como toda una serie 
de males y problemas sociales, son responsabilidad de las mujeres pues ―fallan‖ como 
buenas esposas y buenas madres.  
 
En respuesta a los riesgos de esta separación, se cuestionan asuntos que antes estaban 
circunscritos al ámbito privado, extendiendo así el significado de lo ―político‖ y 
legitimando prácticas y experiencias excluídas de esferas consideradas netamente 
―políticas‖. Con base en estas consideraciones surge una de las reivindicaciones más 
importantes del feminismo de la segunda ola: lo personal es político. Es decir, también 
son políticos y públicos aquellos asuntos relacionados con el cuerpo y la vida de las 
mujeres que fueron asignados a lo privado y que comúnmente asumen como asuntos de 
particulares, dado que son atravesados por relaciones de poder que regulan las 
relaciones entre las personas. Por tanto, deben ser entendidos como asuntos de carácter 
público de incumbencia del Estado y la sociedad.   
 
Entre estos asuntos se encuentran, por ejemplo, que las discriminaciones, opresiones y 
violencias que sufren las mujeres entendidas como un problema individual, que solo 
concierne a las personas involucradas, dejando de lado que la expresión individual de 
esa violencia en la intimidad hace parte de una estructura que por tanto responde a un 
sistema y a las estructuras de poder (Facio, 1999). En este sentido, el derecho ha tratado 
problemáticas que afectan a las mujeres, entre ellas, las violencias basadas en el 
género25, considerándolas como un asunto de responsabilidad privada o de  particulares, 
más público o de incumbencia del Estado y de la sociedad. Como tal debe ser tratado por 
el derecho y quienes administran justicia. 
 
                                               
 
25
 Se consideran a la violencias basadas en género cuando las razones o las motivaciones de la agresión se 
fundan en las características asociadas al género. La expresión mas citidiana y permanente es la violencia 
contra las mujeres, producto dela desigual valoración de mujeres y hombres presente en el marco de 
relaciones de poder y dominación hacia ellas.  
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Así, el derecho se ha encargado de regular principalmente el cuerpo femenino. Sobre el 
cuerpo masculino solo lo hace en tanto débil, enfermo o amenazado, es decir, el cuerpo 
del hombre no está normado, mientras que el cuerpo de las mujeres es considerado 
―como espacio público construido y legitimado como público por el derecho‖ (Pitch, 2003, 
p. 19).  
 
Con base en estas consideraciones el derecho ha regulado las conductas de mujeres y 
hombres, estableciendo roles de género a seguir por cada cual de acuerdo al ámbito en 
el que fueron ubicada y ubicado histórica y socioculturalmente. En esta medida, a pesar 
de haber evidenciado los riesgos y las falacias de esta separación, el derecho sigue 
tratando a las mujeres como propias del ámbito privado, como su única esfera de 
socialización, y junto con ello, asigna las normas que caracterizan y deben ser cumplidas 
por hombres y mujeres. 
 
1.2.3 Sexismo en el derecho 
 
La mirada binaria de las sociedades occidentales ha establecido un sistema normativo en 
el que la forma de ver el mundo se basa en opuestos irreconciliables, es decir, en 
dicotomías que niegan la diversidad y son expresadas en la jerarquización y 
sexualización que subvaloran lo inferior asimilado a lo femenino (Facio, 1999). Es 
precisamente por influencia del liberalismo que en el sistema de pensamiento priman 
dualismos caracterizados por ser sexualizados, jerárquicos y masculinos (Olsen, 2000). 
Con base en lo anterior, esta crítica teórica cuestiona el supuesto de que el derecho es 
objetivo, neutral, universal y abstracto, evidenciando su carácter sexista26 y, en particular, 
androcéntrico27.  
 
El derecho es sexista en la medida en que establece que los hombres son superiores a 
las mujeres y basándose en dicha superioridad, configura el sistema normativo que 
establece parámetros de convivencia entre hombres y mujeres. En especial, el derecho 
es androcéntrico o masculino, dado que ha sido construido histórica y concretamente 
sobre las experiencias, las opiniones y los intereses de los varones.   
 
                                               
 
26
 ―El sexismo es la creencia, fundamentada en una serie de mitos y mistificaciones, en la superioridad del 
sexo masculino, creencia que resulta en una serie de privilegios para ese sexo que se considera superior. 
Estos privilegios descansan en mantener al sexo femenino al servicio del sexo masculino, situación que se 
logra haciendo creer que al sexo subordinado que esa es su función ―natural‖ y única.‖ (Facio, 1999, p. 21). 
27
 ―(…) es una de las formas más generalizadas de sexismo (…) consiste en ver el mundo desde lo 
masculino, tomando al varón de la especie como parámetro o modelo de lo humano. A veces esta forma de 
sexismo degenera en misoginia, que como su raíz griega lo indica, es el odio o desprecio a lo femenino, o en 
ginopia: la imposibilidad de ser lo femenino, o imposibilidad de aceptar la existencia de autónoma de 
personas del sexo femenino‖ (Facio, 1999, p. 23). 
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Smart (2000) identifica tres fases en las consideraciones que el feminismo ha realizado 
en relación al carácter del derecho: el derecho es sexista, el derecho es masculino y el 
derecho es sexuado. El derecho es sexista dado que distingue entre las mujeres y los 
hombres, discrimina a las mujeres pues les asigna menores recursos y les niega 
oportunidades. Así mismo, el derecho es masculino pues actúa bajo criterios que al 
parecer son objetivos pero en realidad son masculinos. Y el derecho es sexuado pues se 
enfoca según los diversos significados conferidos por los varones y las mujeres, lo cual 
no exige una categoría fija o un referente empírico de varón o mujeres, sino que 
establece un posicionamiento sexuado producido y reproducido por el derecho.  
 
En el caso de las ideologías patriarcales, el sexismo se justifica en la supuesta 
inferioridad de las mujeres entendida como biológicamente inherente o natural. Con esto 
no solo afectan a las mujeres al ubicarlas en un plano de inferioridad en la mayoría de los 
ámbitos de la vida, sino que restringen y limitan también a los hombres, a pesar de su 
situación de privilegio. 
 
Otra de las principales características de las culturas y tradiciones occidentales sexistas 
es el androcentrismo, es decir, están centradas en el hombre y han hecho de éste el 
paradigma de lo humano. Una cultura androcéntrica es aquella en la que el hombre, sus 
intereses y sus experiencias son el centro del universo (Facio, 1999, p. 37).  
 
En una cultura patriarcal androcéntrica, el derecho es construido también desde el punto 
de vista masculino, como se ha mencionado, y por ende refleja los valores y atiende las 
necesidades e intereses de los hombres; y a su vez, protege los intereses y necesidades 
de las mujeres desde el punto de vista patriarcal, desfavoreciéndolas con ello (West, 
2000, p. 51). ―El Derecho es masculino porque son las necesidades y conflictos de los 
hombres los que están codificados en él. Esto no quiere decir que las mujeres no hayan 
sido tomadas en cuenta. Si lo han sido, pero desde el punto de vista masculino‖ (Facio, 
2000, p. 30). 
 
En este sentido, ―el derecho no es ―masculino‖ por estructura o por vocación; lo es en 
cuanto ha sido elaborado históricamente por varones para varones (lo que no significa 
que las mujeres no aparezcan: más bien ―el derecho se concibe de modos –según un 
modelo masculino y uno femenino, este último originado por las percepciones masculinas 
acerca de cómo son las mujeres o de cómo deberían ser)‖ (Pitch, 2003, p. 262).  
 
Desde una perspectiva más escepticista, otras autoras como Mackinnon (1995), 
consideran al derecho como herramienta de dominación masculina patriarcal, con pocas 
posibilidades de ser instrumento de cambio de la situación de las mujeres. Como 
extensión del poder del Estado, el derecho existe en la sociedad como masculino y poder 
de los hombres sobre las mujeres en la sociedad. 
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En particular, basada en el trabajo de Margrit Eichler, Facio (1999) hace un aporte frente 
a la profundización y comprensión de las diversas formas de manifestación del sexismo 
que excluyen, invisibilizan o subordinan a las mujeres. La primera de estas 
manifestaciones y la más conocida, es el androcentrismo ya mencionada con 
anterioridad. Para la autora existen dos formas extremas de androcentrismo: la misoginia 
que es el repudio a lo femenino; y la ginopia o la imposibilidad de ver lo femenino o 
invisibilización de la experiencia femenina.  
 
Es importante señalar que los conocidos principios de imparcialidad y neutralidad del 
derecho favorecen esta visión androcéntrica o ―masculina‖ de la realidad, así el sistema 
normativo esta entonces construido a ―imagen y semejanza de los hombres: concepción 
individualista del individuo, desatención a los principios de cuidado e interdependencia, 
procedimientos que no dan prioridad las soluciones negociadas, organización jerárquica, 
etc. De esta manera, el derecho es definido como una institución patriarcal‖ (Bodelon, 
1998, p. 645).  
 
La segunda forma de manifestación del sexismo está relacionada con las 
manifestaciones en la sobregeneralización y/o la sobreespecificación. La primera hace 
alusión al análisis solamente de la conducta del sexo masculino y la presentación de 
resultados como válidos para ambos sexos. La segunda se refiere a la presentación de 
una necesidad o comportamiento humano como específico de uno de los sexos. 
 
La tercera manera de presentarse es la insensibilidad al género que ocurre cuando se 
ignora la variable sexo como socialmente importante o válida. Esto implica tener en 
cuenta las desigualdades entre los sexos y no confundir los efectos de ciertos sucesos 
con alguno de los dos sexos. En algunos casos esta forma de sexismo puede convertirse 
en ginopia. La cuarte tiene que ver con el doble parámetro o doble moral que se expresa 
en el momento en que frente a una misma conducta se valoran de manera distinta o bajo 
diferentes parámetros y fundamentados en el dicotomismo sexual y en el deber ser de 
cada sexo. 
 
Como quinta manifestación, Facio identifica al deber de ser de cada sexo en la medida 
en que se considera que hay características o conductas humanas que son más 
apropiadas para un sexo que para el otro. Al respecto se pregunta: ―¿Parte el texto de 
concebir que cada sexo tiene un rol particular que desempeñar?‖. 
 
Por último, otra de las formas mencionadas es el dicotomismo sexual que tiene que ver 
con tratar a los sexos como diametralmente opuestos y no con características 
semejantes. Junto con la doble moral y el deber de ser de cada sexo, se relacionan con 
los procesos de socialización patriarcales que atribuyen características duáles a cada 
sexo, jerarquizan esos atributos considerándose superiores los que están del lado 
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masculino y se forman expectativas de conducta para cada sexo basadas en ese 
dualismo. 
 
Cada una de estas manifestaciones del sexismo tiene su expresión en el derecho. Como 
será reflejado en la tercera parte de este capítulo, es evidente el sexismo, en particular, 
el androcentrismo en el derecho. En Colombia, se evidencia no solo en la 
preponderancia de hombres en los ámbitos jurídicos, también en el sesgo que causa este 
hecho en la aplicación de las normas. La parcialidad en la selección de los problemas a 
los que se requiere dar solución sumado a las múltiples manifestaciones de sexismo, han 
invisibilizado y discriminado a las mujeres en el quehacer del derecho. Una muestra de 
ello es la evidente ausencia de las mujeres y la perspectiva de género, en los estudios de 
derecho. 
 
1.2.4 Ausencia de las mujeres y la perspectiva de género, en los 
estudios de derecho 
 
Durante las últimas décadas el pensamiento feminista ha ampliado los límites de las 
diversas disciplinas, entre ellas se encuentra el derecho. Las críticas y propuestas frente 
a las carencias en los estudios jurídicos del involucramiento de la visión de género -y de 
ésta articuladamente con otras áreas sociales-, evidencia la necesidad de ampliar los 
límites de lo que se considera jurídico. En este sentido, se ha identificado que los 
estudios sobre el derecho carecen o tienen una precaria una visión de género.  
 
En palabras de Bodelón (1998) ―la forma jurídica tradicional no sólo ha negado la 
importancia de la perspectiva antropológica, sino que ha obviado determinados 
problemas como la cuestión de género‖. Todo ello debido a que la ideología de la ciencia 
jurídica esconde una política que sostiene que el parámetro de lo humano es el varón. El 
derecho cierra su visión del mundo sin permitir la entrada de otros saberes, sólo en la 
medida en que reafirman su forma de conocer (Facio, 1999). 
 
Esta ausencia del género en los estudios jurídicos no solo se expresa en la baja 
participación de las mujeres en los diversos ámbitos del derecho28, también en las 
investigaciones que examinan el carácter discriminatorio del derecho desde conceptos 
especialmente dogmático-jurídicos, alrededor de aspectos que afectan diversas áreas 
como el derecho de familia, el derecho penal, el derecho civil, el derecho laboral, entre 
otras (Bodelón, 1998).  
                                               
 
28
 Es importante resaltar que en Colombia en el estudio de derecho en pregrado, las mujeres participan en un 
53% en comparación con el 47% de hombres, es decir, existen mas mujeres estudiando derecho que 
hombres, según el Ministerio de Educación. 
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Siguiendo a Bodelón (1998), es el predominio de la ―masculinidad‖ en el derecho el que 
ha producido la exclusión de ciertas áreas de problemas o de determinadas definiciones 
de los mismos, es decir, no solo es sexista en cuanto a que no trata con igualdad a 
hombres y a mujeres, sino que bajo su aparente neutralidad invisibiliza a las mujeres y 
sus problemas de los estudios sociojurídicos. 
 
Es muy reciente la generación de estudios sociojurídicos en relación las mujeres, esto en 
su mayoría gracias a trabajos desarrollados por algunos feminismos que evidenciaron la 
manera en la que se estructura y funciona el derecho como institución basada en criterios 
claramente patriarcales. Más aún, llamaron la atención sobre la construcción patriarcal 
del derecho y el poder, y ante ello, sobre la ausencia de derecho femenino, es decir, un 
derecho desde y para las mujeres. 
 
1.2.5 Falta de derecho femenino 
 
De la mano del reconocimiento de la ausencia del género en los estudios socio jurídicos, 
desde mediados de los años sesenta diversas autoras han reflexionado acerca del 
funcionamiento del derecho, el poder y su relación con las mujeres. Ante ello, han 
propuesto la creación de un nuevo campo de estudio jurídico que analice determinadas 
cuestiones relacionadas con las mujeres, el poder y el género.  
 
La apertura a estos ámbitos de análisis está muy ligada al surgimiento de corrientes 
críticas en la teoría y la sociología jurídica que en el siglo pasado abrieron espacios de 
discusión y producción teórica frente al derecho y la sociedad. Según García (2001), el 
surgimiento de dichos estudios críticos está muy relacionado con el auge de la sociología 
del derecho en Estados Unidos, cuyos inicios se deben al realismo jurídico de la década 
de los años 2029. 
 
Siguiendo a García  (2001), a partir de este legado y teniendo como objeto de estudio las 
relaciones entre derecho y sociedad, en Estados Unidos se generaron tres vertientes que 
desde una perspectiva amplia y progresista, son conocidas como Estudios Críticos del 
Derecho, las cuales analizan el sistema jurídico desde una perspectiva no dogmática 
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 ―Los realistas se enfrentaron a la cultura jurídica liberal dominante en la academia legal estadounidense de 
finales del siglo XIX y denunciaron el carácter marginal, indeterminado y político de la práctica jurídica contra 
la pretensiones de neutralidad y determinación defendidas por el pensamiento dogmático jurídico (legal 
doctrine)‖. Se valieron del razonamiento lógico en aras de poner en evidencia la ausencia de coherencia de 
las decisiones judiciales, e hicieron un llamado al uso de las ciencias sociales, en particular la investigación 
empírica (García, 2001).   
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pero escéptica frente a tres presupuestos: la centralidad del derecho, la neutralidad y 
racionalidad del proceso legal y la autoridad de la academia legal.  
 
Sin el ánimo de condensar en las siguientes líneas este amplio debate, es importante 
recordar algunas ideas generales de dichas vertientes. Como afirma García  (2001), la 
primera vertiente fue el Movimiento Derecho y Sociedad (Law and Society) que desde los 
años sesenta estudió como el derecho opera en la sociedad. Además hizo uso de la 
investigación empírica como instrumento de conocimiento objetivo de la realidad y tuvo 
una concepción política progresista y reformista. Este movimiento se interesó 
temáticamente por ámbitos como la justicia y la profesión legal. Igualmente, develó 
hallazgos importantes en el acceso, la pirámide de la litigiosidad y los jueces y juezas 
desde una perspectiva institucional. 
 
Por otro lado, según este autor, en la segunda vertiente se ubican el movimiento Estudios 
Críticos del Derecho (Critical Legal Studies) que desde la década de los setenta, parte de 
la crítica realista al liberalismo jurídico y al pensamiento dogmático, poniendo en 
evidencia el problema político del sentido de las normas jurídicas, en contraposición a la 
supuesta neutralidad de las y los jueces al aplicar las normas. Alejándose de la posible 
construcción de la neutralidad del derecho planteada por los realistas, parten de 
considerar que la interpretación jurídica está atravesada por ―dicotomías valorativas 
opuestas‖ que son resueltas por los jueces al elegir valores compatibles con el status quo 
(García, 2001). 
 
Este movimiento se caracteriza además por la interdisciplinariedad pues involucra teorías 
como la sociológica, la social, filosófica y la ciencia política (García, 2001). Se preocupa 
por el papel del derecho en la sociedad en relación a las contradicciones internas del 
pensamiento dogmático, la función política de la legitimación en las sociedades 
capitalistas modernas y la trasformación progresista de la sociedad de acuerdo a la 
concepción política izquierda. 
 
El propósito de estos estudios, en palabras de Kennedy  (1992, p. 284), es ―poner al 
descubierto el sentido político de la práctica cotidiana de los jueces y de los juristas, que 
crean el derecho mientras se ven a sí mismos como meros instrumentos del mismo‖. 
Estableciendo la conexión entre derecho y política, metodológicamente los estudios 
críticos buscan resistir al statu quo en el ámbito jurídico y evidenciar las tensiones, 
ambigüedades y vacíos existentes tanto en las normas jurídicas positivas como en las 
doctrinas, teorías y decisiones judiciales, constituyéndose con ello en una especie de 
pensamiento jurídico de la sospecha. 
 
En este sentido, ―buscan motivos ideológicos ocultos en decisiones judiciales que se 
presentan a sí mismas como técnicas, deductivas, objetivas, impersonales o neutras. (…) 
la crítica deconstructiva (…) consiste en explorar el elemento subjetivo de la 
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adjudicación, esto es, la incidencia en las decisiones judiciales de factores distintos de la 
aplicación deductiva de las normas, como los intereses de grupos afectados por dichas 
decisiones y las preferencias ideológicas de los jueces‖ (Rodríguez, 1999).  
 
La tercera vertiente es conocida como los Estudios de Conciencia Jurídica que desde los 
finales de los años 80 reorientaron el movimiento de su tendencia en la que prima la 
visión institucional considerada pervertida política y epistemológicamente. Sus 
postulados se basan ―en la defensa de la investigación empírica sin que ello implique una 
adopción de los postulados positivistas; una posición política progresista en beneficio de 
los actores sociales débiles o marginados; finalmente una perspectiva teórica dispuesta a 
explorar las complejidades de las relación entre derecho y cambio social a partir de una 
teoría social de tipo constructivista‖ (García, 2001, p. 15). 
 
Los estudios feministas, junto con aquellos deniminados raciales y los latinos son 
considerados parte de la segunda vertiente mencionada –Los Estudios Críticos del 
Derecho. Desilusionados de este movimiento, en los Estados Unidos se generaron en la 
década de los 90, corrientes críticas del derecho y la sociología jurídica como 
disoluciones o en aras de llenar los vacíos de los estudios críticos, entre ellas ―la Teoría 
Feminista Crítica –que cuestiona la relación entre el ordenamiento jurídico y las 
estructuras sociales patriarcales; la Teoría Crítica Racial –que denuncia el papel del 
derecho en la preservación de la supremacía blanca y la subordinación de las minorías 
raciales; la Teoría Queer –que se opone a los regímenes de normalidad sexual; la LatCrit 
–que intenta construir una teoría contra la subordinación de las minorías latinas; y, por 
último, el Posmodernismo de Oposición –que critica al derecho moderno, pero 
igualmente es escéptico frente a las posiciones posmodernas por su frecuente pasividad, 
cuando de resignación o incluso conformismo, en la lucha política. Todas estas corrientes 
poseen una dimensión teórica a partir de la cual se interroga el papel del derecho en el 
Estado moderno‖ (García, Cristina, & Restrepo, 2006, p. 8). 
 
Por su parte el feminismo crítico30, en oposición al feminismo liberal y al feminismo 
cultural, no comparte la consideración de las mujeres en términos de igualdad o 
diferencia, como tampoco la consideración del derecho como neutral a la dominación, por 
lo cual es considerado una herramienta para el cambio social. Menos aún el derecho que 
es masculino en sí mismo y por ello es inútil en la escenario de la lucha política. Para 
ellas el ―problema de las mujeres radica en la opresión que resulta del poder que los 
hombres ejercen sobre las mujeres tanto en forma represiva como productiva‖ (García, 
Cristina, & Restrepo, 2006). 
 
                                               
 
30
 Un panorama amplio de la Teoría Feminista Crítica y sus textos representativos se encuentra en García 
Villegas, Mauricio. Crítica Jurídica: Teoría y Sociología en los Estados Unidos. Universidad de los Andes. 
Bogotá. 2006. 
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En oposición con las consideraciones del derecho de manera instrumental por parte del 
feminismo liberal y masculina desde el feminismo cultural, el feminismo crítico considera 
que pese a que el derecho sirve para reproducir la opresión de las mujeres en términos 
materiales y discursivos, en ciertas instancias, aunque el derecho es una manifestación 
de la cultura masculina, esto no obsta para imposibilitarlo frente al cambio de las 
condiciones de opresión de las mujeres (García, Cristina, & Restrepo, 2006).  
 
Por otro lado, West (2000), a partir de las respuestas que se han generado a la pregunta 
sobre el ser humano, plantea la discusión entre las ―tesis de la separación‖ y de las ―tesis 
de la conexión‖ de manera interrelacionada con las teoría liberal del derecho y la crítica 
del derecho, por un lado, y con el feminismo cultural y el feminismo radical, por otro. 
Estas respuestas ponen en evidencia la complejidad y contradicciones de la teoría del 
derecho feminista.  
 
Para esta autora, se han generado precisamente contradicciones fundamentales frente a 
las consideraciones del ser humano o de la subjetividad en especial entre la teoría liberal 
de derecho y el feminismo cultural no resueltas, aunque desarrolladas de manera distinta 
por el feminismo radical y la teoría crítica del derecho. Estas dos últimas teorías 
presentan tres contradicciones relacionadas con la divergencia entre el valor oficial y la 
vida subjetiva. 
 
En suma, esta autora pone sobre la mesa críticas importantes que se han generado en 
los últimos años desde el feminismo al derecho, en concreto en cuanto a tres aspectos 
señalados por Isabel Cristina Jaramillo (Jaramillo, 2000, p. 55 y ss.). El primero tiene que 
ver con la crítica teórica al derecho en dos sentidos: señalando el derecho como producto 
de sociedades patriarcales y construido desde el punto de vista masculino, por ende 
reflejando sus valores y atendiendo sus necesidades e intereses; y protegiendo los 
intereses y necesidades de las mujeres desde el punto de vista patriarcal, 
desfavoreciendo con ello a las mujeres. 
 
El segundo aspecto señalado por Jaramillo (2000) tiene que ver con las críticas a las 
instituciones jurídicas desde varios feminismos. El tercero tiene que ver con los métodos 
feministas en el análisis jurídico relacionados con la pregunta por las mujeres, es decir, 
por las consecuencias diferenciadas por género que pueden derivarse de las normas 
jurídicas cuando éstas son aplicadas y cómo han sido marginadas las experiencias y 
necesidades de las mujeres en la lectura de textos jurídicos.  
 
Esta tercera crítica tiene que ver también con la ―razón práctica femenina‖. ―Partiendo de 
la idea de aristotélica del razonamiento contextual en materia práctica, varias feministas 
han dicho que no solo la forma de razonamiento específicamente femenina es contextual, 
sino que el análisis tópico debe ser introducido para dar cuenta de la diferencia de las 
mujeres en la aplicación de las normas jurídicas. El método del razonamiento práctico 
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afirma que lo importante es considerar las múltiples variables para lograr ―integraciones y 
reconciliaciones creativas‖, no en el pensamiento dicotómico ni la ponderación de 
principios. Afirma, así mismo, que las situaciones son únicas y que ellas generan en 
quién toma la decisión el deseo por los fines correctos. Por esta razón, se prefieren aquí 
los estándares, aunque no se niega la importancia de las reglas en la toma de 
decisiones‖ (Jaramillo, 2000, p. 57 y 58).  
 
Así mismo, en relación a los métodos, se mencionan la ―creación de conciencia‖  que 
implica la creación colectiva de conocimiento de la movilización en torno a la modificación 
de la legislación vigente y el empoderamiento de las mujeres, con base en 
reconocimiento de sus experiencias de vida.  
 
Aunque para la mayoría de los análisis feministas críticos mencionados anteriormente, el 
derecho moderno desde su origen está viciado estructural y funcionalmente por el 
patriarcado, algunos de estos reconocen el derecho como un instrumento que, utilizado 
de manera adecuada, puede ser una herramienta de emancipación, útil en la eliminación 
de la opresión de las mujeres y la promoción de sus intereses, propuestas y derechos. 
 
Entre ellas se encuentra un ―grupo de feministas críticas, posmodernas y pro-sexo (Olsen 
1984; Frug 1992), para quienes las herramientas analíticas de los CLS son mucho más 
importantes que el sexismo de sus miembros y, en consecuencia, han entendido que su 
labor consiste en desarrollar la crítica feminista a partir de esas herramientas y no en 
contra de ellas‖ (García, 2006, p. 45).  Más aún, diversas autoras como Olsen, Pitch y 
Smart han manifestado que ―el derecho es una herramienta que ha dado soporte durante 
mucho tiempo a relaciones sociales patriarcales, pero también es una herramienta que 
ha ayudado a romper estas relaciones‖ (Bodelón, 2009, p. 109). 
 
Reconociendo estas capacidades, las feministas empiezan a generar no solo 
disertaciones con la diversidad de vertientes de la teoría y sociología jurídicas, además 
avanzan en la construcción de un derecho feminista. El derecho feminista se constituye 
por tanto, en primer lugar, como disciplina científica y académica, a partir de los fracasos 
de las políticas de igualdad y la diferencia, tanto formal como sustancial y con un impulso 
a la vez cognoscitivo y político (Facio, 2009). ―La práctica política feminista, en la medida 
en que produce sujetos, es deconstructiva. Y es en virtud de esta constitutiva 
autorreflexividad que la subjetividad que produce tienen una escasa normatividad fluida 
y, como decía, en continuo e incesante devenir‖ (Facio, 2009). 
 
En este sentido, ―(l)a crítica feminista es una alternativa catalizadora de transformaciones 
democratizantes dentro del derecho. Esta crítica no tiene por finalidad única denunciar 
las discriminaciones que sufrimos las mujeres sino que es mucho más profunda y 
abarcadora. Se puede utilizar el pensamiento feminista para visibilizar la estructura del 
derecho, históricamente condicionada a la parcialidad por haber tomado como modelo de 
sujeto de derechos y obligaciones al sexo masculino, y de éste, sólo a los de cierta clase, 
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raza, religión, preferencia sexual, etc. Además, la crítica feminista también se aboca a 
llenar de contenidos más democráticos los principios e instituciones que constituyen un 
aporte a la convivencia y que son producto de luchas históricas para superar todo tipo de 
discriminaciones. Los conceptos en abstracto de justicia, igualdad, libertad, solidaridad, 
etc. no son en sí androcéntricos; el problema está en el significado y aplicación que los 
hombres han hecho de esos valores‖ (Facio & Fries, 1999, p. 60). 
 
Pese a que el derecho es una de las instituciones patriarcales, instrumento de 
dominación que fija como medida universal del ser humano el parámetro masculino, 
West (2000) también reconoce la posibilidad de crear una teoría feminista a partir de la 
confrontación simultánea de obstáculos políticos y conceptuales que dificultan la libertad 
de las mujeres.  En su criterio, las feministas políticamente deben eliminar el desequilibrio 
de poder. Así mismo, alejándose de la apología al patriarcado, las feministas deben 
―articular una visión utópica orientadora de la asociación humana‖, es decir, deben 
imaginarse el mundo después del patriarcado para obtener una dirección en su camino 
hacia un mundo utópico en el que se celebre las diferencias, se reconozcan y respeten 
todas las formas de vida; en donde el derecho proteja contra los daños a todas las 
formas de vida y reconozca los valores de todas las formas de ser; un mundo que ―aspire 
a transformar las imágenes así como el poder‖; un mundo y derecho humanistas.  
 
En suma, ante la falta o ausencia de derecho femenino, este surgimiento reciente de un 
nuevo campo en los estudios jurídicos basado en la comprensión y transformación de las 
relaciones de género, tiene el reto de sobrepasar los esfuerzos hasta ahora realizados 
por los Estudios Críticos del Derecho y potenciar y reconocer el carácter emancipatorio 
del derecho frente al sistema patriarcal. Existen entonces potenciales para crear una 
teoría feminista del derecho que supere los obstáculos señalados hasta ahora y que se 
construya de manera propia transformando el sistema patriarcal. 
 
En conexión con las discusiones críticas descritas en este apartado, la administración de 
justicia adquiere una relevancia en las disertaciones que las mujeres y los feminismos 
han suscitado alrededor del derecho. Más aún, en contextos en los que se convierte en 
un componente primordial del derecho en el sistema patriarcal. 
 
1.3 Aproximación crítica a la administración de justicia 
ordinaria en Colombia 
 
El origen de la época moderna trae consigo el predominio de la administración de justicia 
y del derecho centradas en el Estado como ejercicio de su soberanía (Ardila, 2006, p. 27 
y ss.). La primera se convierte en un órgano fundamental para el ejercicio de la fuerza 
colectiva del Estado. Por su parte, el derecho se instaura como la base de las y los 
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operadores de justicia para resolver conflictos, por lo que la administración de justicia 
como ejercicio de la soberanía permite la realización del orden jurídico estatal31. 
 
En este sentido, la administración de justicia se caracteriza por la centralización del 
aparato judicial y subsunción como postulado dominante en las prácticas jurídicas (Ardila, 
2006, p. 28). Estas características definen la administración de justicia ordinaria cuya 
operación del derecho le permite no sólo gestionar los conflictos, también orientar los 
comportamientos de las personas en la sociedad. Por ello, analizar su papel de manera 
crítica y aterrizada en Colombia supone un paso mas en el análisis que se viene 
planteando en este capítulo.  
 
En consonancia, la administración de justicia ordinaria se caracteriza por el principio de 
monismo jurídico que justifica su accionar con base en la ley, en la norma jurídica 
abstracta, objetiva y general originada por las instituciones, actores y procedimientos 
estales creados para ello. Su herramienta fundamental de acción es la prueba, por lo que 
se dirige al tiempo pasado en la medida en que realiza un ejercicio cuasi arqueológico en 
el que intenta determinar los sucesos y los actores dentro de lo establecido o permitido 
por las normas jurídicas vigentes. Así las cosas, funciona bajo la lógica de premio y 
castigo y sobre la dinámica de que existe un trasgresor de la norma. 
 
De manera similar a otros países de América Latina, la administración de justicia 
ordinaria en Colombia presenta problemas estructurales que no le permiten cumplir las 
funciones para las que fue creada en la sociedad y en un Estado democrático. Sobre 
este punto giran múltiples reflexiones32, muchas de las cuales reconocen problemas que 
van desde el sometimiento político de la justicia por parte de gobiernos y partidos 
políticos, pasando por las debilidades en la formación universitaria, hasta llegar a la 
necesidad del reconocimiento de la multiculturalidad que existe en el país.  
 
De acuerdo a lo anterior, en este apartado se realiza una aproximación crítica a la 
administración de justicia ordinaria. Para ello se realiza un acercamiento a la situación de 
las mujeres en la administración de justicia, destacando la baja participación de las 
mujeres en sus órganos y la precaria capacidad institucional. Sin la pretensión a abarcar 
la totalidad del debate alrededor desde la perspectiva de género, y en aras de recoger 
algunos puntos clave de este debate, en la tercera parte, de acuerdo a cada uno de los 
componentes del derecho identificados por Alda Facio mencionados anteriormente, se 
analizarán las críticas a la administración de justicia ordinaria desde tres perspectivas. 
 
1.3.1 Las mujeres en la administración de justicia 
 
La garantía del derecho a la justicia para las mujeres, en términos de restablecimiento de 
derechos, atañe no sólo a las víctimas y victimarios, es una responsabilidad del Estado 
junto con la sociedad. Pese a la magnitud de los hechos de violencia y a los esfuerzos 
                                               
 
31
Esta relación entre Estado, Derecho y administración de justicia son desarrollados de manera mas amplia 
en el segundo capítulo, en especial en la primera sección.  
32
Ver: Santos y García, Caleidoscopio de las justicia en Colombia, 2001.  
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del Estado a través de acciones de prevención, atención, protección, sanción y 
reparación, la eliminación de las violencias y la reducción de los niveles de impunidad, 
siguen estando lejos de ser una meta alcanzada en el país. 
 
Teniendo en cuenta el anterior panorama general de la administración de justicia en 
Colombia, en las líneas que siguen, se tratará de realizar un acercamiento a la situación 
de las mujeres en ella, de tal forma que se evidencie la vulneración del derecho de 
acceso a la justicia a partir del restablecimiento de los derechos de las mujeres y sus 
precarias capacidades y del derecho para realizar dicha tarea. Para ello, se tratarán dos 
aspectos. El primero tiene que ver con la participación de las mujeres en los órganos de 
la administración de justicia. El segundo con las precarias capacidades institucionales y 
sociales para operar la justicia en los casos de mujeres. 
 
 Baja participación de las mujeres en los órganos de la administración de 
justicia 
 
Al igual que en las demás ramas del poder pero en mayor proporción, en rama judicial la 
participación de las mujeres en los cargos de los diferentes organismos es baja, así la 
presencia de personas es mayoritariamente masculina. Por otro lado, entre mas alta sea 
la ubicación del cargo, menor es la participación de mujeres, lo que indica que, además 
de su baja presencia, es baja también su participación en los altos cargos directivos y en 
la toma de decisiones de la administración de justicia colombiana. 
 
 
Elaboración propia basada en Informe Participación Femenina en Cargos Directivos 
Administración Pública. Departamento Administrativo de la Función Pública. 2012 
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En cuanto a los cargos públicos, en comparación con las demás ramas del poder y 
organismos del Estado colombiano, la Rama Judicial presenta el más bajo porcentaje de 
participación de mujeres en el periodo de 2004 a 2012. Recientemente, aunque cumple 
con el mínimo establecido por la Ley 581 de 2000 o Ley de Cuotas, es la rama que 
reporta el porcentaje más bajo entre las demás reportadas, por lo que su nivel sigue 
siendo el mínimo estipulado por la ley, en comparación con la Rama Legislativa que 
reporta los mayores niveles de participación (54%), seguida de la Rama Ejecutiva con un 
47% y la Registraduría con un 40% en el año de 2012.  
 
Entre las entidades que son tenidas en cuenta para la realización del reporte por parte 
del Departamento Administrativo de la Función Pública en su último informe sobre la 
participación femenina en cargos directivos, se encuentra el Instituto Nacional de 
Medicina Legal y La Fiscalía General de la Nación. En el informe de 2012 (DAFP, 2012), 
tan sólo reporta información unas de las tres entidades para las que aplica la mencionada 
Ley de cuotas: el INML. Al respecto, informa que de los 54 cargos del nivel directivo tan 
sólo 16 son ocupados por mujeres, representando el 29,63% del total para este año, 
superando el 24% reportado en 2011. Por su parte, para 2011 en la Fiscalía el 35% de 
los cargos directivos fueron ocupados por mujeres (DAFP, 2012), con lo que supera 
levemente el porcentaje requerido por la ley y el nivel de las demás entidades del sector. 
 
Para avanzar en el cumplimiento de la Ley 581 de 2000, ―el DAFP a través de la 
Dirección de Empleo Público ha establecido diferentes estrategias, tales como la 
realización de encuentros regionales estructurados para divulgar las políticas de inclusión 
en los 32 departamentos del país, así como foros, chats virtuales y difusión a través de la 
página web, entre otros‖33 . 
 
Por otro lado, en las altas cortes la presencia en 2013 de mujeres es también baja: sólo 
el 22% de las magistradas son mujeres, lo que corresponde a 17 magistradas mujeres y 
57 hombres. La Corte Suprema de Justicia por primera vez es presidida por una mujer 
(Ruth Marina Díaz Rueda) pero es integrada por un 22% de mujeres (5 magistradas y 18 
magistrados); la Corte Constitucional cuenta tan sólo con una magistrada (11%) de 
nueve magistrados que la componen; en el Consejo de Estado está conformado por 
nueve magistradas (31%) y veinte magistrados; en el Consejo Superior de la Judicatura 
existen dos magistradas (15%) y once magistrados. Se destaca solamente el Consejo de 
Estado en el que la presencia de mujeres es un tanto mayor a las demás cortes.  
 
                                               
 
33
 República de Colombia. VII y VIII Informes Combinado del Estado Colombiano sobre el cunplimiento de la 
Convención para la Eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer. Julio de 2011. CEDA 
W/C/COL/7-8. Página 71. 
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Aunque sigue siendo dificil el acceso a información desagregadada por sexo sobre la 
participación de las mujeres en otros órganos de las administración de justicia a nivel 
regional y local, asi como frente a jurisdicciones especiales como la Justicia de Paz, las 
anteriores cifras permiten confirmar la baja presencia de las mujeres en la administración 
de justicia con lo que se debilita su participación e incidencia en la toma de decisiones y 
en el direccionamiento de esta rama del poder público. 
 
 Precaria capacidad institucional en casos de mujeres 
 
Las condiciones de violencia estructural, cultural y en el marco del conflicto armado, y 
sus afectaciones particulares y desbordadas hacia mujeres, han generado en el Estado 
el impulso de acciones que propendan por el cumplimiento de su papel como garante de 
los Derechos Humanos y del Derecho Internacional Humanitario. En este sentido, la 
respuesta del Estado en cumplimiento de esta labor se concreta, a partir de la 
normatividad vigente, en medidas de prevención, protección, atención, investigación, 
sanción y reparación de las víctimas de violencias dentro y fuera del conflicto armado. 
 
En este sentido, Colombia cuenta con avances normativos importantes en materia de 
derechos humanos y del derecho internacional humanitario, en particular en derechos de 
las mujeres, niñas, niños y adolescentes. Por un lado, ha incorporado normatividad 
internacional relacionada con derechos de las mujeres y niñas como la Convención sobre 
la Eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer –CEDAW, la 
Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la 
Mujer ―Belén Do Pará‖, la Declaración de los derechos del niño, la Convención de los 
derechos del niño, entre otros instrumentos internacionales, que consideran medidas 
positivas para proteger los derechos humanos de las mujeres y niñas de obligatorio 
cumplimiento para el Estado y la sociedad. 
 
A nivel nacional, en cuanto a los derechos de las mujeres y la eliminación de las 
violencias de género, se promulga la Ley 1257 de 2008. En relación a los derechos de 
las niñas, niños y adolescentes, se estipula la Ley 1098 de 2006 o Código de Infancia y 
Adolescencia. Colombia cuenta también con medidas contra la trata de personas en la 
Ley 985 de 2005; y con medidas de atención, reparación y restitución de tierras a las 
víctimas del conflicto armado través de la Ley 1448 de 2011.  
 
Junto a estas leyes, se han promulgado avances jurisprudenciales en torno a los 
derechos de las personas víctimas de desplazamiento forzado a través de diferentes 
sentencias y autos como son la Sentencia T-025 de 2004 y sus Autos, entre ellos el 092 
de 2008 que establece medidas para las mujeres y el auto 251 acerca de niñas, niños y 
adolescentes desplazadas. En relación a la interrupción voluntaria del embarazo y 
derechos sexuales y reproductivos, la Corte Constitucional profirió las Sentencias C – 
355 de 2006, T - 388 de 2009 y C- 585 de 2010. 
 
Sin embargo, estos avances guardan una distancia significativa con sus procesos de 
implementación y cumplimiento por parte de las entidades estatales y la sociedad en su 
conjunto. Esta distancia se refleja en la respuesta que diariamente brindan las 
instituciones estatales a las mujeres víctimas de violencias. En seguida, se describen 
algunos elementos de dicha respuesta institucional en cuanto a aspectos como la 
prevención, la atención, la protección, la denuncia, la investigación y la articulación intra e 
38 ¿Justicia en Equidad sin Equidad de Género? Reflexiones sobre su aporte a las mujeres 
 
interinstuticional, componentes que evidenciarán la precaria respuesta del Estado, 
especialmente cuando se trata de garantizar el acceso a la justicia para las mujeres. 
 
1.3.2 Críticas desde la perspectiva de género a la administración 
de justicia ordinaria 
 
Luego de realizar un acercamiento al panorama de la administración de justicia y 
particularmente a la situación de las mujeres dentro de dicho sistema, es posible entrever 
tres críticas desde la perspectiva de género. Éstas se corresponden con las discusiones 
alrededor del derecho en relación a tres componentes de esta institución patriarcal 
trabajados por Alda Facio (1999): el componente formal-normativo relacionado con la 
norma jurídica formalmente promulgada; el componente estructural en cuanto a la 
selección, interpretación y aplicación de las normas jurídicas; y el componente político 
cultural en términos de las normas sociales. En relación a cada uno de estos tres 
componentes se resaltan algunos aspectos críticos.  
 
 
 El texto jurídico 
 
 
Desde la perspectiva formal-normativa, la administración de justicia ordinaria se basa en 
la ley formalmente promulgada para cumplir con las funciones que le han sido asignadas, 
lo cual implica, por un lado, que son las normas consignadas en el texto jurídico las que 
priman en su qué hacer y las que son consideradas como parámetro en la gestión de 
conflictos y la orientación de comportamientos.  
 
En este sentido, no se pueden interpretar ni aplicar leyes que no sean promulgadas. Al 
igual, existen procedimientos y/o prácticas procesales y administrativas formalmente 
establecidas que dotan a personas de la posibilidad de interpretar y aplicar las normas 
jurídicas, y por ende se asume que quienes administran justicia adoptan la forma de 
pensar establecida por la ley.  
 
Ante ello, las feministas liberales o de la igualdad y las feministas culturales o de la 
diferencia realizan disertaciones al respecto. Las feministas de la igualdad revelan la 
manera en las que las normas jurídicas distinguen por razones de sexo, de tal forma que 
luchan porque se transformen las pretensiones del lenguaje jurídico y sus escenarios de 
actuación en el proceso legislativo y judicial. Consideran que las mujeres tienen las 
mismas capacidades, racionalidad y moralidad de los hombres, por lo cual deben tener 
los mismos derechos y obligaciones que ellos (García, 2006).  
 
Bajo este criterio, la administración de justicia actúa de acuerdo al cumplimiento de la 
norma jurídica textualmente promulgada, es decir, gestiona conflictos de acuerdo al 
cumplimiento meramente formal de la norma, eliminando con ello las diferencias entre 
hombres y mujeres y asumiendo como parámetro de comparación a los hombres.  
 
En múltiples oportunidades la administración de justicia asume que los hombres y las 
mujeres son iguales y obvia las particularidades, así como las demandas de cada sexo a 
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la hora de demandar justicia ante las diversas instancias creadas para ello. Para las 
feministas críticas de la igualdad formal, con esta actuación de la administración de 
justicia se legitima el poder de los hombres y no se transforman los problemas materiales 
de la igualdad.  
 
El feminismo cultural acepta la actuación de la administración de justicia de acuerdo a 
normas jurídicas en las que se realice la asignación de comportamientos y valores según 
el sexo. El problema aquí consiste en que desarrolle su labor con base en normas 
jurídicas diferentes de acuerdo a cada sexo y que juzgue a las mujeres de manera 
diferente que a los hombres, en particular que las privilegie por su experiencia de 
maternidad dado que les crea una conciencia contextual distinta y que por tanto, no se 
restrinja solamente a los hombres la hora de impartir justicia. 
 
En particular, en los momentos previos a la promulgación de las normas jurídicas a tener 
en cuenta por la administración de justicia ordinaria, se han detectado situaciones que 
interfieren en este proceso. Por un lado, se señala la posibilidad de que  las personas 
que hacen las leyes estén impregnadas de actitudes, juicios y preconceptos en relación a 
las personas que van dirigidas las normas; en este caso, el legislador crea normas 
jurídicas con base en imaginarios que en muchas oportunidades responden a la visión 
patriarcal del mundo. 
 
Por otro lado, los legisladores no se atreven a legislar más allá del marco límite 
establecido por las tradiciones y costumbres valoradas por un pueblo en un periodo 
histórico. Ellos pueden también interpretar las costumbres y las tradiciones de acuerdo a 
múltiples factores, entre ellos teniendo en cuentan la doctrina jurídica de moda que sea 
más valorada en el momento. Así mismo, puede guiarse por las presiones políticas y 
económicas de grupos fuertes que en últimas terminarán determinando las leyes. Junto 
con ello, el conocimiento y uso que la gente corriente haga de las normas indicará 
posible cambios por parte del legislador. El nivel de acceso a la justicia por parte de la 
gente del común y el conocimiento de las actitudes y conductas de las personas también 
influye la redacción de la ley (Facio & Fries, 1999).  
 
En algunos casos, por ejemplo, la ley ―despolitiza‖, ―simplifica‖, reduce o transforma los 
significados que las mujeres atribuyen a asuntos como el reconocimiento del control 
sobre su cuerpo y sus capacidades reproductivas34. En otros casos como las relaciones 
con violencias contra  las mujeres, en el texto de la norma jurídica y el debate mismo de 
las leyes ,se ha identificado la presencia de modelos culturales. ―De un lado una 
concepción tradicional, francamente machista, de la sexualidad, entendida como relación 
entre un varón naturalmente (y justamente) agresivo y una mujer naturalmente (y 
justamente) pasiva, donde la renuencia de una parte debe vencerse con el ―atrevimiento‖ 
de la otra, aderezada además con la desconfianza respecto de las mujeres (…). De otro 
lado, una concepción también tradicional que ve la sexualidad como peligrosa en sí 
misma, como un mal que hay que circundar de preocupaciones y prohibiciones‖ (Pitch, 
2003, p. 246). 
 
                                               
 
34
 Ver en Pitch las múltiples interpretaciones en relación a temáticas como el aborto en Italia. (2003) 
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Estos factores en últimas inciden en las normas jurídicas que tiene en cuenta la 
administración de justicia ordinaria. Por ende, las normas jurídicas establecen las 
actitudes y conductas que la gente ordinaria adopta pues va creando formas de pensar 
que establecen lo que será considerado por la gente, por ejemplo, como natural y qué no 
lo es. ―La ley como discurso refleja y al mismo tiempo actúa sobre la sociedad‖, en este 
sentido, ―la ley es derivativa porque las leyes cambian cuando cambia la sociedad, 
también es constitutiva porque la sociedad cambia cuando cambian sus leyes‖ (Facio, 
1999, p. 111). 
 
Así, desde esta perspectiva, si la norma jurídica cambia, el desempeño de la 
administración de justicia ordinaria cambiará, al igual que las condiciones de las mujeres. 
Sin embargo, estas perspectivas no se generan cuestionamientos de fondo sobre las 
normas jurídicas ni sobre las instituciones y actores, así como frente al contexto 
involucrado en este proceso. 
 
 Selección, interpretación y aplicación de las normas  
 
A partir de la perspectiva estructural o derecho judicial, a pesar de que quienes son 
facultados por la ley para administrar justicia ordinaria realicen dicha labor con base en 
las leyes, se considera que las y los funcionarios le dan contenido a las reglas y 
principios de las normas jurídicas establecidas en el momento de seleccionar, aplicar e 
interpretarlas. En este ejercicio generan normas no escritas que conforman el derecho 
judicial y son tenidas en cuenta por quienes operan la justicia.  
 
Al respecto, se ha llamado la atención acerca del poder del derecho y quienes operan la 
justicia para traducir y convertir las normas jurídicas junto con las expectativas en un 
lenguaje y en unos procesos que pueden terminar ―traicionando‖ las mismas expectativas 
que los crearon.  Así, ―las normas son signos, cuyo significado está sujeto a 
interpretación. Los actores sociales y políticos que piden introducción a cambio no 
obtienen sólo (y muy a menudo ni siquiera prevalentemente) objetivos de naturaleza 
práctica, sino también de tipo simbólico.‖ (Pitch, 2003, p. 234). 
 
El modo en que las normas son aplicadas, utilizadas e interpretadas por las y los jueces, 
puede verse desde diversos planos: ―El primero, el del conflicto sobre los significados 
impulsado por los actores sociales y políticos interesados o, en sentido inverso, 
contrarios a la introducción o al cambio de una norma. El resultado, a menudo, es que la 
norma introducida tiene un significado polivalente y, frecuentemente, ambiguo. Pero 
también si así no fuera, en cualquier caso concreto, sea del público en general, y existe 
una interacción entre la interpretación de quien aplica y aquella del público, o mejor, de 
los públicos. Estos últimos pueden orientar la interpretación de los primeros y viceversa‖ 
(Pitch, 2003: 235). 
 
Por otro lado, las y los operadores de justicia tienen la capacidad de definir actos que 
conforman no solo procedimientos, también una costumbre o una tradición y así 
promover determinada doctrina jurídica, al igual que facilitar u obstaculizar la 
comprensión de las leyes por la gente del común y su acceso a la justicia. En particular, 
la manera  específica de aplicar o interpretar la ley le va dando significado y va 
estableciendo la vigencia o efectividad de la ley también por la frecuencia de aplicación 
de la misma (Facio, 1999). 
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Bajo la premisa de neutralidad, se asume que todas y todos los ciudadanos pueden 
demandar ante la administración de justicia ordinaria de la misma manera de acuerdo a 
su sexo, clase social o etnia, y así exigir sus derechos y gestionar sus conflictos, en 
espera de acceder a la justicia.  
 
Sin embargo, existen barreras de acceso a la justicia para las mujeres identificadas por 
diversas instituciones y organizaciones de mujeres que han llamado la atención sobre la 
discriminación de las normas jurídicas y su aplicación sexista de las y los operadoras de 
justicia ordinaria, así como la ausencia de servicios adecuados para atender las 
demandas de justicia de las mujeres y el desconocimiento de las condiciones específicas 
que por razones de género les dificultan el acceso. 
 
En la manera en la que se seleccionan, interpretan y aplican las normas, las y los 
operadores de establecen barreras en la atención antes, durante y después en los casos 
de mujeres. El acceso a la justicia no solo se ve limitado por el procedimiento (viacrucis 
institucional), el acceso geográfico y económico, los temores, la vergüenza, el rechazo, el 
señalamiento, también por la baja credibilidad en las instituciones de justicia, en algunos 
casos por ineficiencia, parcialidad y permeabilidad.  
 
Vale la pena señalar que algunas feministas y mujeres del movimiento social han 
manifestado su rechazo al tratamiento de problemáticas como las violencias de género a 
través de la conciliación o la mediación, por considerarlas desconocedoras de las 
relaciones de poder que en razón al género interfieren entre hombres y mujeres, 
vulnerando la dignidad humana35.  
 
De manera contraria a lo expuesto, suceden casos en los que ―una ley que no es 
conocida por el común de la gente podría nunca ser llenada de contenido al no ser 
aplicada o interpretada. (…) Si el común de la gente no considera que el problema 
relacionado con esa ley no conocida es un problema legal, es probable que quienes 
administren justicia tampoco lo considerarán un problema legal‖ (Facio, 1999, p. 114) 
 
Por ejemplo, Isabel Agatón (2004) muestra, a partir de una investigación sobre la 
jurisprudencia de la Corte Constitucional colombiana, la manera en la que el derecho se 
constituye  en una teoría de la decisión judicial, es decir que el derecho es lo que los 
jueces hacen de él. Esto a partir de la comparación de dos sentencias relacionadas con 
el derecho a la salud. En la primera se le niega a una mujer el procedimiento de 
reproducción asistida por estar excluido del Plan Obligatorio de Salud, mientras que en la 
segunda, se concede a un hombre el medicamente viagra, también excluido del POS.  
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 ―La conciliación es posible cuando las partes involucradas se encuentran en igualdad de condiciones de 
negociación. Cuando una persona arremete a otra y después se obliga a ambas a conciliar, dicha 
conciliación no se hace en igualdad de condiciones, base fundamental de su realización. La víctima está en 
situación de vulnerabilidad y debilidad y el agresor en situación de poder que además ejerce violentamente. 
Pero más grave aún, para que haya conciliación, se requiere que el tema en discusión sea susceptible de 
negociación y que las dos partes cedan para acordar un nuevo horizonte de relacionamiento. Si una persona 
maltrata a otra no se puede esperar que la víctima ceda algo, la única negociación posible es que el agresor 
se comprometa a no volver a incurrir en conductas violentas lo que resulta ser más bien una manifestación 
de voluntad, que puede ser genuina o no, pero no es una conciliación. Por otra parte, el hecho violento que 
ya se realizó y que es un delito debe tener consecuencias como tal y no quedar en la impunidad‖. (Ramírez, 
2004, p. 14). 
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La autora muestra que las sentencias en el tema denotan discriminación por género en la 
adjudicación, pues vulnera los derechos sexuales y reproductivos en el momento en que 
restablece el disfrute de la sexualidad al hombre y niega el disfrute de los mismos 
derechos a la mujer, estando las medidas en los dos casos excluidas del POS. 
 
Ante ello, desde la perspectiva de los estudios críticos del derecho ―como herencia del 
realismo jurídico invitan a los operadores jurídicos, académicos e investigadores a 
realizar un esfuerzo en doble vía: de una parte, inducir cierto sentido crítico a los 
procesos de producción, elaboración y decisión y, de otra, evaluar los procesos de 
argumentación e interpretación jurídica de los jueces‖ (Agatón, 2004, p. 180).  
 
Por estas y otras razones expuestas en anteriores apartados, se cuestiona la idea de la 
idoneidad del derecho como instrumento de solución de los problemas sociales y se 
preguntan sobre sus efectos políticos en las mujeres, más aún acerca de las 
consecuencias en la construcción de caminos que faciliten u obstaculicen el acceso a las 
justicia de las mujeres. ―La imposibilidad de solucionar un determinado conflicto, o la 
imposibilidad material de aplicar una determinada ley, que a veces experimentan quienes 
tienen que administrar justicia, determina no sólo el contenido que le irá dando a esa ley, 
sino que influye y hasta determina que se promulguen o deroguen ciertas leyes.‖ (Facio, 
1999, p. 113) 
 
No solo se han identificado estás imposibilidades del derecho, también en la 
administración de justicia ordinaria, por ello es necesario ver críticamente las manera en 
la que se seleccionan, interpretan y aplican las normas jurídicas en los casos 
relacionados con mujeres en su camino para que acceder a la justicia. Junto a ello, es 
importante también analizar aquellas normas que no son ley y que hacen parte del 
derecho judicial.  
 
 
 Normas sociales36 
 
Lo que se considera como derecho comúnmente está relacionado con normas jurídicas. 
El derecho, basado principalmente en normas sociales de carácter jurídico, se entiende 
como un ―ordenamiento jurídico del Estado, que se desarrolla a través de normas 
abstractas, generales e impersonales, es decir, que no contemplan la ocurrencia de un 
hecho particular. Se parte del supuesto de que todas las personas conocen las leyes y 
por ello se hace exigible que sus comportamientos se adecuen a ellas‖ (SGB-UNC, 2007, 
p. 24). 
 
Sin embargo, la coexistencia de una pluralidad de órdenes normativos y de poder implica 
reconocer que el poder y el derecho no están centralizados en el Estado. En este 
sentido, Foucault (En Santos, 2003, p. 300) plantea que ―la forma más importante de 
poder que circula en la sociedad es producida, no por el Estado, sino por la propia 
sociedad según sus reglas, principios y mecanismos totalmente autónomos con respecto 
al Estado‖, con respecto a las normas jurídicas propias de la lógica estatal. 
 
                                               
 
36
Este tema se desarrollará también en el siguiente capítulo. 
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En el marco de esa pluralidad de poderes y órdenes normativos, se encuentran normas 
sociales en su mayoría distintas a las normas jurídicas. Las normas sociales hacen 
referencia a la ―totalidad de preceptos que orientan los comportamientos de los sujetos y 
que se cumplen por conveniencia (como las horas de la comida, los hábitos de vestido, 
entre otras) o porque tienen obligatoriedad pues si no se cumplen pueden tener una 
sanción moral o física‖ (SGB-UNC, 2007, p. 24). Así, los comportamientos se ajustan en 
su mayoría a las normas sociales que existen autónomamente del derecho del Estado y 
constituyen lo que se conoce como el sentido común. 
 
Desde la mirada político-cultural, las normas sociales se consideran como aquellas 
normas no escritas que la gente acata y que en algunos casos son más eficaces que las 
normas jurídicas. Son normas compartidas por varias personas, algunas tan 
internalizadas que no requieren sanciones externas pues con ello basta para ser 
efectivas (Elster, 1990). Estas normas son producidas en la sociedad de manera 
autónoma del Estado y de su lógica jurídica, aunque algunas guardan relación con las 
normas jurídicas en la medida en que las originan o les generan cambios. 
 
Teniendo en cuenta lo anterior, por un lado, se ha cuestionado a la administración de 
justicia ordinaria a partir de uno de los problemas que ha inquietado a la sociología 
jurídica en relación a la pregunta acerca del cambio de las normas, así como acerca de la 
articulación entre cambio social y cambio normativo. En el caso de las mujeres, se 
cuestiona acerca del cambio que es necesario generar en las normas tanto jurídicas 
como sociales, y a partir de allí cambiar la sociedad. 
 
Se cuestiona también el poder del derecho en relación a  su eficacia frente a las 
expectativas de ciertos actores sociales como las mujeres, que han propuesto cambios 
normativos. En muchas de ellas se espera que generen un proceso de emancipación de 
las mujeres frente a la figura femenina que socioculturalmente ha sido establecida por 
vínculos tradicionales que han estatuido las relaciones entre los sexos en principio de 
manera paritaria. 
 
El análisis de la normatividad en violencia sexual permite entrever la manera en que el 
derecho establece las relaciones entre los sexos en lo relacionado al ejercicio de su 
sexualidad, a la heterosexualidad como modelo que culturalmente domina, y a los 
modelos diferentes de ésta que se atribuyen a cada uno de los sexos. Es decir, en las 
normas jurídicas y sociales y en el lenguaje prima el sexismo y en particular el 
androcentrismo.  
 
El sexismo no es solamente una actitud cultural, es un sistema de estructuras de poder 
concretas y establecidas, por ello, el argumento de que el machismo como actitud 
cultural solo se puede ir cambiando a través de la educación es doblemente erróneo, 
pues se ha comprobado que históricamente la ley si puede cambiar costumbres y las 








El derecho y la administración de justicia como instituciones patriarcales cumplen un 
papel fundamental en la reprodución y sostenimiento del patriarcado como sistema. 
Tanto las disertaciones teorícas respecto del derecho desarralladas acá como el 
panorama de la administración de justicia confirman que cumplen una función en esta 
tarea.  
 
El sistema patriarcal como ideología y estructuras institucionales que aportan en la 
opresión de las mujeres, se caracteriza por ser histórico y fundamentado en el dominio 
del hombre ejercido a hacia la mujer, promovido a través de instituciones como el 
lenguaje, la familia, la Historia, la Educación, la ciencia y el derecho.  
 
De acuerdo a lo anterior, el lenguaje se considera ginope pues no reconoce el ser 
femenino ni acepta la existencia autónoma de persona del género femenino. Además, no 
es neutral y se guía por una perspectiva masculina que parcializa las definiciones y que 
reproduce el androcentrismo en la cultura. En tanto permite la construcción y 
representación de la realidad, refleja la estructura del sistema patriarcal.  
 
Por su parte, la educación contribuye en el reforzamiento de la cultura patriarcal y la 
socialización de género y expresa desigualdades en cuanto a acceso y condiciones 
laborales de las mujeres. Así mismo, la Historia no registra los aportes de las mujeres y 
los hechos de violación a sus derechos. La ciencia hace lo suyo, a través de dualismos 
sexistas que de manera misógina y androcéntrica discriminan a las mujeres.  
 
Mientras la familia, institución principal del patriarcado pues le origina y reproduce de 
manera privilegiada, se constituye en una unidad de control de los hombres hacia las 
mujeres, basada en asimetrías de género que consideran ―natural‖ el orden de género 
basado en jerarquías y roles estereotipados asignados en los que prima la concepción de 
la mujer como madre, esposa, heterosexual y cuidadora. Acompañada de otras 
instituciones como la maternidad, la heterosexualidad y monogamia, establece normas 
en las que la dominación y supremacía del varón prevalece. Así mismo, la educación y la 
Historia cumplen con esta misma función.  
 
El derecho como institución, regula la convivencia entre hombres y mujeres en aras de 
mantener la subordinación de las mujeres, objetivo del patriarcado. Establece normas 
construidas socioculturalmente que regulan y disciplinan a los sexos de manera diferente, 
desigual y discriminatoria. En particular, se resalta su carácter articulador, así como de 
sostenimiento y consolidación del sistema patriarcal pues permite mantener las 
condiciones y consecuencias de la desigualdad.  
 
El derecho está compuesto por tres componentes que lo definen y determinan 
conjuntamente: i. Formal normativo o norma jurídica formalmente promulgada o 
generada a través de leyes; ii. Estructural o derecho judicial en referencia al contenido 
que le dan quienes lo operan; iii. y Político cultural relacionado con el contenido que en la 
práctica se le da a las leyes y aquellas normas no escritas que son cumplidas por las 
personas. Éstas últimas son consideradas como normas sociales, como se verá en el 
siguiente capítulo.  
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En este marco, se identifican cinco críticas al derecho agrupadas en discusiones que 
aportan en el entendimiento del derecho como insttiución patriarcal. El cuestionamiento 
del supuesto de igualdad de hombres y mujeres ante la ley promovido por el liberalismo 
partiendo de la discusión entre el feminismo de la igualdad y el feminismo de la 
diferencia, es la primera de ellas. Ir mas allá de la igualdad ante la ley entonces, supone 
tres condiciones: eliminar los privilegios tradicionalmente otorgados a los hombres y las 
desventajas tradicionalmente padecidas por las mujeres; suprimir los privilegios 
tradicionalmente otorgados a las mujeres; y deconstruir normas masculinas.  
 
Continuando con la discusión con el liberalismo, el segundo grupo de críticas debate 
sobre los riesgos de la dicotomía público – privado que dieron origen a uno de las 
reivindicaciones más importantes del feminismo: lo personal es político y la consideración 
de las violencias basadas en género como un asunto público. Se evidencia que, a pesar 
de haber puesto en el debate los riesgos y las falacias de esta separación, el derecho 
sigue tratando a las mujeres como propias del ámbito privado, como su única esfera de 
socialización, y junto con ello, asigna las normas que caracterizan y deben ser cumplidas 
por hombres y mujeres.  
 
El tercer grupo saca a la luz el carácter sexista y evidencia la intención del derecho de 
mantener la superioridad y centralidad masculina. El derecho establece que los hombres 
son superiores a las mujeres y basándose en dicha superioridad, configura el sistema 
normativo que presupone parámetros de convivencia entre hombres y mujeres. En 
particular, el derecho es androcéntrico o masculino, dado que ha sido construido histórica 
y concretamente sobre las experiencias, las opiniones y los intereses de los varones.   
 
El cuarto grupo de críticas, pone sobre la mesa la ausencia de las mujeres y la 
perspectiva de género en los estudios del derecho. Esta crítica muestra cómo el derecho 
niega u obvia otros saberes y enfoques de género en esta área de las ciencias sociales, 
con lo que mantiene elementos discriminatorios o androcéntricos. El último grupo de 
críticas, resalta la falta de derecho femenino como campo jurídico más allá de los 
Estudios Críticos del Derecho, resaltando los aportes de la Teoría Feminista Crítica y de 
Robin West a la teoría del derecho, así como las posibilidades y obstáculos de lo que 
podría denimonarse una teoria feminista del derecho.  
 
Debido a que la administración de justicia como ejercicio de la soberanía permite la 
realización del orden jurídico estatal, la aproximación crítica realizada considera 
problemáticas generales que cobran importancia en el panorama colombiano y evidencia 
la crítica situación en la que se encuentra actualmente. Los altos niveles de congestión, 
morosidad, impunidad, las restricciones en el acceso, la baja calidad de soluciones a 
conflictos a veces insatisfactorias, son solo algunos de los problemas a enfrentar en 
miras a su mejoramiento. 
 
Pese a los avances estatales normativos e institucionales recientes, es crítica también la 
situación de las mujeres en cuanto participación y la precaria capacidad institucional y 
social en términos de prevención, atención, denuncia, investigación, protección, 
acompañamiento, reparación, tolerancia institucional y social en casos de mujeres. Lo 
cual da cuenta de la importancia de involucrar el análisis de la administración de justicia a 
las mujeres y el enfoque de género, así como de la necesidad de tomar medidas 
adecuadas al respecto.  
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Con este panorama, las críticas desde la perspectiva de género a la administración de 
justicia responden a la relación estrecha con el derecho que se ha querido evidenciar a lo 
largo del texto y que seguirá trabajándose a lo largo de los siguientes capítulos. Por ello, 
la crítica al texto juríco en el que se basa ponen en evidencia las particularidades de las 
normas, del lenguaje jurídico y de los escenarios en los que se desarrolla frente a sus 
pretensiones de igualdad y la discriminación que genera. 
 
Quienes operan la justicia por medio del ejercicio de selección, interpretación y aplicación 
de normas también interfieren en la forma como actúa la administración de justicia 
ordinaria frente a las mujeres pues en algunas ocasiones ―traicionan‖ las expectativas 
sobre las que se crearon las normas, generan conflictos, definen normas no escritas, 
tergiversan su sentido o ponen barreras a su cumplimiento. Entonces, la interacción entre 










2. Capítulo 2. Justicia Comunitaria: críticas y 
potencialidades 
 
La democratización del Estado, el derecho, la administración de justicia y la sociedad es 
uno de los puntos claves tanto en las disertaciones académicas como en las políticas y 
experiencias de justicia comunitaria en Colombia. Múltiples preguntas y posibilidades de 
respuestas han surgido en los últimos años sobre la gran variedad de experiencias de 
administración de justicia que por fuera del aparato estatal y basadas en ordenamientos 
normativos propios, vienen construyendo sentidos sobre lo justo en el país. 
 
En el primer capítulo se realiza una reconstrucción académica/teórica del problema de 
investigación planteado a través del estudio del derecho y la administración de justicia 
como instituciones patriarcales, basado en las discusiones teóricas que los feminismos y 
las teorías del derecho proponen al respecto, aterrizándolas al panorama colombiano. 
Pone su mirada en la manera en que el derecho y la administración de justicia 
contribuyen a la producción y reproducción del sistema patriarcal en Colombia. 
 
Teniendo en cuenta el desarrollo del estado del arte realizado la primera sección, en el 
segundo capítulo se desarrolla el referente conceptual que ilustra el horizonte de solución 
de la hipótesis en relación a la Justicia Comunitaria. Por ello, se desarrollan las 
consideraciones teóricas al respecto con la pretensión de visibilizar esta modalidad de 
administración de justicia surgida en la comunidad para el tratamiento de conflictos y la 
convivencia, la cual, orienta comportamientos con base en el justo comunitario, es decir, 
aquellas estructuras normativas que actúan en la comunidad. 
 
Partiendo de la descripción del paradigma de la modernidad occidental y capitalista que 
establece el Estado y el derecho modernos y de su agotamiento en la actualidad, se 
indican los puntos de inflexión de sus pretensiones de monopolización y establecimiento 
de un orden centralizado en el aparato de Estado que termina constituyendo el sistema 
de administración de justicia ordinaria.  
 
Reconociendo la existencia de poderes y órdenes normativos por fuera el aparato estatal 
y con ellos poniendo en evidencia la falsedad del paradigma moderno de Estado y 
derecho, se identifican dos grupos de órdenes normativos: el social y el jurídico que 
operan en la sociedad y el Estado, y que determinan el quehacer de la administración de 
justicia. 
 
Teniendo en cuenta estas consideraciones teóricas acerca del Estado, el derecho y la 
administración de justicia modernos, se realiza una aproximación conceptual a la Justicia 
Comunitaria y a los escenarios en los que se desarrolla, así como a sus características y 
modalidades: justicia comunitaria reconocida, justicia comunitaria no reconocida y justicia 
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comunitaria en equidad. Luego, se destacan los tres principios regulativos que en 
concordancia con los escenarios de la Justicia Comunitaria, caracterizan las lógicas de 
regulación de las experiencias existentes: Estado, Mercado y Comunidad. 
 
En la segunda parte, se identifican tres críticas desde la perspectiva de género a esta 
modalidad de administración de justicia frente a las normas sociales, las y los operadores 
de justicia y los mecanismos de gestión de conflictos en relación con las mujeres.  La 
primera de ellas, atañe al carácter autoritario y discriminatorio de las normas sociales. La  
segunda, al sesgo de quienes la operan justicia al parecer de carácter patriarcal. Y la 
tercera, relacionada con las falencias de los mecanismos de gestión de conflictos, en 
especial, en el tratamiento de casos de mujeres víctimas de violencia. 
 
En la tercera parte, se reconocen las potencialidades de la justicia comunitaria y sus 
aportes en la equidad de género y los derechos de las mujeres. Particularmente en 
cuanto al derecho de acceder a la justicia de las mujeres, sus posibilidades restaurativas 
desde la perspectiva de género y las transformaciones socioculturales del orden de 
género en las que la justicia comunitaria puede realizar aportes importantes para las 
mujeres en el país. 
 
Este capítulo permite comprender teóricamente la justicia comunitaria como marco de 
reflexión de las ideas que serán desarrolladas sobre la justicia indígena y la justicia en 
equidad en el tercer capítulo, en la medida en que se constituye como en el marco en el 
que se desarrollan las disertaciones académicas de ésta modalidad de administración de 
justicia comunitaria. 
 
2.1 Estado, derecho y administración de justicia 
comunitaria 
 
El origen y consolidación del paradigma de Estado y derecho modernos, trajo consigo la 
construcción de una lógica particular de ser de la administración de justicia. Sin embargo, 
este paradigma ha sido cuestionado desde diversas perspectivas que han mostrado su 
agotamiento tanto en sus pretensiones como en la construcción real de instituciones tan 
importantes actualmente como el Estado, el derecho y la administración de justicia. 
 
Por ello, se desarrollarán inicialmente los postulados base en el surgimiento del Estado y 
del derecho modernos, advirtiendo una falsa monopolización del poder y el derecho en el 
Estado y la existencia de órdenes normativos por fuera de las lógicas del derecho 
moderno. A partir de allí, este aparte pretende exponer los referentes teóricos sobre el 
Estado y el derecho, así como acerca de las normas sociales y las normas jurídicas, en 
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2.1.1 El Estado y el derecho modernos 
 
El surgimiento de la modernidad occidental durante los siglos XVI hacia finales del XVIII, 
significó la consolidación del monopolio del poder y la administración de justicia en el 
Estado. En este proceso de concentración y centralización en el aparato de Estado, el 
derecho se constituyó como una de las herramientas que le permitió impulsar su 
pretensión de establecimiento del monopolio de la fuerza y la coerción. Así, las normas 
surgidas estatalmente se establecieron como referentes a seguir a la hora de administrar 
justicia.     
 
Múltiples autores37, evidencian que en el sistema moderno de administración de justicia 
prima la concepción del derecho basado en el monopolio de la fuerza en el aparato de 
Estado, en la organización de los operadores y operadoras de justicia en una estructura 
centralizada y en el tratamiento de conflictos y orientación de comportamientos a partir de 
normas jurídicas pertenecientes al ordenamiento del Estado. 
 
Según Santos (2003, p. 133 y ss.), en el desarrollo de la modernidad occidental y el 
capitalismo, se produjo un proceso de funcionalización de la ciencia que buscó 
racionalizar la vida individual y colectiva, es decir, crear un ―buen orden‖ exigido por el 
capitalismo. Dicho orden, debía ser asegurado por el derecho moderno como 
racionalizador de la vida social. Con la cientifización que se produce en esta época, el 
derecho se somete a esta lógica de racionalidad cognitivo-instrumental de la ciencia 
moderna, con lo cual se produce la estatalización del derecho, dado que fue atribuida al 
Estado la tarea de dominar políticamente el orden. 
 
El pacto político de dicha época se concretó en el monopolio de la fuerza legítima, la 
centralización del poder y su organización a través de un ordenamiento politico que dio 
surgimiento al Estado moderno, como ente territorial que centraliza y da unidad mediante 
la racionalización del poder, y que a partir de allí, transforma las condiciones que 
fundamentaban la sociedad feudal.  
 
Junto con el surgimiento del Estado moderno nace también el concepto de soberanía, 
particularmente a partir de la idea de poder soberano de las monarquías absolutistas que 
organizaron los poderes dentro de un territorio cuyo centro de dominio de las personas 
genera la legitimidad y validez necesaria para monopolizar el ejercicio de la fuerza y la 
capacidad de legislar en un poder supremo y absoluto. De ella, se deriva el poder de 
coerción y la validez del ordenamiento jurídico. 
 
En este discurso de las sociedades occidentales radica la estructura normativa que en el 
proceso de la modernidad establece el principio del orden jurídico fundamentado en el 
poder del estado, particularmente la monopolización del poder y la expansión de su 
proyecto jurídico unitario enmarcado en la soberanía de un territorio determinado. 
 
Entre las diversas formas de Estado -el ―Estado bajo el régimen de la fuerza‖ o Estado 
Absoluto característico del siglo XVII, o el ―Estado bajo el régimen de policía‖, es decir, 
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 Como Hespanha (1993) capítulos I y II, Santos (1991) parte I y Ardila (2006) capítulo I. 
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del régimen del Despotismo ilustrado, orientado a la felicidad de los súbditos propio del 
siglo XVII-, es el ―Estado de Derecho‖, desde el siglo XIX, una de aquellas formas que 
busca eliminar la arbitrariedad en el ámbito de la actividad estatal que afecta a los 
ciudadanos (y ciudadanas). Sin embargo, en regímenes totalitarios fue expresa su 
función de dominio de la sociedad, en vez de la garantía de derechos. Siendo ésta última 
la función y fin del Estado de derecho propia regímenes liberales en los que la sociedad y 
sus propias exigencias eran el punto central de entendimiento de esta forma de Estado 
(Zagrebelsky, 1995, p. 21 y ss.). 
 
Por su parte Weber, partiendo del análisis de la sociedad tradicional, muestra cómo del 
desencantamiento de las imágenes tradicionales del mundo se genera un nuevo derecho 
basado acciones sociales estratégicas sustentadas en sistemas racionales con arreglo a 
fines. Dicha sociedad, está fundada en la existencia de una estructura social tradicional, 
cuyas acciones son tradicionales (legitimación tradicional) o por efecto (legitimación 
carismática). Allí, el derecho y la validez son sacros, en la medida en que está orientado 
a preservar la dominación (obediencia de un grupo (Weber, 1983, p. 170) y estructuras 
tradicional/carismática, es decir, el derecho está sometido al derecho natural dado que su 
legitimación es de carácter tradicional/carismática. 
 
El surgimiento del pensamiento moderno a partir del desencantamiento de la sociedad 
tradicional, motivado en parte por el protestantismo y basado en la acción social racional 
con arreglo a fines, se genera en dos momentos fundamentales. El primero, implicó una 
racionalización cultural que supera el pensamiento teocéntrico y mágico, y retira a la 
tradición como referente social. El segundo momento, generó la racionalización del 
derecho, es decir, el surgimiento del derecho formal moderno, desacralizado y 
positivisado.  
 
Con ello, se autodestruye la legitimidad legal racional y se introduce una noción de 
validez del derecho formal subsumiendo la noción de eficacia y legitimidad de la sociedad 
tradicional. Esta noción tiene dos sentidos: uno ideal sometido a procedimientos 
formales; y otro empírico, cuyos procedimientos garantizan el capitalismo. Dicha validez, 
con apoyo de iniciativas privadas, y ante un el sistema jurídico sustentado en el pacto 
político de la ―mayoría‖ (o de una minoría mimetizada como mayoría) impone una 
supuesta universalidad e imparcialidad en el marco de una sociedad capitalista. 
 
Son reconocidos también, tres momentos de acuerdo a la posición del aparato de Estado 
capitalista en cuanto a la administración de justicia (Ardila, 2000, p. 48). En la etapa 
liberal como primer momento, el Estado sólo se ocupaba de sus funciones militares y 
policivas junto con la administración de justicia con campos muy restringidos. La segunda 
etapa, el paradigma del Estado de Bienestar amplía la concepción de lo público con lo 
que se aumenta las demandas a ésta pero no sus capacidades y el derecho para atender 
los conflictos generados por esta expansión.  
 
En el tercer momento mencionado por Ardila (2000), corresponde al Estado Neoliberal 
que reduce nuevamente su espacios de actuación y traslada sus responsabilidades a 
otros actores a la hora de administrar justicia, así como, involucra trasnformaciones que 
reducen el carácter democrático del derecho. Es de resaltar que en todas estas etapas 
de surgimiento del Estado moderno, otras normatividades y formas que gestionar 
conflictos prevalecen independientemente de su reconocimiento por parte del Estado y 
de la emergencia de revoluciones burguesas. 
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Según Santos (1991, p. 126), el derecho capitalista desarrollado principalmente en éstas 
etapas, está conformado por tres componentes que, articulados entre sí, hacen de 
formas de comunicación y de estrategias de toma de decisión: la retórica, la burocracia y 
la violencia. ―La retórica se basa en la producción de persuasión y de adhesión 
voluntaria, a través de la movilización de potencial argumentativo de secuencias y 
artefactos verbales y no verbales socialmente aceptaos. La burocracia se basa en la 
imposición autoritaria, a través de la movilización del potencial demostrativo del 
conocimiento profesional de las reglas formales generales y de los procedimientos 
jerárquicamente organizados. La violencia se basa en el uso o amenaza de la fuerza 
física‖ (Santos, 1991, p. 126). 
 
Dependiendo de las articulaciones que se den entre estos tres componentes, el papel del 
derecho variará, bien sea, retrayendo la retórica y expandiendo la burocracia y la 
coerción (covariación cuatitativa), dominando la retórica en la periferia de la dominación 
jurídica y dominando la burocracia y la violencia en su núcleo central, o teniendo 
presencia simultánea de estructuras dominantes en estructuras dominadas 
(interpretación cualitativa) (Santos, 1991, p. 127 y ss).  
 
Sin embargo, la existencia de este derecho capitalista y su pretensión de monopolio en el 
Estado, no significó la inexistencia de otros órdenes normativos. Tanto a nivel 
supraestatal como a nivel infraestatal se generaron otros órdenes jurídicos que, teniendo 
en cuenta factores como la territorialidad y las relaciones sociales, se conformaron de 
múltiples formas, muchas de ellas distintas al derecho estatal (Santos, 2003, p. 194). 
 
De ahí que, esos otros órdenes normativos distintos al estatal generarán lógicas de poder 
y administración de justicia, descentradas del Estado y en procura de constituir otros 
espacios de poder distintos a éste, que pretende ser la única forma de poder existente. 
Es decir, dicha pretensión de primacía del poder estatal, ha estado acompañada 
políticamente con el surgimiento de otros poderes que generaron órdenes normativos por 
fuera o paralelos a éste (Santos, 2003). 
 
Dicho surgimiento y coexistencia de una pluralidad de órdenes normativos y de poder 
implica reconocer que el derecho y el poder no están centralizados en el Estado. En este 
sentido, Foucault (En Santos, 2003, p. 300) plantea que ―la forma más importante de 
poder que circula en la sociedad es producida, no por el Estado, sino por la propia 
sociedad según sus reglas, principios y mecanismos totalmente autónomos con respecto 
al Estado‖ y con respecto a las normas jurídicas propias de la lógica estatal. 
Precisamente porque considera que el poder pasa por la diversidad de micropoderes 
coexistentes en la sociedad.  
 
En esta formación del Estado surgida desde el siglo XVII y su pretención de 
monopolización de la fuerza, es posible identificar el poder en dos modos o formas 
complementarias y separadas correspondientes a dos formas básicas de desigualdad 
(clase e interaccional) denominadas como poder cósmico y poder caósmico (Sousa 
Santos, 1991). El poder jurídico-político corresponde al primero de ellos dado que está 
centralizado y localizado en las instituciones formales y jerárquicamente organizado 
como macropoder estatal. El poder caósmico es aquel inherente a las relaciones sociales 
siendo éstas desiguales o asimétricas. Como micropoder presente en diversos ámbitos, 
se caracteriza por ser un ―poder sin centro, atomizado, móvil, múltiple, sin una 
localización específica, en suma caótico‖ (Sousa Santos, 1991, p. 138).  
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La dominación social y política del Estado a través del derecho moderno, se encuentra 
en un contexto de conflicto, resistencia y transformaciones sociales que históricamente 
han estado atravesadas por dinámicas de poder cósmico y caósmico que discuten el 
fundamento en la soberanía del Estado, que motiva la generación de derecho y el 
monopolio de la administración de justicia y con ello, replantean la efectividad del aparato 
jurídico para la transformación profunda de la sociedad. 
 
En este sentido, ―el Derecho tiene como función esencial la de encubrir las relaciones de 
dominación mediante un discurso humanista, que sitúa al hombre en el centro del poder, 
cuando el Derecho es exactamente lo contrario: el producto derivado de unas relaciones 
de dominación. Aunque la sociedad pareciera fundar su poder en el respeto a los 
derechos de todos, el poder funciona en espacios que el propio derecho protege y 
encubre‖ (Ardila, 2006, p. 23). 
 
Las múltiples críticas al monopolio estatal del derecho y al papel mismo del Estado en la 
solución de problemas estructurales, evidencian que en las sociedades capitalistas 
coexisten diversos órdenes normativos que contradicen la centralidad y oficialidad del 
derecho estatal cuyo funcionamiento puede o no estar interconectado con otros órdenes 
jurídicos que, en algunos casos, subvierten el monopolio del Estado.  
 
En palabras de Santos: ―El derecho moderno, en tanto que concepto mucho más amplio 
que el del derecho estatal moderno, esta indiscutiblemente en crisis, no debido a la 
sobreutilización que el Estado hizo del derecho moderno, sino debido a la reducción 
histórica de su autonomía y de su eficacia a la autonomía y eficacia del Estado‖ (Santos, 
2003, p. 182). 
 
En el caso Colombiano, esta pluralidad jurídica está caracterizada por la riqueza y 
complejidad de países semiperiféricos o de desarrollo intermedio, en los que el derecho 
estatal es internamente heterogénero pues combina dimensiones represivas con 
dimensiones democráticas, así como formalidad y burocratización con informalidad y 
desburocratización, debido a la ardua competencia con ordenamiento paralelos (Sousa 
Santos, 2001, p. 146).  
 
En este contexto, se hace preciso entonces hacer referencia a que la relación entre 
Estado y derecho está enmarcada por la pluralidad de ordenamientos jurídicos que 
evidencian la falsa reducción del derecho a aquel de orden estatal y evidencian los 
múltiples poderes coexistentes y en disputa. También, ponen sobre la mesa la carencia 
de regulación del derecho en múltiples ámbitos de la vida social y jurídica de las 
sociedades y que como se verá más adelante, reduce su carácter emancipador. 
 
2.1.2 Normas sociales y normas jurídicas 
 
En el marco de complejas relaciones de coexistencia, subordinación y superposición de 
diversos órdenes normativos, es posible identificar dos grandes grupos de normas: las 
jurídicas y las sociales. En algunos momentos, de manera paralela, interrelacionada o en 
conflicto, las normas sociales viven y se reproducen diariamente junto con las jurídicas 
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establecidas por el Estado. En otros, las jurídicas, entendidas como derecho formal o 
estatal, surgen a partir de normas sociales o se desarrollan independientemente de las 
primeras. 
 
Tal como lo reconocen varios autores, ―(…) las sociedades contemporáneas son jurídica 
y judicialmente plurales. En ellas circulan no uno sino varios sistemas jurídicos y 
judiciales. El hecho de que sólo uno de estos sea reconocido oficialmente como tal, 
naturalmente afecta el modo como los otros sistemas operan en las sociedades, pero no 
impide que tal operación tenga lugar‖ (Sousa Santos, 2001, p. 132). 
 
Es necesario mencionar que lo normativo no se reduce a lo jurídico, ni que los 
comportamientos se determinan solamente por la coacción jurídica y el fuero interno, 
pues múltiples normas son acatadas en la sociedad (Ardila, 2006, p. 85): ―La reducción 
de lo normativo a lo jurídico produce resultados mistificadores y, por esto mismo, 
negativos. Los que propugnan una vida política orientada por la ‗supremacía del derecho‘ 
infravaloran el modo de virtud del cual una construcción jurídica empobrece y falcifica lo 
real; con otras palabras, la capacidad que tiene el derecho para enmascarar y eufemizar 
el contenido irreductiblemente político de los conflictos sociales‖ (Hespanha, 1993, p. 
329). 
 
Derivado del proceso de la modernidad, el derecho fue reconocido como el conjunto de 
aquellas normas abstractas generadas por un sistema jerárquico concentrado en el 
Estado, comúnmente conocidas como normas jurídicas. Así, la modernidad supone que 
la ley es producto de la voluntad general respaldada por la fuerza organizada del Estado. 
En este sentido, se centralizó también en el Estado la administración de justicia. 
 
Es importante recordar que ―(e)n todas las manifestaciones del Estado de derecho, la ley 
se configuraba como la expresión de la centralización del poder político, con 
independencia de los modos en que ésta se hubiese determinado históricamente y del 
órgano, o conjunto de órganos, en que se hubiese realizado‖ (Zagrebelsky, 1995, p. 24).  
 
Particularmente, en el Estado liberal de derecho, prima la ley frente a la administración, la 
jurisdicción y los ciudadanos y ciudadanas. ―El principio de legalidad, en general, expresa 
la idea de la ley como acto normativo supremo e irresistible al que, en línea de principio, 
no es oponible ningún derecho mas fuerte, cualquiera que sea su forma y fundamento 
(…) El Estado de derecho y el principio de legalidad suponían la reducción del derecho 
de la ley y la exclusión, o por lo menos la sumisión a la ley, de todas las demás fuentes 
del derecho‖ (Zagrebelsky, 1995, p. 24). 
 
Así, lo que comúnmente se conoce como derecho se considera como ―ordenamiento 
jurídico del Estado, que se desarrolla a través de normas abstractas, generales e 
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impersonales, es decir, que no contemplan la ocurrencia de un hecho particular. Se parte 
del supuesto de que todas las personas conocen las leyes y por ello se hace exigible que 
sus comportamientos se adecuen a ellas‖ (SGB-UNC, 2007, p. 24). 
 
Dichas normas obtuvieron la forma de derecho escrito, redactado en leyes, contratos y 
otros actos jurídicos, privilegiados ante las facultades del texto escrito en cuanto a su 
capacidad de resistir el paso del tiempo, superar las limitaciones del espacio, pero mas 
aún, su capacidad de confirmar la verdad, y así, considerarse medio privilegiado de 
prueba y por tanto, factor de justicia, por lo que se hace imprescindible para múltiples 
actos jurídicos (Hespanha, 1993, p. 55 y 56). 
 
Entonces se establece que la gestión de conflictos debe ser realizada con base en la 
norma general y abstracta derivada del poder central representado en el Estado, con 
base en la cual se debe administrar justicia. En el Estado de derecho, la generalidad es 
la esencia de la ley, en la medida en que es la que opera frente a todas y todos los 
individuos. Implica una ―normatividad media‖ o hecha para todos como garantía del uso 
desbocado del poder legislativo. Esta es la premisa para la separación de poderes38 y la 
garantía de la imparcialidad del Estado respecto a los componentes sociales y de la 
igualdad jurídica. Junto con la generalidad, se encuentra la abstracción de las leyes, es 
decir, la universalidad en el tiempo como garantía de la estabilidad del orden jurídico y en 
consecuencia de la certeza y previsibilidad del derecho (Zagrebelsky, 1995, p. 29). 
 
Sin embargo, como se ha mencionado, la coexistencia de la pluralidad de poderes 
distintos al Estado con múltiples órdenes normativos distintos al derecho estatal que 
surgieron o se mantuvieron de manera autónoma y propia, expresan otras formas de 
administrar justicia en la sociedad. Por ello, esta pretendida generalidad y abstracción de 
la ley tan sólo expresa algunas fracciones de los ordenamientos normativos que existen 
en la sociedad. Especialmente al positivismo jurídico, cuyo principio de legalidad y 
concepto de ley supone la concentración de la producción jurídica en una sola instancia 
(Zagrebelsky, 1995, p. 33). 
 
Para Zagrebelsky (1995: 37 y 38), estas características clásicas de las normas jurídicas o 
ley han desaparecido debido a las características de nuestra sociedad en cuanto a la 
amplia diversificación de grupos y estratos sociales participantes que generan una 
diferenciación normativa determinada por un proceso político en el que sujetos sociales y 
sus relaciones de fuerza, establecen la ley o las leyes. Las leyes son entonces producto 
del pluralismo político-social y de la multiplicidad de fuentes de expresión, a la vez, de la 
pluralidad de ordenamientos ―menores‖ que viven a la sombra del estatal y que no 
siempre aceptan coexistir en segundo plano con las leyes estatales. 
                                               
 
38
―Si las leyes pudiesen dirigirse a los sujetos considerados individualmente sustituirían a los actos de la 
Administración y a las sentencias de los jueces. El legislador concentraría en sí todos los poderes del 
Estado‖ (Zagrebelsky, 1995, p. 29) 
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La ley pierde entonces su carácter de objetividad, impersonalidad, abstracción y 
generalización racional y coherente justificada en el poder del Estado. Por lo que, ―(l)a ley 
–en este punto de su historia- ya no es la expresión ―pacífica‖ de una sociedad política 
internamente coherente, sino que es una manifestación e instrumento de competición y 
enfrentamiento social; no es el final, sino la continuación de un conflicto-, no es un acto 
impersonal, general y abstracto, expresión de intereses objetivos, coherentes, 
racionalmente justificables y generalizables (…) Es, por el contrario, un acto 
personalizado (en el sentido de que proviene de grupos identificables de personas y está 
dirigido a otros grupos igualmente identificables) que persigue intereses particulares‖ 
(Zagrebelsky, 1995, p. 38). 
 
Así las cosas, existen normas sociales autónomas al derecho que regulan los 
comportamientos de diferentes sujetos en la sociedad y que cuestionan el monopolio 
estatal de las normas jurídicas. Algunas de ellas, han sido incorporadas en el derecho 
con lo que adquieren carácter jurídico, es decir, son llamadas normas jurídicas. Sin 
embargo, este otro derecho no tiene plasmadas muchas de sus normas en el 
ordenamiento jurídico formal estatal pero va mas allá: orienta los comportamientos de las 
personas en diversos ámbitos de la sociedad y ―configura y da forma a la reproducción 
de las sociedades en los campos en que considera vitales‖ (Eberhard, 2004, p. 16). 
 
Al respecto, Max Meyer (2000) a partir del análisis de Europa occidental a inicios del siglo 
pasado, considera que las leyes se dirigen al control de los comportamientos del Estado, 
es decir, a los funcionarios y funcionarias, especialmente a quienes administran justicia, 
más no a los ciudadanos y ciudadanas que desconocen aquellas normas jurídicas que no 
se corresponden con las normas culturales. 
 
Para el autor, ―(…) las normas son reglas, y, por cierto, reglas de tipo práctico, esto es, 
instrucciones para la conducta humana. Ellas se presentan con la pretensión de ser 
determinadas; quieren ser obedecidas; son, en consecuencia imperativos, ya positivos 
(mandatos), ya negativos (prohibiciones)‖ (Mayer, 2000, p. 55). 
 
Estos mandatos o prohibiciones plasmados en normas jurídicas son desobedecidas 
debido a su incongruencia con las normas culturales, por lo que en su entender, las 
normas jurídicas que no guarden correspondencia con las normas culturales no 
orientarán los comportamientos de las personas ni serán útiles a la hora de resolver 
conflictos por parte de la administración de justicia. Ello debido a que en la medida en 
que las normas jurídicas se correspondan con las normas culturales serán de 
obligatoriedad para los individuos. Aquí la obligatoriedad se deriva del conocimiento y 
aceptación que tienen las y los individuos de las normas de cultura, más que de las 
normas jurídicas. 
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―La justificación del Derecho y, en particular, de la obligatoriedad de la ley, radica en que 
las normas jurídicas están en correspondencia con normas de cultura, cuya 
obligatoriedad el individuo conoce y acepta (…) A partir de la coincidencia de las normas 
jurídicas con las normas de cultura queda demostrado que las leyes son obligatorias 
incluso para aquel que nada sabe de ellas‖ (Mayer, 2000, pp. 55, 60). 
 
Al respecto, Hespanha (1993, p. 57) señala que el estatuto diferenciado existente entre 
quienes conocen y quienes no conocen el derecho oficial o las leyes o su ignorancia, 
dejo de ser una excusa de incumplimiento de las normas jurídicas de carácter vinculante 
para pasar a ser sólo una posibilidad en aquellos casos previstos por la ley, con lo que 
esta noción de inexcusabilidad fue adquiriendo una connotación negativa. 
 
También describe la incongruencia de las normas jurídicas con las sociales ejemplificada 
en la incapacidad del derecho oficial de comprender a través del derecho escrito, la 
realidad jurídica distinta y propia de comunidades, por ejemplo las campesinas 
(Hespanha, 1993, p. 34 y ss). Esta realidad resultaba extraña para el ordenamiento 
jurídico pues se constituía como un orden normativo con características propias, orgánico 
y equivalente al orden jurídico oficial.  
 
Pese a la equivalencia de los ordenamientos jurídicos, se genera una subordinación de 
las normas sociales a las jurídicas o en términos de Hespanha, de la costumbre a la ley 
como confirmación de la centralización del poder en el derecho estatal representado en 
el derecho escrito y el jurista culto, que en últimas resultar ser una ―dulce violencia del 
mundo del derecho oficial‖. En este proceso, se devalúan las realidades jurídicas 
autónomas (entre ellas las orales) y se desconoce allí la presencia de otro ordenamiento 
jurídico diferente y alternativo al orden jurídico o estatal (Hespanha, 1993, p. 20 y 21).  
 
Este otro ordenamiento esta constituido por normas sociales que, como las normas de la 
cultura mencionadas por Mayer39, hacen referencia a la ―totalidad de preceptos que 
orientan los comportamientos de los sujetos y que se cumplen por conveniencia (como 
las horas de la comida, los hábitos de vestido, entre otras) o porque tienen obligatoriedad 
pues si no se cumplen pueden tener una sanción moral o física‖ (SGB-UNC, 2007, p. 24).  
 
Para que dichas normas sean consideradas como tales, deben ser compartidas por otras 
personas y sostenidas mediante su aprobación o desaprobación (Elster, 1990, p. 115). 
Se derivan de las costumbres, en la medida en que son repetidas socialmente, de las 
                                               
 
39
 ―(…)―normas de cultura‖ la empleo como un nombre genérico para la totalidad de aquellos mandatos y 
prohibiciones que se dirigen al individuo como exigencias religiosas, morales, convencionales, de tráfico y de 
profesión‖ (Mayer, 2000: 56). 
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declaraciones de voluntad ya se impuestas o acordadas –algunas de ellas pueden 
convertirse en tales- o por hábitos que se adquieren colectivamente. 
 
Así, los comportamientos se ajustan en su mayoría a las normas sociales que existen 
autónomamente del derecho del Estado y constituyen lo que se conoce como el sentido 
común. Éste hace referencia a una de las fuentes del derecho y en este caso, a las 
normas sociales, relacionadas con el sentido colectivo de justicia que se expresa en las 
costumbres y normas dictadas por la comunidad, escritas o no, y aplicadas por jueces 
(Hespanha, 1993, p. 43).  
 
Nos encontramos entonces ante dos tipos de derecho: el derecho formal expresado en 
las normas jurídicas generadas principalmente (aunque no únicamente) por el Estado, y 
el derecho comunitario derivado de las normas sociales que son reproducidas o creadas 
a partir de las dinámicas normativas de la comunidad.  
 
Dicha pluralidad de ordenamientos implica también una pluralidad de espacios y modos 
en los que se generan dichas normas. Santos ha identificado seis espacios al respecto: 
 
 ―El espacio doméstico es el conjunto de relaciones sociales de producción y 
reproducción de lo doméstico y del parentesco, entre marido y mujer (o cualquier otra 
forma de relaciones conyugales), entre cada uno de ellos y los hijos y entre unos y otros 
y los parientes. El espacio de la producción es el conjunto de relaciones sociales 
desarrolladas en torno a la producción de valores de cambio económicos y de procesos 
de trabajo, de relaciones de producción en sentido amplio (entre productores directos y 
los que se apropian de plusvalía, y entre ambos y la naturaleza) y de las relaciones en la 
producción (entre trabajadores y gestores, y entre los mismos trabajadores). El espacio 
del mercado es el conjunto de relaciones sociales  de distribución y consumo de valores 
de cambio a través de los cuales se produce mercantilización de las necesidades y de los 
medios de satisfacerlas. El espacio de la comunidad está constituido por las relaciones 
sociales desarrolladas en torno de la producción y reproducción de territorios físicos y 
simbólicos y de identidades e identificaciones con respecto a orígenes y destinos 
comunes. El espacio de la ciudadanía es el conjunto de relaciones sociales que 
constituyen la ―esfera pública‖ y, en particular, las relaciones de producción de la 
obligación política vertical entre los ciudadanos y el Estado. (…) Por último, el espacio 
mundial es la suma total de los efectos internos de las relaciones sociales por medio de 
las cuales se produce y reproduce una división global del trabajo.‖ (Santos, 2003, p. 316). 
 
En dichos espacios de regulación identificados, se producen dos tipos de normas que de 
acuerdo a su carácter son consideradas como autoritarias o progresistas o 
transformadoras. Las primeras son consideradas autoritarias en la medida en que su 
carácter es conservador o arcáico y a que sostienen estructuras sociales desiguales que 
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vulneran los derechos humanos y la equidad de género, por lo que terminan 
conviertiéndose en herramientas antidemocráticas de dominación y exclusión.  
 
Las segundas tienen un carácter progresista en la medida en que permiten gestionar el 
conflicto en clave de generación de convivencia y equidad, y además, un carácter 
transformador en cuanto al cambio de las construcciones socioculturales y las relaciones 
de poder en las que se basa la discriminación, por lo que se constituyen en herramientas 
de emancipación social. 
 
Las normas pueden ser consideradas también de acuerdo a la motivación de su 
cumplimiento como correctas, convenientes u obligatorias. Según Mauricio García (2009, 
p. 57 y ss.), en América Latina la cultura del incumplimiento de las normas se remonta a 
los tiempos de la colonia española y portuguesa desde los que se pueden encontrar 
referencias a su inobservancia. Siguiendo al autor, es posible identificar tres tipos de 
razones por las cuales se cumplen las normas.  
 
El primer tipo es denominado cumplidores justicieros. Algunos de ellos se basan en la 
moral para cumplir las normas. En aquellos momentos en los que el derecho no coincide 
con la moral consideran que no debe darse cumplimiento. En otros casos, su motivación 
se debe a normas que no son correspondientes con su cultura y estatus social. También, 
a aquellos casos en los que se consideran injustas o basadas en un poder arbitrario e 
ilegítimo, por lo que se subordina el derecho a valores superiores. En este grupo de 
cumplidores, la motivación de la medida en que las normas sean consideradas 
―correctas‖. 
 
El segundo grupo de cumple el derecho por conveniencia, es decir, de acuerdo a los 
beneficios que conlleve, por lo que son llamados cumplidores tácticos. Este grupo cumple 
la norma luego de considerar las consecuencias del cumplimiento y la sanción o 
incentivo, según el caso. El cumplimiento dependen de la valoración de las ganancias o 
pérdidas entre la autoridad y la norma. En este caso, el fortalecimiento institucional es 
clave para remediar la ―viveza‖. 
 
Para el tercer grupo, descrito por García (2009), el cumplimiento de las normas se funda 
en que el derecho es un deber, es decir, el deber de cumplir deviene de la norma misma, 
por lo que consideran que las normas existen para ser cumplidas pues son un 
componente esencial de la sociedad. Los cumplidores cívicos adoptan el cumplimiento 
de la norma como algo natural y su cuestionamiento eventual no genera su 
incumplimiento, por ello su existencia contribuye a la legitimidad del sistema, a la 
democracia, a la participación ciudadana, la seguridad y hasta a la reducción de costos 
generados por el Estado en sus labores frente a los incumplidores. Este tipo de 
cumplidores es posible en sociedades que no sólo gocen de una cultura cívica, también 
de bienestar económico y estabilidad institucional a tal punto que genere confianza y 
respeto en el derecho. 
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Con todo ello, es posible afirmar que en un mismo espacio de regulación pueden existir 
múltiples normas sociales y jurídicas de carácter autoritario, progresista o transformador. 
Al igual que normas cuya motivación o razón para su cumplimiento depende de si son 
consideras correctas, benéficas u obligatorias. Todo ello, en diversos espacios de 
regulación. Por lo que, la administración de justicia se encuentra en un contexto de 
coexistencia de múltiples ordenamientos normativos jurídicos y sociales, que dan cabida 
también a múltiples formas de administrar justicia. Una de ellas es la administración de 
justicia Comunitaria. 
 
2.1.3 Justicia Comunitaria 
 
La expresión Justicia Comunitaria alude a diferentes fenómenos sociales. Desde una 
perspectiva alejada del componente comunitario, la administración de justicia comunitaria 
guarda estrecha relación con la tendencia de las reformas modernizantes a la 
administración de justicia en los años 80‘s que en América Latina trajeron consigo la 
incorporación de técnicas alternativas e informalizantes como la mediación, conocidas 
comúnmente como Mecanismos Alternativos de Solución de Conflictos que fueron 
incorporados al derecho. Con estas reformas fueron creadas instancias no 
profesionalizadas que de manera gratuita atienden ―pequeñas causas‖ o ―conflictos 
menores‖. Esta perspectiva desconoce las implicaciones de su consideración como 
comunitaria ya que el escenario en el que se desarrollado poca relación guarda con las 
prácticas sociales y culturales, así como con la identidad que constituye a las 
comunidades. 
 
En esta perspectiva, ―(…) se distinguen tres tipos principales de solución de conflictos por 
tercera parte: mediación, arbitraje y adjudicación. De manera ideal, en la mediación, la 
tercera parte no decide y ni siquiera propone una decisión motu propio, limitándose a 
aproximar progresivamente las posiciones de las partes en conflicto hasta reducir a cero 
la contradicción o al diferencia entre ellas. Al contrario, en el arbitraje, la tercera parte 
esta obligada por las parte a proferir una decisión vinculante sobre las pretensiones de 
estas. En la adjudicación la decisión vinculante no surge del mandato de las partes sino 
del orden jurídico a que están sujetas‖ (Sousa Santos, 2001, p. 128). 
 
A partir de esta perspectiva y desde un criterio estatal de la crisis de la administración de 
justicia, José Eduardo Rodríguez propone un concepto de la Justicia Comunitaria y 
asegura que ―el Estado entra a regular de manera muy general el funcionamiento de las 
controversias suscitadas dentro de la vida comunitaria, y reconoce ciertas instancias y 
autoridades de la misma como mecanismo por medio de los cuales los conflictos 
generados deben ser superados, confiriéndoles fuerza de ley a las decisiones… La 
Justicia Comunitaria puede ser vista como un replanteamiento de la función del control 
social del Estado de manera más eficiente, en cuanto se trata de llevar a todos los 
rincones de la sociedad los mecanismos de producción del derecho y la justicia…, de 
suerte que logre mantener dentro del tejido de la sociedad el principio de autoridad y de 
vigencia plena de la lógica del derecho y del Estado‖ (Rodríguez, 2004, p.  62-63). 
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A partir de otra de las perspectivas, mas acercada al componente comunitario, la justicia 
comunitaria pretende visibilizar las prácticas de solución de conflictos que se llevan a 
cabo a nivel local y por parte de la comunidad. Esto implica reconocer y promover las 
normas sociales en relación al tratamiento de conflictos, de manera contraria a aquellas 
posturas que reducen la justicia comunitaria a un mecanismo cuya utilidad depende de 
su capacidad de reducción de los niveles de conflictividad que no son atendidos por el 
Estado o que desgastan su aparato debido a que tienen que ver con asuntos de ―poca 
importancia‖. Desde esta segunda postura se desarrolla este apartado teórico sobre la 
justicia comunitaria. 
 
Esta perspectiva cuestiona el paradigma dominante de la administración de justicia 
caracterizado por el monopolio de ésta en el Estado y su definición a partir del carácter 
subalterno de la legislación, con lo que se reduce a ciertos conflictos  y procedimientos a 
partir de la definición de lo público y lo privado (Ardila, 2005, p. 16).  
 
Desde este punto de partida, es importante indicar que por administración de justicia se 
entiende ―un conjunto de instituciones, procedimientos y actores a los que corresponde 
regular los comportamientos legítimos que han de tener tanto los sujetos implicados 
como su entorno inmediato, dada una situación de conflicto. La administración de justicia 
establece y precisa las normas de comportamiento que son necesarias para que, al 
regular una situación de conflicto, el orden social continúe garantizando la convivencia. 
En tal sentido, al igual que cualquier otra institución, la administración de justicia puede 
operar de manera eficaz, independientemente de si se consideran injustas las 
actuaciones de la sociedad a la cual se dirige.‖ (Ardila, 2006, p. 78).   
 
En este sentido, administrar justicia no se reduce a la resolución de conflictos. Implica ir 
mas allá, es decir, actuar a partir del interés de regulación de los comportamientos de 
personas ante una situación de conflicto, es decir, establecer la manera en la que se 
deben comportar las personas de tal forma que se garantice la convivencia.  
 
Ello sucede en el marco de tres escenarios de administración de justicia que coexisten de 
manera diferenciada en la sociedad y el Estado (Ardila, 2005, p. 17 y ss.). Se presume 
comúnmente que es el espacio de ciudadanía -es decir, de las relaciones entre 
ciudadanos y ciudadanas y Estado- el que prima en la sociedad, desconociendo otros 
como el caos que entra a ocupar espacios que abandona y la pluralidad jurídica que 
actúa en la medida en que se reduce la regulación estatal. Estos escenarios están 
presentes y cuestionan la pretensión de ocupación de todos los espacios de la vida por 
parte de espacio de ciudadanía. 
 
Teniendo en cuenta lo anterior, de manera particular, la administración de justicia 
Comunitaria es un concepto que de forma general puede ser entendido como aquel 
conjunto de procedimientos, instituciones y mecanismos construidos desde la comunidad 
y por la comunidad para dar solución a sus conflictos. Esta modalidad de administración 
de justicia se lleva a cabo en atención al justo comunitario (Ardila, 2006), es decir, a las 
estructuras normativas que rigen en la comunidad. 
 
Según Ardila, el ámbito social de referencia y el marco de la conflictividad y las formas de 
actuar en ella, es la comunidad (2006). Por comunidad se entiende un conjunto de 
escenarios y relaciones basadas en la identidad o en el sentimiento común de 
pertenencia a un mismo grupo (Ardila, 2006, p. 92). Desde esta óptica, se habla de 
justicia comunitaria en aquellos casos en los que la gestión de los conflictos se realiza 
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con base en las normas sociales de una comunidad que tiene la capacidad de regular los 
comportamientos en un ámbito social determinado. 
 
En este sentido, la Justicia Comunitaria cuenta con elementos básicos que la 
caracterizan y diferencian de otras formas de administrar justicia. Es posible identificar 
dichas características en tres figuras que forman el espectro de la Justicia Comunitaria, a 
saber: la Justicia Comunitaria en Equidad, la Justicia Reconocida y la Justicia no 
Reconocida (Ardila, 2006), que serán mencionadas mas adelante. 
 
 
 Aproximación conceptual 
 
La expresión Justicia Comunitaria alude a diferentes fenómenos sociales. Desde una 
perspectiva alejada del componente comunitario, la administración de justicia comunitaria 
guarda estrecha relación con la tendencia de las reformas modernizantes a la 
administración de justicia en los años 80‘s que en América Latina trajeron consigo la 
incorporación de técnicas alternativas e informalizantes como la mediación, conocidas 
comúnmente como Mecanismos Alternativos de Solución de Conflictos que fueron 
incorporados al derecho. Con estas reformas fueron creadas instancias no 
profesionalizadas que de manera gratuita atienden ―pequeñas causas‖ o ―conflictos 
menores‖. Esta perspectiva desconoce las implicaciones de su consideración como 
comunitaria, ya que el escenario en el que se desarrolla guarda poca relación con las 
prácticas sociales y culturales, así como con la identidad que constituye a las 
comunidades. 
 
En esta perspectiva, ―(…) se distinguen tres tipos principales de solución de conflictos por 
tercera parte: mediación, arbitraje y adjudicación. De manera ideal, en la mediación, la 
tercera parte no decide y ni siquiera propone una decisión motu propio, limitándose a 
aproximar progresivamente las posiciones de las partes en conflicto hasta reducir a cero 
la contradicción o la diferencia entre ellas. Al contrario, en el arbitraje, la tercera parte 
está obligada por las parte a proferir una decisión vinculante sobre las pretensiones de 
estas. En la adjudicación la decisión vinculante no surge del mandato de las partes sino 
del orden jurídico a que están sujetas‖ (Sousa Santos, 2001, p. 128). 
 
Para una de las perspectivas, mas acercada al componente comunitario, la justicia 
comunitaria pretende visibilizar las prácticas de solución de conflictos que se llevan a 
cabo a nivel local y por parte de la comunidad. Esto implica reconocer y promover las 
normas sociales en relación al tratamiento de conflictos, de manera contraria a aquellas 
posturas que reducen la justicia comunitaria a un mecanismo cuya utilidad depende de 
su capacidad de reducción de los niveles de conflictividad que no son atendidos por el 
Estado o que desgastan su aparato debido a que tienen que ver con asuntos de ―poca 
importancia‖. Desde esta postura se desarrolla este apartado teórico sobre la justicia 
comunitaria. 
 
Esta perspectiva cuestiona el paradigma dominante de la administración de justicia 
caracterizado por el monopolio de ésta en el Estado y su definición a partir del carácter 
subalterno de la legislación, con lo que se reduce a ciertos conflictos  y procedimientos a 
partir de la definición de lo público y lo privado (Ardila, 2005, p. 16).  
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Desde este punto de partida, es importante indicar que por administración de justicia se 
entiende ―un conjunto de instituciones, procedimientos y actores a los que corresponde 
regular los comportamientos legítimos que han de tener tanto los sujetos implicados 
como su entorno inmediato, dada una situación de conflicto. La administración de justicia 
establece y precisa las normas de comportamiento que son necesarias para que, al 
regular una situación de conflicto, el orden social continúe garantizando la convivencia. 
En tal sentido, al igual que cualquier otra institución, la administración de justicia puede 
operar de manera eficaz, independientemente de si se consideran injustas las 
actuaciones de la sociedad a la cual se dirige.‖ (Ardila, 2006, p. 78).   
 
En este sentido, administrar justicia no se reduce a la resolución de conflictos. Implica ir 
más allá, es decir, actuar a partir del interés de regulación de los comportamientos de 
personas ante una situación de conflicto, es decir, establecer la manera en la que se 
deben comportar las personas de tal forma que se garantice la convivencia.  
 
Ello sucede en el marco de tres escenarios de administración de justicia que coexisten de 
manera diferenciada en la sociedad y el Estado (Ardila, 2005, p. 17 y ss.). Se presume 
comúnmente que es el espacio de ciudadanía -es decir, de las relaciones entre 
ciudadanos y ciudadanas y Estado- el que prima en la sociedad, desconociendo otros 
como el caos que entra a ocupar espacios que abandona y la pluralidad jurídica que 
actúa en la medida en que se reduce la regulación estatal. Estos escenarios están 
presentes y cuestionan la pretensión de ocupación de todos los espacios de la vida por 
parte de espacio de ciudadanía. 
 
Teniendo en cuenta lo anterior, de manera particular, la administración de justicia 
Comunitaria es un concepto que de forma general puede ser entendido como aquel 
conjunto de procedimientos, instituciones y mecanismos construidos desde la comunidad 
y por la comunidad para dar solución a sus conflictos. Esta modalidad de administración 
de justicia se lleva a cabo en atención al justo comunitario (Ardila, 2006), es decir, a las 
estructuras normativas que rigen en la comunidad. 
 
Según Ardila, el ámbito social de referencia y el marco de la conflictividad y las formas de 
actuar en ella, es la comunidad (2006). Por comunidad se entiende un conjunto de 
escenarios y relaciones basadas en la identidad o en el sentimiento común de 
pertenencia a un mismo grupo (Ardila, 2006, p. 92). Desde esta óptica, se habla de 
justicia comunitaria en aquellos casos en los que la gestión de los conflictos se realiza 
con base en las normas sociales de una comunidad que tiene la capacidad de regular los 
comportamientos en un ámbito social determinado. 
 
En este sentido, la Justicia Comunitaria cuenta con elementos básicos que la 
caracterizan y diferencian de otras formas de administrar justicia. Es posible identificar 
dichas características en tres figuras que forman el espectro de la Justicia Comunitaria, a 
saber: la Justicia Comunitaria en Equidad, la Justicia Reconocida y la Justicia no 
Reconocida (Ardila, 2006), que serán mencionadas mas adelante. 
 
 Características de la Justicia Comunitaria 
 
Edgar Ardila esboza algunas características con las que puede identificarse la Justicia 
Comunitaria (Ardila, 2000), que se analizarán a renglón seguido, y que permiten 
comprender el por qué no debe asumirse a la Justicia Comunitaria como un simple 
conjunto de instrumentos orientados a la descongestión del aparato judicial, sino que su 
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proyección va mucho más allá, y se orienta fundamentalmente hacia la tarea de generar 
espacios de democratización de la Justicia y el derecho: 
 
 Aplicación del modelo conciliatorio: Este elemento pretende aumentar la calidad 
de la decisión, al obtener de ésta una satisfacción recíproca entre las partes, de 
tal manera que se presente un agrado y una aceptación por las y los implicados. 
 
 Informalidad en los procedimientos: Busca que la solución de las controversias no 
se someta a formalismos ajenos y extraños a la comunidad, de tal manera que el 
procedimiento utilizado este libre de formulas abstractas e ignorantes de la 
realidad, para así generar vías propias a cada conflicto que produzcan soluciones 
efectivas y rápidas. 
 
 Desprofesionalización: Alude a la no necesariedad de conocimientos 
especializados en normas, términos y procedimientos para resolver los conflictos, 
por lo que tampoco son requeridas las personas expertos o profesionales, tales 
como las y los abogados. La desprofesionalización se da en dos niveles; el de las 
y los operadores de justicia, quienes solo necesitan ser personalidades de la 
comunidad, y las partes, que no necesitan ser representadas por apoderados 
judiciales, pues pueden adelantar sus causas en nombre propio de forma directa. 
 
 Realidad como base de decisiones: Se relaciona con el conocimiento directo, 
próximo e inmediato que tiene la o el operador de justicia de la situación real de 
su entorno y de las partes, para alcanzar así la verdad fáctica sobre la verdad 
procesal. 
 
 Coercibilidad: El nivel de eficacia o cumplimiento de la decisión no depende de un 
aparato coercitivo a cargo del operador, ya que este no cuenta con tal. La 
vinculatoriedad de la decisión depende del contexto comunitario, de sus niveles 
de identidad y de la cohesión interna o reconocimiento local que exista entre los 
miembros de la comunidad. 
 
 La equidad:Como uno de los elementos principales de la administración de 
justicia comunitaria, la equidad busca evitar la aplicación de normas jurídicas, de 
leyes o de regulaciones estatales, para dar paso al justo comunitario, es decir, a 
decisiones con base en normas sociales extrajurídicas para obtener la 
recomposición, reconstrucción y cohesión de la armonía social. Este concepto 
implica determinar lo justo a partir del concepto de justicia que hay al interior de la 
comunidad.  
 
 Comunidad:Otro de los requisitos básicos del cual se deriva la justicia comunitaria 
es el elemento de ―comunidad”, pues sin ella no sería posible hablar de Justicia 
Comunitaria. La idea es que para administrar esta clase de justicia se debe contar 
con un referente comunitario, del cual provenga la norma social y la 
obligatoriedad de la decisión.  
 
 Consensualidad: Hace referencia a recomponer los vínculos y a basar las 
decisiones en el acuerdo de las partes en la solución del conflicto, con lo que la 
posibilidad de resolver los conflictos queda en manos de las partes. 
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 Autonomía orgánica: tiene que ver con la autonomía que guardan del aparto de 
estado y con la afinidad orgánica con la comunidad, por lo que no depende 
externamente, menos aún de autoridades estatales con las que perderían su 
naturaleza. 
 
Estas características hace que la justicia comunitaria base sus decisiones en la realidad, 
es decir, en la información inmediata y directa con la que cuenta la o el operador de 
justicia en la medida que es una autoridad comunitaria, más allá de la realidad procesal 
propia del modelo adjudicatorio estatal. 
 
 Modalidades de Justicia Comunitaria  
 
Al interior de las dinámicas comunitarias, bien sea porque asumen de manera autónoma 
la gestión y regulación de los conflictos o porque desarrollan en su interior figuras 
establecidas por el Estado para el manejo de ciertos conflictos, pueden ser identificadas 
tres modalidades de administración de justicia comunitaria (Ardila, 2006, p. 95), como lo 
son la Justicia Comunitaria en Equidad, la Justicia Comunitaria Reconocida, (la que a su 
vez cobija la Justicia Indígena y la Justicia Afrocolombiana), y la Justicia que se ha 
denominado como ―No Reconocida‖. 
 
 
 Justicia Comunitaria Reconocida 
 
Es el tipo de justicia que se presenta en las comunidades con una herencia histórica 
arraigada, en las que por tradición y legado ancestral se cuenta con unos mecanismos 
consolidados para resolver sus conflictos. ―Ciertas dinámicas de justicia comunitaria 
desarrolladas en comunidades, principalmente tradicionales (como indígenas), a las que 
el Estado por expresa prescripción legal reviste de una estatus de validez ante el 
ordenamiento jurídico nacional. En tales casos, la ley estatal no las constituye sino las 
reconoce. En consecuencia, son las dinámicas comunitarias, con figuras muy diversas no 
necesariamente reconocibles en las leyes nacionales, las que definen el estatuto de 
existencia y funcionamiento de la figura, así como el marco normativo para la toma de 
decisiones. En esta modalidad de justicia, el sistema estatal define unas reglas de 
coordinación de la Rama Judicial con ellos‖ (Ardila, 2006, p. 95). 
 
Como su nombre lo indica, en la Justicia Reconocida el Estado simplemente reconoce e 
integra al orden jurídico una forma de administrar justicia que utilizan las comunidades 
tradicionales, de tal manera que el Estado no crea, no reglamenta ni constituye la forma 
de administrar justicia.Por lo tanto y ―en consecuencia, son las dinámicas comunitarias, 
con figuras muy diversas no necesariamente reconocibles en leyes nacionales, las que 
definen el estatuto de existencia y funcionamiento de la figura, así como el marco 
normativo para la toma de decisiones. En esta modalidad de justicia, el sistema estatal 
define unas reglas de coordinación de la rama judicial con ellos‖ (Ardila, 2006).  
 
La Justicia Comunitaria Reconocida abarca figuras como la Justicia Indígena y la Justicia 
Afrocolombiana. La Indígena fue reconocida jurídica, cultural y políticamente como una 
jurisdicción a partir de la promulgación de la Constitución de 1991, la ratificación por 
parte del Estado Colombiano del Convenio 169 de la Organización Internacional del 
Trabajo (OIT) y un conjunto de jurisprudencia que reconoce el derecho y gobierno propio, 
así como las cosmovisiones, territorio, usos y costumbres de cada pueblo. 
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La justicia afrocolombiana cuenta con el carácter de jurisdicción como la justicia indígena 
pues mediante la Ley 70 de 1993 y el Decreto reglamentario 1745 de 1996 se reconocen 
las facultades de las autoridades en cuanto a administrar justicia a partir del derecho 
propio afrocolombiano de los pueblos ancestrales negros/afrocolombianos, palenqueros y 
raizales, cuyas normas sociales son de carácter oral aunque algunas estén involucradas 
en los Planes de Etnodesarrollo, entre otros instrumentos. 
 
El reconocimiento de la pluralidad de órdenes normativos resulta importante debido a que 
se involucra dentro de sistema de administración de justicia otros centros de producción 
de conocimientos y normas cuyas fuentes se remiten directamente a la cultura, las 
tradiciones y la cosmovisión de comunidades étnicas que históricamente han sido 
discriminadas, con lo que se aporta al enfoque multicultural del ordenamiento jurídico 
estatal. 
 
Cabe señalar que además, esta forma de administrar justicia se percibe como un 
elemento trascendental para fortalecer la identidad de los grupos minoritarios y 
discriminados por la sociedad Colombiana, y así mismo genera procesos de 
empoderamiento y autonomía afines a la reconstrucción de tejido social deterioradas por 
el olvido, el conflicto armado y la segregación, al tiempo que contribuye con la 
democratización de la sociedad y el derecho. 
 
 Justicia Comunitaria No Reconocida 
 
Se relaciona con formas propias de administrar justicia y de resolución de conflictos 
utilizadas por algunas comunidades, que dada su inconsistencia, formación reciente o su 
debilidad no son reconocidos por las instituciones Estatales. ―En tales casos, la definición 
de las competencias, la implantación de las figuras de administración de justicia, sus 
métodos y mecanismos de trámite, así como el marco regulativo de las decisiones están 
bajo el resorte de la comunidad‖ (Ardila, 2006, p. 96). 
 
Ejemplos de este concepto son aquellas que se desarrollan en comunidades 
tradicionales como la justicia gitana o del pueblo ROM de carácter tribal y nómada que 
con base en la Kriss Romaní como conjunto de normas y prácticas culturales, 
administran justicia y garantizan la pervivencia del pueblo.Pese a que han vivido en 
situaciones de marginación y discriminación, lo que ha debilitado al pueblo y le ha puesto 
en condiciones de vulnerabilidad. 
 
Otro ejemplo tiene que ver con aquellas justicias que son de carácter marginal o 
perseguidas como la justicia popular (Ardila, 2006, p. 96). Para Sally Merry (2003) la 
justicia popular se encuentra en un escenario en disputa entre el derecho estatal y los 
ordenamientos locales con base en normas y procedimientos de las comunidades de 
carácter informal por fuera de las estatales pero en cierta medida ligada a la agenda 
política y la visión de transformaciones sociales.  
 
Al respecto, la autora (Merry, 2003, pp. 48-56) identifica cuatro tradiciones desarrolladas 
en el siglo XX. La reformista que busca incrementar la eficiencia y mejorar las 
capacidades del sistema estatal a través del aumento del acceso. La socialista que 
pretende transformar las relaciones de poder hacia la sustitución del poder burgués por el 
poder el proletariado, con lo que se empoderan las masas, se fortalecen las normas y se 
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educa para una nueva sociedad. La comunitarista que ligada a la creación de nuevos 
órdenes religiosos, pretende sostener un orden social y moral basado en la 
descentralización y la configuración de nuevos sistemas normativos a pequeña escala y 
dependientes de la existencia de la comunidad que les crea. La anarquista que se 
considera como una acción de las masas contra el enemigo o quienes asumen el poder 
representado en el sistema jurídico estatal con el objetivo de cambiar el orden social y 
político existente. 
 
En el caso colombiano se encuentran ejemplos como las Comunidades de Paz  que se 
conciben como un grupo de personas que han asumido una posición neutral frente al 
conflicto armado y han optado por marginarse del mismo, generando a su vez proyectos 
de desarrollo autónomos y autosostenibles, o en los barrios marginados de las grandes 
ciudades o en los sectores que ante situaciones complicadas de violencia, plantean 
desde el interior de la comunidad formulas para resolver sus conflictos (García Villegas, 
2000). 
 
 Justicia Comunitaria en Equidad 
 
Este concepto abarca las figuras o instituciones legales creadas y reguladas de manera 
global por el Estado en la que prevalece la aplicación de la norma social como base en la 
resolución de los conflictos. En este caso, ―(l)a justicia comunitaria es el resultado de una 
organización de la administración de justicia estatal (…), tales figuras constituyen una 
parte del sistema general de administración de justicia del Estado. Ello se evidencia en 
que normas y mecanismos de control estatal definen precisas competencias; unos 
procedimientos para construir tal figura de administración de justicia; unos 
procedimientos mínimos para tramitar conflictos y, aunque muy laxamente, un marco 
jurídico de decisiones‖ (Ardila, 2006, p. 95). 
 
El ámbito diferenciador de la Justicia Comunitaria en Equidad lo constituye dos 
elementos, a saber: el primero es el papel ejercido por el Estado que por medio de una 
ley determina de manera general y básica la creación, constitución, competencia y los 
procedimientos a seguir tanto en la designación de los operadores y operadoras como en 
el trámite de los conflictos comunitarios. Este elemento es trascendental pues da validez 
a las actuaciones adelantadas por quienes la operan, siendo estas reconocidas e 
incorporadas en el sistema normativo estatal.  
 
El segundo elemento lo constituye la comunidad, pues de ésta deben surgir tanto las y 
los operadores de justicia como las estructuras normativas que se utilizarán para tramitar 
y resolver los conflictos de la comunidad. En razón a ello, esta modalidad es considerada 
una ―institución bisagra entre las formas no estatales de resolución de conflictos y el 
derecho estatal‖ pues es una autoridad reconocida por el Estado e involucra elementos 
comunitarios como el derecho no oficial (Uprimny, 2000, p. 65). 
 
Ahora bien, al presentarse la intersección de los anteriores elementos se crea una figura 
específica en la administración de justicia en la cual la o el operador actúa con base en la 
comunidad y sus normas, pero al mismo tiempo lo hace con el respaldo y en nombre del 
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Estado40. Como figuras específicas de la Justicia Comunitaria en equidad existentes en el 
país se destacan: la conciliación comunal, la amigable composición afrocolombiana, la 
justicia de paz y la conciliación en equidad (Ardila, 2006, p. 179).  
 
Estas figuras se originaron para ser implantadas en todo el territorio nacional y tienen la 
vocación de ser utilizadas por la mayor parte de las y los ciudadanos colombianos. Sus 
bases constitucionales se derivan del artículo 116 de la Constitución Política que estipula 
que ―(l)os particulares pueden ser investidos  transitoriamente de la función de 
administrar justicia en condición de conciliadores o en la de árbitros habilitados por las 
partes par proferir fallos en derecho o en equidad, en los términos que determine la ley‖. 
 
Frente a la primera figura, la Ley 743 de 2002 en el artículos 45 y 46 crea las Comisiones 
de Convivencia y Conciliación en las Juntas de Acción Comunal y establece las 
funciones. Estas comisiones gestionan conflictos de carácter organizacional y 
comunitario a nivel barrial, local y distrital con base en criterios de equidad y haciendo 
uso de mecanismos como la conciliación. 
 
La amigable composición afrocolombiana, distinta de la ya mencionada justicia propia 
afrocolombiana cuyo referente es el derecho ancestral propio, es regulada por la Ley 70 
de 1993 que en el artículo 5 establece que los Consejos Comunitarios servirán como 
operadores y operadoras de justicia que solucionan conflictos a través de procedimientos 
como la amigable composición y cuyas competencias se enmarcan en asuntos 
conciliables (Zapata, 2005). 
 
Por su parte, la conciliación en equidad fue creada por la Ley 23 de 1991 en el artículo 82 
y siguientes, como una de las primeras figuras instituidas en Colombia que contaba con 
un soporte constitucional y legal claro. Ellas y ellos son elegidos por las máximas 
instancias judiciales del municipio a partir de listas presentadas por la comunidad y 
desarrollan sus labores de manera gratuita sobre asuntos transables, desistibles y 
conciliables, plasmados en actas de conciliación que tienen los mismos efectos que una 
sentencia judicial. 
 
La justicia de paz tiene sus bases constitucionales plasmadas en el artículo 247 de la 
Constitución política que establece su creación con el ánimo de que resuelvan conflictos 
individuales y comunitarios en equidad. Fueron reglamentados por la ley 497 de 1999 
que siguiendo con las directrices constitucionales, establece la elección popular como 
mecanismo de selección. Además de las funciones de conciliadores y conciliadoras en 
equidad, tiene la potestad de proferir fallos en equidad con validez ante el ordenamiento 
estatal.  
 
Retomando las anteriores líneas, la Justicia Comunitaria cuenta con múltiples elementos 
que la caracterizan y diferencian de la administración de justicia basada en el derecho 
formal estatal. Debido a su carácter comunitario, esta características le dan un sentido 
propio dentro de la pluralidad de ordenamientos normativos existentes actualmente. De 
ello dan cuenta las diversas modalidades enunciadas, así como los principios regulativos 
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 El Estado homologa la actuación y las decisiones. 
68 ¿Justicia en Equidad sin Equidad de Género? Reflexiones sobre su aporte a las mujeres 
 
que serán mencionados a continuación y a través de los cuales es posible realizar una 
lectura de sus tendencias. 
 
2.2 Críticas a la Justicia Comunitaria desde la 
perspectiva de género 
 
Como fue señalado en el anterior aparte, la Justicia Comunitaria como conjunto de 
instituciones, procedimientos y mecanismos soluciona conflictos y orienta 
comportamientos basada, según la modalidad a la que corresponda, en las normas 
sociales generadas en la comunidad. Como institución, funciona a partir de un conjunto 
de normas que de manera articulada orientan los comportamientos de las personas y la 
diversidad de actores sociales adscritos a la comunidad. Así mismo, cuenta con 
operadores y operadoras de justicia que aplican las normas en cada caso pero al mismo 
tiempo dan vida al derecho. Para ello, hacen uso de herramientas o mecanismos a través 
de las cuales actúan en la solución de conflictos, entre ellos, la mediación y la 
conciliación son a los que más acuden. 
 
Teniendo en cuenta lo anterior, se pretende en las siguientes líneas, a partir de la 
perspectiva de género, señalar tres críticas acerca de las maneras en que esta 
modalidad de administración de justicia trata a las mujeres. En primer lugar, se señala el 
carácter autoritario y discriminatorio de algunas normas sociales hacia las mujeres. En 
según lugar, el sesgo de las operadoras y operadoras de este tipo de justicia a la hora de 
actuar, pues en ocasiones, parecieran mantener y reproducir normas sociales 
patriarcales. Por último, la tercera crítica identifica las falencias de los mecanismos de 
gestión de conflictos, concretamente del modelo conciliatorio en los casos de mujeres 
que con víctimas de violencias en las relaciones de pareja. 
 
2.2.1 Normas sociales autoritarias y discriminatorias hacia las 
mujeres 
 
La lógica de algunos órdenes normativos se asume de manera autoritaria y 
discriminatoria como producto del sistema capitalista y patriarcal sobre la base de los 
cuales se ha generado. Estas lógicas que priman tanto en la sociedad y como en el 
Estado, llena de contenidos a los sistemas normativos existentes. Por ello, las normas 
sociales pueden contener un carácter diverso derivado del contexto donde surgen. Con 
base en ellas, la Justicia Comunitaria opera en Colombia. Sin embargo, entre las normas 
sociales es posible identificar algunas cuyo carácter es sexista, por lo que terminan 
siendo autoritarias y discriminatorias hacia las mujeres. 
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El sistema patriarcal a partir de las relaciones de poder determina el lugar que ocupan 
tanto mujeres como hombres, así como los roles41 de género de manera desigual e 
inequitativa. Este orden de género constituido, se encuentra inscrito en las normas 
sociales y jurídicas, es decir, en el derecho que como institución se configura a partir 
dichas normas y permite la reproducción de las prácticas sociales y culturales en la 
sociedad y el Estado. 
 
Según Sierra (2005, p. 207), las ―costumbres‖ condensan relaciones de poder que 
muchas veces se instauran sobre la subordinación de las mujeres, por lo que ciertas 
prácticas sociales pueden resultar dañinas para la integridad y dignidad de las mujeres. 
Así las cosas, el derecho con base en el que se administra justicia comunitaria, esta 
permeado por dichas relaciones de poder de carácter patriarcal que suponen un orden 
desigual e inequitativo entre hombres y mujeres. 
 
En este sentido, las normas sociales generadas en el sistema patriarcal resultan ser 
sexistas en la medida en la que suponen la superioridad de los hombres sobre las 
mujeres consideradas inferiores, estableciendo así los privilegios para ellos y la 
subordinación de ellas. Una de sus principales formas es el androcentrismo que fija el 
punto de vista del mundo desde el ángulo masculino y establece al hombre varón como 
parámetro dominante en todos los ámbitos de la vida.  
 
Existen en las comunidades normas sociales de carácter sexista que privilegian a los 
hombres, por ejemplo en el acceso a recursos. También particularmente androcéntricas 
con base en las que se configuran espacios de poder y de solución de conflictos en 
ámbitos como el doméstico y el comunitario. En estos escenarios se hacen mas 
evidentes aquellas normas sociales sexistas cuyo carácter es primordialmente autoritario 
y discriminatorio hacia las mujeres. 
 
Entre las normas sociales que pueden distinguirse como autoritarias, se encuentra 
aquella que centra la toma de decisiones y la distribución de recursos al interior de la 
familia y de la comunidad en los hombres, pues parte de considerar que ellos cuentan 
con capacidades derivadas de las características biológicas con las que nacieron. Es 
decir, en razón del sexo se establece arbitrariamente el rol de género que ocupan 
hombres y mujeres en el ámbito doméstico y comunitario, entre otros ámbitos, basado en 
jerarquías, poderes y valoraciones desiguales e inequitativas, en suma patriarcales en las 
que prevalece la dominación masculina. 
 
Este orden patriarcal de las familias se evidencia en consideraciones que el 45% de la 
población considera que los hombres son la cabeza del hogar y el 46% que las familias 
que cuentan con un hombre tienen menos problemas (Programa Integral contra 
Violencias de Género, 2011, p. 123), lo que demuestra que persisten las relaciones 
autoritarias y la jerarquía masculina, de tal forma que prima esta norma social al interior 
de las familias. 
 
                                               
 
41
―Desde las Ciencias Sociales se utiliza el constructo <<rol>> para referirse a la posición que un individuo 
ocupa en una estructura social organizada, a las responsabilidades y privilegios asociados a esa posición y a 
las reglas de conducta que gobiernan las interacciones de los individuos‖ (González, 1999, p. 84). 
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Otra de las normas sociales tiene que ver con que las mujeres deben asumir 
primordialmente las responsabilidades en el ámbito privado. Así, se asigna 
arbitrariamente a las mujeres no sólo el rol caracterizado por la debilidad y la maternidad, 
sino que se les impide tomar decisiones y acceder a recursos, lo que termina 
configurando una suerte de discriminaciones de género hacia las mujeres. Consecuencia 
de esta norma social, ha sido asignado a los hombres el ámbito público y el mundo 
productivo de la mano de privilegios y las mujeres el ámbito privado y el mundo 
reproductivo, con lo que han sido afectadas por relaciones de subordinación que traen 
consigo diversos tipos de violencias y una distribución inequitativa de los recursos y 
funciones sociales como el trabajo del cuidado. 
 
Este orden de género en el ámbito doméstico, primordial en la reproducción de la vida, 
termina siendo tan sólo un reflejo o escenario de réplica de las relaciones de género en 
diversos ámbitos. Así, ―(…) la familia patriarcal con raíces profundamente arraigadas en 
la cultura, es vista como un escenario de reproducción de la vida social, en donde el 
hombre representa lo público, la política, el dinero, las capacidades de negociación, la 
proveeduría, las sabiduría y las mujeres representan lo privado, el cuidado, la ternura, la 
conciliación, los afectos, los instintos y la procreación‖ (PIVG, 2011, p. 45) 
 
Las normas sociales asignan también pautas de comportamiento que constituyen la 
masculinidad de los hombres, principalmente ligada a la dominación, la dureza y el 
honor. En Colombia, en particular en Bogotá, se señala que estas pautas de 
comportamiento se basan en la cultura del ―macho machito‖, como fue nombrada en un 
reciente informe, que identifica normas sociales que suponen la violencia como una 
característica masculina ―los hombres son guaches por naturaleza‖, y que establece 
como uno de los patrones de ser masculino el demostrar a través del ejercicio de la 
fuerza sus capacidades: ―sea hombrecito, no se deje‖. Mas aún, ser hombre implica 
ejercer violencia: ―sea varón, dele en la jeta‖. Según el informe, ―la cultura del macho 
machito es un generador de violencia‖ (Corpovisionarios, 2013, p. 10) pues en las 
normas que conforman esta cultura se promueven y justifican estos hechos, entre ellos, 
los ejercidos en ámbitos domésticos como la pareja y la familia, principalmente hacia las 
mujeres. 
 
La profundización del rol de género masculino recrudece normas sociales que basadas 
en la división sexual establecen la fuerza, la dureza, el honor, la sexualidad y el ejercicio 
de control sobre las mujeres como las características que constituyen la masculinidad, 
sobre las cuales actúan los hombres y frente a las que se establecen las sanciones que 
implica su desacato. Así lo confirma el Programa Integral contra Violencias de Género 
(2011, p. 97 y 98) que en un estudio encuentra que un 40% de las personas encuestadas 
esta de acuerdo con que para ser hombre hay que ser aguerrido o valiente y que al 40% 
de los hombres les daría vergüenza salir corriendo de una pelea. 
 
Es posible también identificar otra norma social que establece que las mujeres son 
propiedad de los hombres y una extensión de la dominación y control masculino (PIVG, 
2011, p. 45). Con base en esta norma se discrimina a las mujeres, en particular, se 
ejerce violencia con el ánimo de controlar su autonomía y mantener las relaciones de 
poder desiguales y subordinantes. Es decir, a través de la violencia se pretende 
mantener las normas sociales que configuran el orden de género existente y demostrar 
social y políticamente quién tiene el poder en la sociedad.  
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Dentro de este carácter dominador propio de la masculinidad, es común encontrar entre 
las razones de los hombres que cometen feminicidios –homicidios de mujeres por el 
hecho de ser mujeres- afirmaciones como ―la mate porque es mía‖ o ―si no es mía, no es 
de nadie‖. Así mismo, conforman esta norma social ideas como que ―los hombres de 
verdad son capaces de controlar a sus mujeres‖ o que ―los hombres violentos con las 
mujeres son así porque tienen que hacerse respetar y demostrar quien manda en la 
casa‖. Mas grave aún, el 36% de los hombres considera que una buena esposa debe 
obedecer a su esposo, así no este de acuerdo (PIVG, 2011, p. 101 y 124). 
 
La violencia se convierte en la sanción a quienes decidan incumplir dichas normas 
sociales que establecen los roles de género y transgredan con ello el orden de género 
que ubica a hombres y mujeres en un lugar en la sociedad. En concordancia con ello, 
―uno de cada diez hombres considera que una mujer debe aguantar la violencia del 
marido para mantener unida a su familia (… y) una de cada diez personas justifica 
pegarle a una mujer cuando ha sido infiel‖ (PIVG, 2011, p. 106 y 107). Estas normas 
acarrean también la legitimación social de la violencia hacia las mujeres.  
 
Por otro lado, en la justicia comunitaria reconocida indígena, las mujeres han cuestionado 
y visibilizado que esta administración de justicia ancestral no sólo se encuentra en manos 
de hombres sino que las decisiones se toman, se solucionan los conflictos, se asignan 
privilegios y se accede a recursos, con base en normas sociales patriarcales que 
conforman el derecho consuetudinario,y que en muchos casos viola los derechos y la 
dignidad humana de las mujeres indígenas (Nuñez, 2009). 
 
Estas normas sociales sexistas resultan ser entonces autoritarias en la medida en que 
imponen una orden de género patriarcal y una única manera de ser mujer en la sociedad, 
con lo que mantienen las relaciones de poder propias de este ordenamiento social. 
También discriminatorias, pues a través de ellas se excluye y restringe a las mujeres de 
ciertos recursos y privilegios sociales, políticos y económicos, en suma de ámbitos de 
poder en los que no se da, por ejemplo, un trato igual al de los hombres. En consonancia 
con la Convención de eliminación de todas las formas de discriminación hacia la mujer 
conocida como CEDAW –por sus siglas en inglés-, estas normas buscan menoscabar o 
anular el reconocimiento, goce o ejercicio de los derechos y libertades de las mujeres, 
pero más aún, buscan mantener el orden de género patriarcal que establece la 
subordinación y desigualdad de las mujeres. 
 
Este orden desigual tiende a acentuarse en sociedades en las que son comunes las 
situaciones de violencia y en contextos antidemocráticos, por lo que la justicia 
comunitaria puede traer consigo riesgos (Uprimny, 2000) derivados de las normas 
sociales que estructuran el orden actual de la sociedad. Entre ellos, parafraseando los 
riesgos generales mencionados por Uprimny, la generación de resultados injustos para 
las mujeres, degenerar en prácticas de violencia hacia las mujeres, trivializar sus 
demandas, desactivar el movimiento de mujeres y descargar algunas obligaciones del 
Estado. 
 
Este conjunto de normas sexistas, autoritarias y discriminatorias hacia las mujeres, 
establecen un orden de género que determina el derecho con base en el cual se 
solucionan los conflictos en ámbitos como la familia. Entonces, ―el derecho es un 
universo simbólico, esto es un mundo de signos y de significados cuyo alcance normativo 
depende de cómo vienen concretamente entendidos y practicados (..) por eso (…) existe 
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una interacción constante entre sentido del derecho y práctica social, entre cambios 
jurídicos y cambios en el sentir común y en el imaginario colectivo‖ (Ferrajoli, 2003, p. 
16). 
 
El derecho entonces configura y da sentido al orden social y a la vez es conformado por 
él. En el caso colombiano, el contexto está regido por valoraciones simbólicas y 
relaciones de poder patriarcales que dan forma a las normas sociales con base en las 
que las y los operadores de justicia comunitaria tramitan la conflictividad presente en sus 
comunidades. En el uso de normas sexistas o en el alejamiento de ellas, quienes operan 
la justicia se ubican en un lugar no sólo en las dinámicas de administración de justicia 
sino en la configuración del orden social. 
 
2.2.2 Sesgo de los operadores y operadoras de justicia 
 
En algunas comunidades, las normas sociales autoritarias y discriminatorias 
mencionadas en el anterior aparte, conforman el sentido común con base en el que actúa 
la justicia comunitaria. A partir de allí, las y los operadores de justicia administran justicia, 
realizan su labor basados en las consideraciones acerca de lo justo que las comunidades 
instituyen con base en las normas sociales que primen en cada contexto. Esta labor de 
interpretación y aplicación de dichas normas es realizada en el marco de un sesgo 
derivado de cuatro elementos: participación mayoritaria de hombres como operadores de 
justicia, enfoque basado en estereotipos y prejuicios sexistas; ausencia del género como 
perspectiva relevante para el manejo de la conflictividad y precaria formación en el 
enfoque de género (Jiménez, 2006). 
 
Frente al primer hecho es posible identificar experiencias de justicia comunitaria en las 
que existe un monopolio masculino en la participación como operadores sustentado en 
patrones culturales arraigados que ligan a las mujeres con la esfera doméstica, sumado a 
la desconfianza de la participación de las mujeres fuera de la esfera de control masculino 
(Jiménez, 2006, p. 294). Esta inequitativa participación se refleja por ejemplo en pueblos 
indígenas en los que tanto las autoridades como quienes administran justicia son 
mayoritariamente hombres debido a los patrones culturales establecidos 
tradicionalmente. 
 
En relación con el segundo hecho, en los procesos de justicia comunitaria se manifiesta 
el sexismo en diversas formas. Una de ellas son los prejuicios presentes en las 
decisiones que reflejan las estructuras discriminatorias de la comunidad en la que se 
generan. Estas estructuras determinan de manera diferencial las condiciones en que las 
mujeres acceden a bienes simbólicos y materiales, lo que acarrea una desventaja para 
las mujeres en relación con los hombres (Jiménez Jara, 2004, p. 31 y 32). 
 
Particularmente, los prejuicios de género son una de aquellas formas de estigmatización 
social generada por el sistema patriarcal en especial hacia las mujeres. El prejuicio es 
una opinión sin conocimientos, resultante del miedo o la desconfianza hacia ideas 
diferentes de las propias o hacia grupos que han sido estigmatizados en la sociedad, de 
tal manera que de acuerdo al lugar y momento histórico, terminan convirtiéndose en la 
forma en la que se justifican las acciones o reacciones, generalmente negativas, hacia 
alguien o algo (Gómez M. M., 2006, p. 20 y 21).  
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Estos prejuicios están enraizados en las normas sociales y en el orden de género 
establecido en la sociedad y la cultura, por lo que terminan siendo constituidos en 
colectivo y por grupos hegemónicos masculinos que temen o siente una amenaza frente 
a su pretensión de sostener los arreglos de género y con ello los privilegios y recursos 
asignados. Se justifican en generalizaciones producidas y reproducidas en un contexto 
en que el colectivo ofrece legitimidad al grupo hegemónico (Gómez M. M., 2006 , p. 23). 
Con este objetivo se generan hechos de violencia que basada en prejuicios, se configura 
como una expresión de la discriminación de género. Especialmente la violencia basada 
en género hacia las mujeres es una muestra de la misoginia que como norma social 
existe en la sociedad y que es considerada legítima más no reprochable.  
 
En cuanto a los estereotipos, de manera similar a los prejuicios, éstos surgen del 
contexto social y su función es ayudar las personas a ajustarse a las normas sociales 
aprendidas, y a mantener y preservar aquellas que son ventajosas según el contexto. 
Sus funciones radican en el valor funcional y adaptativo que permite comprender el 
mundo simplificada, ordenada, generalizada y coherentemente, más aún, facilitan 
información que permite la predicción de acontecimientos futuros (González, 1999).  
 
Otra de sus funciones, relacionada con la socialización, tiene que ver con la identidad 
pues facilitan la pertenencia, aceptación o identificación a un grupo de acuerdo a los 
estereotipos dominantes establecidos previamente y que terminan categorizando a los 
miembros de la comunidad. Tienen además la posibilidad de persistir en el tiempo y a 
través de varias generaciones siempre que no necesite algún cambio adaptativo o de 
superviviencia. Un cambio se produce en el momento en que se modifican los roles, con 
lo que los estereotipos se adaptan y entran a reflejar los nuevos desempeños sociales 
(González, 1999). 
 
En este sentido, entre los estereotipos sociales, se distinguen los estereotipos de género, 
considerados como normas sociales que mantienen y preservan prototipos o modelos 
sociales que asignan a hombres y mujeres características, roles y cualidades de acuerdo 
a la construcción sociocultural de las relaciones de género. En general, los estereotipos 
de género asignan a las mujeres modelos sociales sexistas en los que sostienen las 
relaciones de subordinación y desigualdad. Por ejemplo, alrededor del embarazo se han 
configurado estereotipos de género en la medida en que las normas sociales conllevan a 
que las mujeres y los hombres asuman roles diferentes y origina una división desigual de 
tareas sociales masculinas y femeninas como modelo a seguir socialmente. 
 
Tanto los prejuicios como los estereotipos de género pueden hacer parte de la actuación 
de las operadoras y operadores de justicia comunitaria. En la lectura de los casos, de las 
partes involucradas, del justo comunitario y de la comunidad, así como en su intervención 
y decisiones, éstos entran a jugar un papel importante, mas aún teniendo en cuenta la 
amplia gama de normas sociales sexistas que configuran las comunidades en las que 
operan la diversidad de figuras en los procesos de justicia comunitaria.  
 
A través de su actuación de acuerdo al contexto, las y los operadores de justicia pueden 
ayudar a mantener y sostener prejuicios como la misoginia generadora de discriminación 
y violencia hacia las mujeres o de estereotipos como la debilidad de las mujeres que las 
excluye del desarrollo de ciertas labores y de la toma de decisiones.  
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En algunas experiencias de justicia comunitaria como la indígena, han sido identificados 
los prejuicios y estereotipos que priman en las autoridades de algunos pueblos indígenas 
(Nuñez, 2009), mas aún, se ha señalado la ausencia de sensibilidad de género en las 
autoridades de la justicia propia, así como la presencia de algunos que descalifican y 
ofenden a las mujeres y las ubican en un lugar social determinado que, por ejemplo, en el 
mundo del trabajo tan sólo las considera aptas para el ―servicio doméstico‖ 
(Organizaciones e iniciativas de mujeres indígenas de Colombia, 2013, p. 16). 
 
En relación a la ausencia del género como perspectiva relevante para el manejo de la 
conflictividad en la justicia comunitaria, han surgido múltiples argumentos que reflejan la 
manera en la que se obvian las relaciones de género, en la que se elude la incorporación 
del enfoque de género o en la que se pretende dar más valoración a otras realidades 
sociales distintas a las de las mujeres, a la hora de tramitar los conflictos.  
 
Jiménez (2006, p. 297 y 298) señala que los operadores y operadoras justifican no 
considerar esta perspectiva basados en cinco tipos de argumentos. El primero, tiene que 
ver con la imparcialidad o ―neutralidad frente al género‖ como valor preponderante en el 
ejercicio jurisdiccional. El segundo, condicionado por la lectura que realiza el actor frente 
a las relaciones entre los sexos, por ejemplo, frente a la no transformación de relaciones 
de poder que generan violencia hacia las mujeres. El tercero, pretende que la atención 
del operador se detenga en el conflicto mas no en las causas que lo generaron. Como 
cuarto argumento, se resalta la consideración tan sólo en los casos de violencia 
intrafamiliar a partir de consideraciones de género. Por último, se sustenta que son las 
condiciones de distribución de la riqueza y las estructuras las que determinan la 
conflictividad, no el género. 
 
Esta autora (Jiménez, 2006) también señala que los programas de formación a 
operadores y operadoras no contemplan a la perspectiva de género de manera 
específica y preponderante pues no se involucra en las temáticas a desarrollar ni en las 
pretensiones de transformación que enmarcan estas experiencias. Por lo que no cuentan 
con parámetros que específicamente traten de manera adecuada la conflictividad de 
género, pero menos aún, que propendan por la transformación de las estructuras 
patriarcales, la inequidad de género y el androcentrismo o por la reflexión sobre la 
relación del género con variables como la etnia y la clase. 
 
Estos cuatro elementos evidencian el sesgo presente en las y los operadores pues se 
restringe la participación de las mujeres en tanto operadoras, se reproducen estereotipos 
y prejuicios sexistas, no se involucra la perspectiva de género y es débil o casi nula la 
presencia de este enfoque en los procesos de formación. Con todo ello, la actuación de 
quienes operan la justicia se orienta de manera desfavorable o inadecuada en cuestiones 
relativas al género, lo que en últimas podría terminar inclinando los procesos de justicia 
comunitaria hacia rumbos autoritarios, discriminatorios y patriarcales. 
 
2.2.3 Falencias de los mecanismos de gestión de conflictos 
 
Entre la multiplicidad de mecanismos de gestión de conflictos de carácter 
autocompositivos -en los que la solución del conflicto radica en las partes- o 
heterocompositivos -en los que un tercero o tercera autorizada por las partes determina 
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la solución-, algunas modalidades de justicia comunitaria coinciden en la aplicación del 
modelo conciliatorio como mecanismo autocompositivo de gestión de conflictos.  
 
El modelo conciliatorio considera que las partes involucradas en un conflicto gestionan su 
tramitan con el apoyo o la intervención de una tercera parte encargada de gestionar las 
posibles salidas o soluciones de la situación conflictiva. El interés de este modelo, como 
fue señalado anteriormente, radica en el aumento la calidad de la decisión, en satisfacer 
a las partes y lograr un grado de aceptación en quienes estén implicados en el conflicto a 
solucionar (Ardila, 2000).  
 
Por las múltiples potencialidades de este modelo, en recientes reformas modernizantes 
de la administración de justicia se ha impulsado la conciliación como un mecanismo que 
de manera alterna a la justicia formal, contribuya a la solución de conflictos. Empero, 
entre las consideraciones sobre este modelo se encuentran aquellas perspectivas que 
asumen a este mecanismo tan sólo como un método de privatización de la 
administración de justicia y de descongestión del aparato judicial. Desde otras 
perspectivas, más reconocedoras de sus potencialidad, se concibe a la conciliación como 
un método que aporta en la convivencia, la democratización de la administración de 
justicia, la reconstrucción del tejido social y la paz. Pese a este debate de perspectivas 
que han orientado institucionalmente las políticas en el tema, es de resaltar la promoción 
e impulso de este modelo que en Colombia se ha venido llevando a cabo en las últimas 
décadas.  
 
Por  ejemplo, en modalidades como la Justicia en Equidad, tanto en la Conciliación en 
Equidad y la Justicia de Paz, la conciliación es el principal mecanismo usado a la hora de 
gestionar conflictos. Particularmente en esta última figura, aunque las juezas y los jueces 
de paz tienen la facultad de emitir fallos, en la mayoría de ocasiones se hace uso de la 
conciliación y excepcionalmente del fallo, por lo que es considerada una jurisdicción de la 
conciliación (Ariza Santamaría & Abondano, 2009, p. 22).  
 
Sin embargo, reflexiones sobre el modelo conciliatorio desde la perspectiva de género 
han identificado sus falencias en cuanto a la ―perpetuación de la desigualdad y la 
violación del derecho de acceso a la justicia de las mujeres‖ (Rioseco Ortega, 1999, p. 
575), especialmente en los casos de violencia basada en género debido a que las 
razones o motivaciones de la agresión se fundan en las características relacionadas al 
género. 
 
En Colombia, al interior de las familias las mujeres son víctimas de violencia por parte de 
su pareja, una de las principales violencias basadas en género que afecta sus vidas y 
cuerpos diariamente. Según el informe Forensis (INMLCF, 2013), durante el 2012, la 
segunda causa de agresión en el país es la violencia intrafamiliar. Del total de casos 
(83.898) la violencia de pareja ocupó la mayor proporción con el 64,8%42, entre quienes 
las mujeres fueron las más victimizadas con un 77.7% frente al 22.3% de hombres, 
principalmente en Bogotá, Cundinamarca y Antioquia (Velasco & Lozano, 2013, p. 199). 
 
                                               
 
42
Seguida por la violencia entre otros familiares (18,9%), la violencia contra niños, niñas y adolescentes 
(14,5%) y la violencia contra personas mayores (1,8%). 
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Siguiendo este informe (INMLCF, 2013, p. 220 y ss.), frente a la violencia de pareja la 
proporción de mujeres víctimas aumenta pues corresponden al 88% de los casos frente 
al 12% de hombres. Entre ellas las más afectadas son las mujeres entre 20 y 24 años 
cuyo nivel de escolaridad es de educación secundaria básica para la mayoría (52.1%) y 
el 45.4% se encontraba en unión libre. El principal agresor es el compañero permanente 
(20.496) y el esposo (10.935). Vale la pena resaltar que entre las mujeres pertenecientes 
a algún grupo vulnerable, son las mujeres campesinas o trabajadoras del campo (803), 
pertenecientes a grupos étnicos (258) y las desplazadas (108) las más afectadas por 
este tipo de violencia. 
 
Teniendo en cuenta este panorama, la violencia de pareja hacia las mujeres es 
considerada uno de los tipos de violencias de género que afecta a esta proporción de la 
población, pues son su expresión cotidiana y permanente más común y son producto de 
la valoración desigual de mujeres y hombres ocurrida en el marco de relaciones de poder 
y dominación hacia ellas. Conocida como violencia doméstica, puede ser entendida como 
―toda conducta que por acción u omisión tenga por objetivo causar daño o dolor a la 
pareja mujer, ya sea psicológico, físico o sexual‖ (Rioseco Ortega, 1999, p. 577).  
 
Sin embargo, en el caso colombiano no se reconoce específicamente como violencia de 
pareja hacia las mujeres sino que se cataloga como violencia intrafamiliar43 al delito que, 
pese a ser causado por razones de género, es asimilado a la par con otros diversos tipos 
de violencias que ocurren al interior de las familias, con lo que se pierde la distinción y la 
posibilidad de comprender sus particularidades. En especial, frente a las diferentes 
causas, consecuencias y afectaciones que en estos casos considerados como violencias 
hacia las mujeres, según la ley 1257 de 2008, son producto de las relaciones desiguales 
de poder patriarcales.  
 
En razón de esta causa, las pretensiones del modelo conciliatorio de que las partes se 
encuentren en igualdad de condiciones o de poder, que su participación se lleve a cabo 
de manera voluntaria y que la o el operador de justicia es neutral e imparcial, es decir, no 
favorezca los intereses de las partes, son criticadas desde la perspectiva de género por 
considerarse como un modelo perpetuador de estas relaciones de poder desiguales que 
generan la violencia hacia las mujeres en relaciones de pareja (Rioseco Ortega, 1999). 
 
En relación con la primera pretensión, el modelo conciliatorio desconoce las afectaciones 
físicas y psicológicas y una diversidad de factores generadores de violencia en las 
mujeres. Así mismo, desconoce el posible ciclo de violencia en el que podría encontrase 
una mujer víctima en el que diversos hechos transcurren entre la agresión, el perdón, la 
reconciliación y la tensión (Motta & Sáez, 2008). 
 
Este ciclo repetitivo y sistemático en las relaciones de pareja transcurre en tres fases 
(Rioseco Ortega, 1999, p. 583 y ss.). La primera de acumulación de tensión en la que el 
hombre buscar mantener la jerarquía en la relación por lo que se presentan constantes 
                                               
 
43
Este delito está ubicado en el título VII de los delitos contra la familia, capítulo primero, del Código Penal, 
artículo 229, Violencia intrafamiliar. ―El que maltrate física, síquica o sexualmente a cualquier miembro de su 
núcleo familiar, incurrirá, siempre que la conducta no constituya delito sancionado con pena mayor, en prisión 
de uno (1) a tres (3) años. La pena se aumentará de la mitad a las tres cuartas partes cuando el maltrato 
recaiga sobre un menor‖.  
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discusiones y hechos de violencia psicológica. En esta fase los hechos de violencia son 
menos fuertes que en la siguiente fase. 
 
La segunda, considerada como un estado agudo de golpes en la que por la pérdida de 
control se genera violencia física, sexual y psicológica que terminan por posicionar al 
hombre en su rol dominante y disminuyendo la confianza de las mujeres en sí mismas. 
Por ello, esta fase está acompañada de actos de invalidación del hombre y 
responsabilización de la mujer, pues sentimientos de miedo y culpa o el consumo de 
alcohol terminan trasladando la responsabilidad a la víctima. Esta actitud por parte de las 
mujeres es denominada como síndrome de la mujer maltratada ya que considera un 
trastorno emocional deriva de dichos sentimientos sumados a la resignación, la tristeza, 
entre diversas consecuencias psicológicas de hechos violentos.  
 
En la tercera fase llamada ―luna de miel‖ o conducta arrepentida, luego de las agresiones 
el hombre se muestra arrepentido de los hechos, afectuoso y con promesas de cambio y 
de no repetición de los hechos. Esta actitud hace que las mujeres cedan ante la 
responsabilidad de los hechos y que disminuyan sus niveles de tolerancia de la violencia. 
 
Esta fases están atravesadas por la percepción de incapacidad de la víctima, el 
desamparo aprendido que paraliza psicológicamente a las mujeres y contribuye a su 
permanencia en la relación, sumado a las relaciones de dependencia emocional y 
económica y una cultura del maltrato (Rioseco Ortega, 1999) que establece normas a 
seguir en la sociedad a la hora de tramitar los conflictos basadas en la violencia, el 
control, la dominación y la minimización de los hechos.  
 
Por todo ello, la comprensión de las violencias hacia las mujeres en las relaciones de 
pareja se hace aún más compleja en aquellos casos en los que persisten restricciones a 
la autonomía y capacidad de decidir de las mujeres tan marcadas, internalizadas y 
naturalizadas en la sociedad y que en últimas terminan convirtiéndose en normas 
sociales impregnadas en las dinámicas de convivencia de las personas al interior de las 
familias. 
 
Por las razones expuestas, en el marco de las relaciones de pareja, las partes –mujer y 
hombre en caso de parejas heterosexuales- no se encontrarían en una igualdad de 
capacidades o de poder. Particularmente la mujer se encuentra en una situación de 
vulnerabilidad y afectación que dificulta que de manera autónoma pueda definir el 
problema, proponer soluciones y menos aún debatirlas y negociarlas en paridad de 
condiciones con el agresor en un proceso de conciliación. 
 
En el modelo conciliatorio, la participación de la partes es vista como una forma del 
proceso que cumple la función legitimadora de la democratización del ejercicio de 
autoridad realizada por el o la operadora de justicia, es decir, permite que las partes 
participen en la gestión del conflicto pero al mismo tiempo en la 
construcción/reconocimiento/aplicación de la norma que regirá en el caso.  
 
Sin embargo, por las razones señaladas, también se crítica esta pretensión en cuanto a 
que la participación de las partes se lleve a cabo de manera voluntaria pues las mujeres 
acuden en ocasiones sin información suficiente sobre las capacidades y consecuencias 
de la conciliación, o bajo la presión del agresor o del operador de justicia o más aún en 
condiciones de subordinación y desigualdad frente al agresor.  
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Por ello, es cuestionada también la pretensión del modelo conciliatorio que pasa por la 
búsqueda de la consensualidad con el ánimo de recomponer los vínculos, pues se parte 
del acuerdo de las partes en la manera en la que se resuelve el conflicto y las decisiones 
que a partir de allí se tomen. Pretensión que, en casos de violencia como los 
mencionados, se dificulta dado que las decisiones pueden terminar siendo impuestas y 
los vínculos de poder mantenidos por las actuaciones y decisiones tomadas en el marco 
de la conciliación. 
 
Frente a la tercera pretensión del modelo conciliatorio que parte de que la o el operador 
de justicia es neutral e imparcial, es decir, no favorece los intereses de las partes, se 
cuestiona el rol que asumiría frente a dos partes que se encuentran en desigualdad, 
frente a las mujeres que son víctimas y los hombres como agresores y la manera en la 
que rompería su neutralidad para igualar las diferencias de poder (Rioseco Ortega, 1999, 
p. 597), así como frente a los prejuicios y estereotipos que podrían entrar a jugar a la 
hora de conciliar.  
 
A lo anterior se suma que, pese a que el modelo conciliatorio debería facilitar una 
solución amigable que no sólo sea producto del acuerdo entre las partes sino que aporte 
en la convivencia, termina reforzando normas sociales sexistas en las relaciones de 
pareja que en lugar de ser producto de un acuerdo, son generadas como consecuencia 
de un acuerdo social que determina un rol estereotipado de las mujeres y los hombres. 
 
Con todo ello, el modelo conciliatorio genera obstáculos para que las mujeres accedan a 
la justicia en la medida en que impide que a las mujeres les sean garantizados y 
restituidos derechos como a una vida libre de violencias y a la protección, entre un sin 
número de derechos que se ven afectados por los hechos de violencia -que 
lamentablemente pueden terminar en feminicidios- y que reproducen el estado de 
impunidad frente a las violencias hacia las mujeres en el país.  
 
Empero, junto con las críticas presentadas a manera de puntos de inflexión de la justicia 
comunitaria, es posible identificar también las oportunidades que pueden generar estos 
procesos para las mujeres en miras a mejorar las condiciones adversas ya descritas en 
varios apartes de este documento. 
 
2.3 Potencialidades de la Justicia Comunitaria 
 
Como se ha mencionado, la Justicia Comunitaria aporta en la democratización de la 
sociedad, el Estado, el derecho y la administración de justicia. Son precisamente las 
potencialidades que se mencionarán a continuación las que contribuyen a que esto sea 
posible desde el enfoque de género y particularmente para las mujeres. 
 
Aunque podrían identificarse más apuestas y potencialidades relacionadas con el 
enfoque de género, en adelante se retoman tres de ellas pertinentes para este 
documento. En primer lugar, el acceso a la justicia como ha sido un derecho sumamente 
vulnerado para las mujeres. El segundo tiene que ver con el potencial restaurativos, y el 
tercero que apunta someramente hacia sus capacidades de transformación social y 
cultural de la situación de las mujeres. 
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2.3.1 Acceso a la justicia para las mujeres 
 
Como fue mencionado en el anterior capítulo, las mujeres enfrentan una diversidad de 
dificultades, barreras u obstáculos para acceder a la justicia en el país, bien sea por la 
conformación misma del aparato de justicia estatal o como derivación de problemas 
estructurales de la sociedad. Entre los obstáculos identificados, se mencionó la precaria 
respuesta institucional en cuanto a prevención, atención, denuncia, investigación, 
protección y reparación. En este escenario, la garantía de los derechos de las mujeres se 
ha visto reducida. 
 
Ante ello, la administración de justicia debe procurar la garantía integral de los derechos 
de las mujeres, lo cual implica su protección y la eliminación de barreras de acceso de tal 
forma que se permita al acceso a la administración de justicia de manera formal, en la 
medida en que puedan acudir al aparato de justicia y sustancial en cuanto a la 
satisfacción de sus intereses o la respuesta a sus pretensiones. 
 
Sin embargo, para las mujeres la garantía de derechos de manera efectiva por el Estado 
ha sido precaria, desigual y discriminatoria. Más aún, por medio del sistema de 
administración de justicia el Estado niega y desampara continuamente los derechos con 
lo que contribuye a las condiciones de desigualdad, inequidad y vulnerabilidad de las 
mujeres. Así las cosas, en detrimento de la ciudadanía de las mujeres, la administración 
de justicia restringe su carácter de sujetas de derechos. 
 
Según Ardila (2003, p. 87 y 88),  a lo largo de la historia ―las estructuras judiciales han 
carecido (y la tendencia es a empeorar) de condiciones para ofrecer acceso a sectores 
mas o menos amplios de la sociedad‖ por razones de tipo geográfico, económico y 
cultural. En cuanto a las razones de tipo geográfico, el aparato de Estado no se ubica en 
lugares distantes de los centros de poder.  
 
En este caso, las mujeres que viven en lugares apartados del país como las zonas 
rurales ven restringida la posibilidad de acceder a la justicia debido a las largas distancias 
y las bajas capacidades con las que cuentan para desplazarse a los lugares donde 
puedan acudir al aparato de justicia. En especial, las mujeres rurales que en el país son 
el 46% de la población femenina (PNUD, 2011). Entre ellas, se encuentran las 
campesinas, indígenas y afrodescendientes quienes se ubican en zonas apartadas del 
país.   
 
Siguiendo a Ardila (2003), otra de las razones son de carácter económico en relación a 
los altos costos procesales que no pueden asumidos por algunos sectores sociales  
debido a que no está a su alcance los recursos necesarios para sufragarlos. Entre estos 
sectores se encuentran las mujeres que en ocasiones no cuentan con los recursos para 
sufragar los costos generados por ejemplo en procesos judiciales.  
 
Por ello, los costos además de elevados, tienden a ser regresivos ya que tienen un costo 
relativo más alto para las personas más pobres, que en el caso colombiano son las 
mujeres. En Colombia se ha feminizando la pobreza, lo que implica que es mayor la 
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proporción de mujeres entre las personas pobres. Según el DANE, ―para 2011 a nivel 
nacional, las mujeres presentaron una tasa de incidencia de pobreza monetaria de 
34,7%, y los hombres de 33,5%, diferencia que equivale a 1,2 puntos porcentuales‖  
(DANE, 2012, p. 12). 
 
Estos costos económicos tienen que ver también con los generados a las partes por los 
trámites de un proceso judicial, la energía personal y el tiempo dedicado a la atención del 
caso y los recursos que dejan de recibirse sumado a la morosidad que pueda causarse. 
Todo lo cual, incide en las mujeres debido que socialmente la distribución inequitativa de 
oficios y recursos que se realiza en ámbitos como el familiar por razones de género es 
inequitativa, lo cual contribuye aún más a los costos que pudieran generarles un proceso 
judicial. 
 
Otras de las razones es de carácter cultural en relación a dos aspectos: conocimiento e 
identidad (Ardila, 2003, p. 88). Frente al conocimiento, las mujeres constituyen uno de los 
sectores sociales con un nivel precario de conocimiento de sus derechos y de la manera 
en la que pueden ser protegidos, por lo que les resulta mas difícil acceder al aparato de 
justicia.  
 
Lo anterior es confirmado por el Estudio sobre Tolerancia Social e Institucional a la 
Violencia basada en Género en Colombia (PIVG, 2011, p. 149 y 150) que señala que 
solo el 14% de las mujeres manifestó haber participado en alguna charla o taller sobre 
derechos de las mujeres en el último año y el 67% afirmó no tener conocimiento de las 
leyes para proteger a las mujeres víctimas de violencia. 
 
Siguiendo con el carácter cultural de éstas razones, la identidad tiene que ver con el 
sentimiento que tienen algunos sectores de que la ley y el aparato de justicia están 
alejados y funcionan con sistemas que son incomprensibles en las lógicas y valores que 
les conforman (Ardila, 2003, p. 88). Respecto del alejamiento de la ley y el aparato de 
justicia de las mujeres y sus derechos, las organizaciones de mujeres, mixtas y ONG`s 
han evidenciado la distancia que existe frente a lo que podría ser una manera adecuada 
de tratar, por ejemplo, a las víctimas de violencias basadas en género, entre ellas las 
víctimas de violencia sexual (Corporación Humanas, 2011).  
 
También se ha manifestado la incomprensión por parte de las mujeres cuya cultura es 
distinta de la occidental moderna que prima en el aparato de justicia en cuanto a sus 
lógicas y valores estructurantes, entre ellas las mujeres indígenas y afrodescendientes 
para quienes la identidad propia de sus comunidades étnicas les enmarcan en lógicas 
distintas basadas en su cultura ancestral (Organizaciones e iniciativas de mujeres 
indígenas de Colombia, 2013). 
 
Por las anteriores razones, la justicia comunitaria se considera como una posibilidad de 
acceso a las mujeres a la justicia en términos geográficos, económicos y culturales, entre 
otros aspectos claves. Es una posibilidad de acceso geográfico en la medida en la que 
acerca otras modalidades de administración de justicia a aquellas mujeres que viven en 
zonas alejadas de los centros de poder político y económico en los que se ubica el 
aparato de justicia formal estatal.  
 
Permite también el acceso a la justicia en términos económicos ya que posibilita que las 
mujeres que no cuentan con los recursos necesarios para sufragar los costos que genera 
un proceso judicial, puedan acudir a otras modalidades de justicia gratuitas o en las que 
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se reducen los costos en términos de tiempo y recursos monetarios generados en el 
proceso de justicia formal estatal.  
 
Sumado a lo anterior, la justicia comunitaria también permite generar condiciones para 
que las mujeres cuenten con condiciones culturales en términos de conocimiento e 
identidad en los procesos de acceso a la justicia. No sólo facilita el conocimiento de los 
derechos por parte de las mujeres, también posibilita que los procesos judicial se lleven a 
cabo de acuerdo a las lógicas y valores de la comunidad a la que pertenezcan o con la 
que se inscriban, de tal manera que elementos como, por ejemplo, sus usos y 
costumbres estarán presenten a la hora de acceder a la justicia. 
 
En suma, una de las potencialidades la justicia comunitaria es facilitar el acceso a la 
justicia de las mujeres en términos geográficos, económicos y culturales, de tal forma que 
contribuye a la garantía efectiva de derechos que históricamente vienen siendo 
vulnerados para este sector de la sociedad. A esta garantía efectiva de derechos aporta 
también la posibilidad de llevar a cabo acciones restaurativas, otra de las potencialidades 
de esta modalidad de justicia. 
 
2.3.2 Posibilidades restaurativas para las mujeres 
 
De manera conjunta con el establecimiento del paradigma de la modernidad en el Estado 
y el derecho que pretende el monopolio de la fuerza y del tratamiento de los conflictos en 
dichas instituciones, se estableció el enfoque retributivo en la administración de justicia, 
basado en una interpretación particular del delito como infracción contra el Estado, la 
culpa en relación a la determinación de la responsabilidad del agresor en los hechos, el 
establecimiento de un castigo que aplique una pena e infrinja dolor, y en un proceso 
basado en normas objetivas e impersonales que enmarcadas en un excesivo formalismo, 
no satisfacen los intereses de las partes ni restauran las relaciones sociales (Zapata M. 
L., 2006).  
 
Con base en este modelo de justicia retributiva, el sistema de justicia estatal ha generado 
un sin número de compromisos, expectativas y promesas incumplidas a las mujeres, 
especialmente a las víctimas de violencias. Entre los compromisos, se encuentra la 
primacía del castigo en las prácticas penales que produce la sensación de obtener 
justicia mas no de la solución del conflicto que lo originó (Zapata M. L., 2006). Con ello, 
este modelo reduce la garantía efectiva de los derechos de las mujeres y redunda en una 
situación de desigualdad, vulnerabilidad e impunidad frente a los hechos que las afectan.  
 
Es importante resaltar el alto grado de impunidad y vulneración de derechos que el 
modelo retributivo ha traído consigo para las mujeres, evidenciado en cifras para el caso 
colombiano: ―De acuerdo con la información reportada por la Fiscalía General de la 
Nación, el estado procesal de las investigaciones por los delitos sexuales y la violencia 
intrafamiliar que se tramitaron entre 2009 y 2012, demuestra que entre el 81% y el 90% 
se encuentran en situación de impunidad (…) En relación con el delito de acoso sexual 
(…) se observa que en el periodo comprendido entre 2009 y 2012, se registraron 75 
investigaciones (de acoso sexual), de las cuales, (…) el 90%...se encuentran en la 
impunidad. En materia de feminicidio las autoridades únicamente informan luego de 5 
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años de entrada en vigencia de la Ley 1257 de 2008 la existencia de 18 investigaciones‖ 
(Quintero Benavides, Alexandra, 2013, p. 60 y 61).  
 
A la anterior situación de impunidad, se suma que la baja actuación estatal. En entidades 
como la Fiscalía por ejemplo, durante 2011 se adelantó el trámite de 45.052 casos de 
violencia intrafamiliar de los cuales ―permanecen activos 4.844 e inactivos 40.208, sin 
que se logre identificar el motivo del cierre de casos‖ (Mesa por el derecho de las 
mujeres a una vida libre de violencias, Ley 1257 de 2008, 2013, p. 26). 
 
Frente a este quiebre y debilitamiento del enfoque redistributivo en la administración de 
justicia, múltiples experiencias de justicia comunitaria han impulsado procesos de justicia 
restaurativa con el ánimo de reparar o restablecer las relaciones sociales a partir del 
establecimiento o re-establecimiento de la equidad social, de tal manera que se tengan 
en cuenta el daño, los actores afectados, el contexto y las causas a su alrededor, en 
miras a la creación de espacios en los que se puedan abordar, se ayude a las víctimas a 
superar el hecho y se tomen medidas para fortalecer a la comunidad (Zapata M. L., 2006, 
p. 109 y ss.).  
 
Desde esta perspectiva, se entiende por justicia restaurativa como aquella ―respuesta 
comunitaria al crimen enfocada en manejar los daños infringidos a las víctimas y las 
comunidades, permitiendo que los ofensores asuman su responsabilidad por el daño 
cometido‖ (Gilman, 2003). Esto implica una serie de valores presentes en estos 
procesos: participación voluntaria y activa, respeto mutuo, honestidad, humildad, 
recuperación de las relaciones, aceptación de responsabilidad, empoderamiento y 
esperanza de futuro (Pearson, 2005). 
 
Además de dichos valores, los procesos de justicia comunitaria con enfoque restaurativo 
tienen tanto la posibilidad de incorporar el enfoque de género y servir como herramienta 
para aquellas mujeres que han sido víctimas de violencias, entre otros hechos en los que 
se ven involucradas, por lo que es posible identificar algunas potencialidades de este 
enfoque para las mujeres. 
 
Involucrar el enfoque de género implica reconocer las relaciones que entre hombres y 
mujeres se desarrollan en la comunidad, así como el orden de género que prima en ella, 
y por esta vía, identificar la existencia de conflictos, violencias y afectaciones específicas 
de las mujeres. Así mismo, visibilizar y tener en cuenta las vulneraciones, los daños 
sufridos y los efectos que de manera diferenciada y, en algunos casos desproporcionada, 
se han generado en las mujeres, de tal manera que se pueda contribuir de manera 
adecuada (Guzmán, 2009). 
 
―Incorporar la perspectiva de género (…) permite avanzar en el reconocimiento de la 
existencia de formas específicas de violencia contra las mujeres, así como en que su 
origen se debe a conductas de discriminación y exclusión que las afectan  en una 
sociedad en la que persisten patrones socioculturales patriarcales. También permite 
emprender procesos de transformación de las relaciones de poder desiguales presentes 
en la vida de las mujeres antes y durante la ocurrencia de los hechos que las convirtieron 
en víctimas‖ (Guzmán, 2009, p. 206).  
 
Por ello, desde esta perspectiva de la justicia comunitaria con enfoque restaurativo de 
género, es relevante la participación de las mujeres en los procesos de administración de 
justicia como víctimas y facilitadoras. ―La participación de la mujer en las dinámicas de 
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justicia se entiende, en este sentido, como una estrategia encaminada a la construcción 
de tejidos de vida y la superación del conflicto a nivel individual y colectivo. Se trata de 
entender la justicia como una herramienta de tratamiento comunitario de la violencia en 
sus consecuencias más nocivas‖ (Jiménez, 2006, p. 304). 
 
El fortalecimiento de la participación involucra también que los procesos contemplan la 
acción en pro de componer redes sociales de las mujeres y de apoyo a los procesos de 
mujeres, quienes de manera conjunta actúan como soporte futuro de la comunidad en el 
tratamiento de conflictos de manera colectiva.  
 
En cada caso concreto, este enfoque restaurativo de la justicia comunitaria permite no 
sólo ampliar la participación de los actores afectados, en especial de las mujeres, 
también empoderarlas de tal forma que se incremente su capacidad de incidir y decidir 
en el tratamiento de conflictos y en la eliminación de situaciones de discriminación 
presentes en la sociedad. 
 
Así mismo, la ampliación de la definición de daño, teniendo en cuenta las limitaciones 
frente a la extensión y tipo de vulneraciones sufridas por las mujeres, por lo que la 
identificación del daño debe tener una verdadera dimensión del impacto a las mujeres 
(Guzman, 2009, p. 224), es decir, ampliar la mirada  y considerar el contexto, el origen, el 
impacto y la condiciones en las que se presenta los conflictos a tramitar en los que se 
involucra a las mujeres.  
 
En este sentido, las potencialidades no se reducen a restablecer a las personas al estado 
anterior al hecho o conflicto pues con ello se regresaría a las mujeres, por ejemplo, a un 
estado previo a la violencia. Estos procesos implican generación de herramientas o 
mecanismos que permitan prevenir o evitar hechos, reducir la escalada del conflicto y de 
hechos de violencia, al igual que balancear el desequilibrio de poder y a partir de allí 
promover el cambio de las relaciones de género, siendo esta otra de las potencialidades 
en tanto permite generar transformaciones socioculturales en la situación de las mujeres. 
 
2.3.3 Transformación sociocultural de la situación de las mujeres 
 
En el anterior aparte se mencionaron tres críticas realizadas desde la perspectiva de 
género a los procesos de justicia comunitaria, todas ellas relacionadas con los riesgos 
autoritarios tanto de las normas, como de las y los operadores de justicia y de los 
mecanismos de los cuales se valen para desarrollar su papel en el tratamiento de 
conflictos. 
 
Sin embargo, la conjugación de estos tres importantes elementos desde un sentido 
progresista y emancipatorio permite visibilizar las posibilidades de transformación social y 
cultural de la situación de las mujeres con lo que contribuye a la garantía de sus derecho 
pero sobre todo, al desarrollo de la democracia. 
 
La transformación social y cultural de la situación de las mujeres parte de la identificación 
y el reconocimiento de las relaciones de género y las normas sociales que alrededor de 
éstas prevalecen en las comunidades desiguales, cuyo entorno suele ser patriarcal. La 
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identificación de este contexto de género, le permite a las y los operadores realizar una 
lectura de los actores y los poderes sociales involucrados en el conflicto, de tal forma que 
su lectura del mismo se configura más amplia e involucra situaciones de discriminación 
de violencia que pudieran estar presentes. 
 
Es decir, los procesos de transformación social y cultural de la justicia comunitaria 
implican una lectura integral del contexto en el que se ubica el conflicto a tratar, en 
particular, de las estructuras normativas y de poder en clave de género que se presentan 
en las comunidades, así como la ubicación de mujeres y hombres en ellas. 
 
En aquellos casos en los que se identifiquen relaciones asimétricas u opresivas basadas 
en género, la justicia comunitaria entra a jugar un papel clave no sólo en la visibilización 
de esta situación, también en la medida en que su actuación puede ser progresista. Esta 
última ―se entiende como toda acción, pensamiento y ejercicio que tienda a visibilizar o, 
en el mejor de los escenarios, superar relaciones excluyentes, opresivas y 
discriminatorias‖ (Santos & Ardila, 2006, p. 115). 
 
Estos casos en los que se identifiquen las relaciones mencionadas, son denominados 
como ―casos difíciles‖ pues se presentan en una ―zona de penumbra‖ en la que coexisten 
normas sociales para tratar un conflicto en el que puede que las partes no tengan la 
capacidad o disposición de zanjar la diferencia (Santos & Ardila, 2006).  
 
Al respecto, es importante retomar lo mencionado frente a casos de mujeres víctimas de 
violencias en los que se presentan relaciones asimétricas y opresivas en relación con los 
hombres, razón por la cual la justicia comunitaria puede valerse de estrategias de 
articulación y comunicación en procura de generar espacios deliberativos en los que se 
potencien las posibilidades de transformación de la situación de desigualdad e inequidad 
de género. 
 
―Las relaciones de género, así como los contenidos de la reivindicaciones respecto de la 
dignidad y justicia, se construyen culturalmente. Por tanto (…) el escenario es útil en 
cuanto evidencia los abusos a hombres o mujeres basados en normas sociales que 
asignan rolesy condiciones opresivas en razón al género (…) La confrontación de la 
justicia permite dar cuenta de las normas, los valores y los roles de género y, así, en 
instancias como la conciliación, se reconstruyen las prácticas opresivas a fin de hacer 
valer los reclamos de la parte más débil‖ (Santos & Ardila, 2006, p. 130). 
 
Con todo ello se transforma entonces social y culturalmente el justo comunitario 
establecido por las estructuras normativas de las comunidades que establecen relaciones 
asimétricas y opresivas que estructuran la situación de las mujeres. Así mismo, se 




Las consideraciones teóricas expuestas en este capítulo permiten entrever que la justicia 
comunitaria contribuye en los procesos de democratización de la sociedad, el Estado, el 
derecho y la administración de justicia y en consecuencia con el mejoramiento de la 
situación de las mujeres. A pesar de las críticas, tales como la reproducción en algunos 
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escenarios de la discriminación y violencia de género, tiene un potencial transformador. 
Frente al panorama del sistema de justicia estatal, se constituye en una posibilidad para 
generación de transformaciones progresistas y emancipatorias del orden de género 
establecido en el país. 
 
Sus posibilidades de tratamiento de conflictos, de construcción de convivencia, de 
acceso a la justicia, de generar procesos restaurativos, entre otras apuestas, avisoran no 
sólo el debilitamiento del paradigma moderno frente al Estado y la justicia, también sus 
capacidades transformadoras de la situación de las mujeres junto con las estructuras 
normativas de las comunidades a las que pertenecen.  
 
Se trató entonces de mostrar el agotamiento del paradigma de la modernidad y sus 
pretensiones de monopolización del derecho y la administración de justicia en el Estado, 
al igual que la coexistencia de órdenes normativos, el social y el jurídico. A partir de allí, 
se desarrollan las consideraciones acerca la justicia comunitaria en cuanto a su 
concepto, características, modalidades y principios de regulación. 
 
A partir de tres elementos clave, se describieron las críticas realizadas en cuanto a las 
normas, operadores y operadoras de justicia y los mecanismos que se usan, tratando 
con ello de abrir camino a las potencialidades en el marco de la perspectiva de género, 
en relación a las posibilidades de acceso a la justicia, de promover procesos 
restaurativos y de generar transformaciones sociales y culturales para las mujeres en el 




3. Capítulo 3. Promesas incumplidas de la 
justicia ordinaria y lecciones aprendidas de 
la justicia indígena: oportunidades y retos 
para la justicia en equidad con perspectiva 
de género 
 
Desde el enfoque de género, la exploración de las posibilidades de democratización de la 
justicia comunitaria ha sido poco analizada. Menos aún, en relación a la justicia en 
equidad. Por ello, en este capítulo se pretende identificar las  oportunidades y retos de la 
justicia en equidad a través del estudio de caso de tres experiencias significativas de 
administración de justicia que se analizarán comparativamente y de las que se destacan 
sus potencialidades restaurativas en los conflictos que afectan a las mujeres.  
 
Aunque no se pretende evidenciar el panorama de posibilidades de democratización del 
Estado, el derecho, la administración de justicia y la sociedad de la justicia en equidad en 
Colombia, se espera que en este capítulo se desarrollen algunas potencialidades 
presentes en casos en los que se ven involucradas las mujeres y las relaciones de 
género y se vislumbren aprendizajes para otras modalidades de administración de 
justicia, especialmente de carácter restaurativo.  
 
De acuerdo con lo anterior, a través de la experiencia de AFROMUPAZ se evidenciará la 
manera en la que el derecho y la administración de justicia puede constituirse en una de 
las instituciones del patriarcado que mantiene las condiciones de subordinación de las 
mujeres, en particular, que impide su acceso a la justicia. Esta experiencia es un reflejo 
pequeño de las promesas incumplidas, la situación de ellas administración de justicia y 
evidencia las críticas planteadas desde la perspectiva de género en el país, algunas 
descritas en los anteriores capítulos.  Pese a su adverso contexto, se destacan las 
propuestas restaurativas en cada uno de los casos analizados. 
 
Así mismo, a partir de la experiencia del pueblo Nasa en el Cauca, se visibilizan las 
potencialidades restaurativas de una de las modalidades de justicia comunitaria 
reconocida y se discuten con algunas pretensiones del derecho y la administración de 
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justicia estatal. Esto con la intención de que se rescaten saberes, experiencias y 
lecciones aprendidas útiles para la justicia en equidad.  
 
Este capítulo se desarrolla en tres partes. La primera muestra la manera en que la 
justicia ordinaria ha incumplido las promesas de acceso a la justicia a las mujeres en el 
caso de AFROMUPAZ. En la segunda, se retoman los aprendizajes de la justicia 
indígena del pueblo Nasa y el proceso de las mujeres, con el ánimo de identificar algunas 
potencialidades restaurativas de esta modalidad en casos relacionados con mujeres. La 
tercera parte retoma la experiencia de la Corporación Nacional de Conciliadores en 
Equidad de Soacha y Cundinamarca –CORNACESCUN-, así como en general de la 
Conciliación en Equidad en dicho municipio, en búsqueda de oportunidades y retos para 
la Justicia en Equidad en el país. Las líneas que se desarrollan a continuación no 
pretenden ser una mirada holística de las experiencias sino un punto de partida 
detonador de reflexiones sobre las posibilidades de la justicia comunitaria para las 
mujeres y sus aportes para la justicia en equidad. 
 
3.1 Las promesas incumplidas de la justicia ordinaria: el 
caso de AFROMUPAZ 
 
Una de las promesas del Estado y de la justicia ordinaria, descrita en el primer y segundo 
capítulo, es la garantía del derecho fundamental de acceder a la justicia. Para las 
mujeres en Colombia esta promesa ha sido incumplida, conclusión a la que se llegó en el 
primer capítulo de esta tesis. Muestra de ello es el proceso que ha vivido AFROMUPAZ 
que será retomado en esta sección con el interés de mostrar la manera en que opera la 
justicia ordinaria en la garantía del derecho a acceso a la justicia para las mujeres. 
 
AFROMUPAZ es una organización conformada por un mujeres afro descendientes 
víctimas del conflicto armado que desde hace más de 10 años desarrolla, desde sus 
saberes étnicos ancestrales, desarrollan una labor social y humanitaria en defensa y 
promoción del derecho a una vida libre de violencia para las mujeres. Algunas de ellas 
son madres cabeza de hogar y tienen visibilidad por el ejercicio de liderazgo. 
 
Según AFROMUPAZ (2013), sus principales acciones se dirigen a: 
 
 Creación y fortalecimiento de iniciativas productivas y desarrollo de estrategias de 
promoción y comercialización de las mismas, a partir de los saberes de la 
comunidad, como una alternativa para mejorar sus condiciones socioeconómicas. 
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 Ejecución de acciones de incidencia política, en pro de los derechos de la 
población en situación de desplazamiento, especialmente de las mujeres 
afrocolombianas víctimas del conflicto armado y la violencia sexual. 
 Denuncia y resistencia frente a las acciones violentas dirigidas contra la 
organización. 
 Sensibilización frente a la violencia contra las mujeres, y prevención de las 
misma. 
 Rescate y divulgación de la cultura de las comunidades negras, afrocolombianas. 
 Formación política de la comunidad. 
 
Desarrolla su accionar en un contexto de alta vulneración de derechos y precarias 
garantías estatales. La comunidad enfrenta graves situaciones socioeconómicas de 
desempleo, exclusión social, discriminación y precarias condiciones de salud, educación 
y alimentación, derivadas en parte de su victimización generada por el desplazamiento 
forzado. Muchas de ellas viven en zonas de riesgo por deslizamientos, carecen de 
servicios públicos, escuelas, centros de atención en salud e infraestructura vial. 
 
En la localidad de Bogotá donde se ubican, se presentan situaciones de riesgo como la 
presencia de actores armados y grupos delincuenciales, señalamientos, estigmatización, 
persecución y rechazo social por su condición de víctimas de desplazamiento forzado y 
por el trabajo que desarrollan, machismo, racismo, zonas de riesgos naturales y 
limitaciones de acceso a comunicaciones y transporte.   
 
Teniendo en cuenta lo anterior, en la primera sección se describirán los hechos más 
destacados que configuran el continuum de violencias que afecta a las mujeres y al 
proceso de AFROMUPAZ. En la segunda sección, se analizan las promesas que el 
Estado y la justicia ordinaria han incumplido en términos de acceso a la justicia para 
ellas. Por último, se presenta la propuesta restaurativa de sanación que viene 
impulsando esta organización. 
 
3.1.1 El continuum de violencias de AFROMUPAZ 
 
Los hechos ocurridos durante casi 10 años hacia las y los integrantes de AFROMUPAZ 
permiten identificar un continuum de violencias hacia las mujeres que será descrito en 
adelante con base en documentos internos de denuncia de la organización, en los que 
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recogen en detalle el centenar de sucesos desde mediados de la década del 2000, así 
como a partir de la entrevista realizada a una de las lideresas44.  
 
Parte de su historia acá recogida es considerada como continuum de violencias debido al 
carácter sistemático, conexo, colectivo y escalado de sucesos de violencia física, 
psicológica, sexual, económica y patrimonial que se presentan en un contexto particular y 
que son perpetrados por actores armados ilegales e instituciones estatales por razones 
de género, etnia, clase y situación de vulnerabilidad.  
 
AFROMUPAZ inicia sus labores en el 2001 y se conforma jurídicamente en 200545. Sus 
labores de defensa de derechos humanos46, el trabajo y liderazgo asumido junto con las 
acciones de incidencia desarrolladas, han caracterizado su quehacer desde su 
conformación. A partir de allí serán descritos los hechos que hacen parte del continuum 
de violencias que afecta a esta organización.  
 
Desde mediados de 2005 e inicios de 2006, las lideresas fueron víctimas de hechos de 
violencia por hombres identificados como paramilitares, los cuales fueron denunciados 
ante diferentes instituciones. En el 2005, después de apoyar la toma de docentes del 
pacífico a la Catedral de Bogotá, dos lideresas fueron raptadas por hombres armados 
quienes las manosearon, insultaron y golpearon. En 2006, el coordinador que apoyaba 
con su camión transportando alimentos a familias desplazadas del Programa Mundial de 
Alimentos, fue amenazado en un panfleto junto con otras integrantes. Dichas amenazas 
fueron puestas en conocimiento de instituciones encargadas de brindar protección en 
una reunión realizada días después.  
 
La  autenticidad de la amenaza fue cuestionada y no se establecieron medidas al 
respecto. El coordinador fue asesinado y su esposa herida frente a su hija 23 días 
después de la amenaza. Luego de la denuncia, fueron reubicadas y se entregaron 
celulares a varios líderes de la organización. Tiempo después fueron saqueadas sus 
                                               
 
44
 Estos documentos han sido presentados ante diferentes instituciones estatales como parte de las acciones 
de denuncia y exigibilidad de la organización. La entrevista fue realizada en Bogotá el 3 de enero de 2014 
por Dana Barón Romero. Los nombres tanto de las fuentes como de las mujeres son omitidos por motivos de 
protección y confidencialidad de la organización. 
45
 Se conformaron jurídicamente, entre otras razones, por ser ésta una exigencia para el establecimiento de 
medidas de protección que en esa época fueron solicitadas a instituciones estatales. Producto de dichas 
exigencias, se establecieron las rondas policiales que generaron señalamientos de la comunidad e 
incrementaron el riesgo. 
46
Luego de varios años y de un proceso importante de discusión e incidencia frente al tema, se promulga el 9 
de diciembre de 1998 a través de la Resolución 53/144, por parte de la Asamblea General de Naciones 
Unidas, la ―Declaración sobre el derecho y el deber de los individuos, los grupos y las instituciones de 
promover y proteger los derechos humanos y las libertades fundamentales universalmente reconocidos‖, que 
establece el derecho y deber de promover y proteger los derechos humanos por parte del Estado, 
principalmente, y de los individuos, grupos e instituciones. 
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oficinas y dos de las lideresas fueron amenazas con armas, golpeadas y posteriormente 
desplazadas.  
 
En el año siguiente, nuevamente fue denunciado el panfleto en el que aparecía la lista de 
integrantes amenazados. Se realiza el estudio de riesgo47 que -según informa un 
funcionario pues no les fue notificado el resultado oficialmente-, determinó su riesgo 
como extraordinario, por lo que les suministraron 4 celulares y un chaleco antibalas.  
 
Nuevos hechos de violencia sexual, física y desplazamientos ocurrieron en el 2008 y 
2009. En esta época las mujeres venían realizando acciones de denuncia y organización 
frente a los hechos de violencia sexual que habían sido perpetrados por actores 
armados. Saliendo de una de las reuniones, una lideresa es raptada, interrogada y 
violentada sexualmente. Durante el dictamen del Instituto de Medicina Legal le fue 
manifestado por el funcionario que ―las mujeres negras no sufren hematomas‖, hecho 
que había ocurrido con otras mujeres en situaciones similares.  
 
En 2011, dos lideresas de la organización, reconocidas defensoras de derechos 
humanos que venían siendo víctimas de amenazas verbales y seguimientos, fueron 
víctimas de violencia sexual por parte de integrantes de un grupo armado ilegal. Las 
violaciones de derechos humanos continuaron. En este año, una de ellas se encontraba 
realizando acciones de visibilización de la cultura ancestral de la organización con 
jóvenes cuando fue violentada. Como consecuencia de dichos hechos, la mujer sufre de 
depresión y se aleja del proceso organizativo.  
 
                                               
 
47
 Según el Decreto 4912 de 2011 -que estable el Programa de Prevención y Protección de los derechos a la 
vida, la libertad, la integridad y la seguridad de personas, grupos y comunidades de la UNP, la Policía 
Nacional y el Ministerio del Interior-, el riesgo es entendido como la ―(p)robabilidad de ocurrencia de un daño 
al que se encuentra expuesta una persona, un grupo o una comunidad, como consecuencia directa del 
ejercicio de sus actividades o funciones políticas, públicas, sociales o humanitarias, o en razón al ejercicio de 
su cargo, en unas condiciones determinadas de modo, tiempo y lugar‖ (artículo 3). En consonancia con lo 
anterior, se definen tres tipos de riesgo (artículo 3): 
a) Riesgo ordinario: es aquel al que están sometidas todas las personas, en igualdad de condiciones, por el 
hecho de pertenecer a una determinada sociedad; genera para el Estado la obligación de adoptar 
medidas de seguridad pública y no comporta la obligación de adoptar medidas de protección. 
b) Riesgo Extraordinario: es aquel que las personas, como consecuencia directa del ejercicio de sus 
actividades o funciones políticas, públicas, sociales o humanitarias o en razón del ejercicio de su cargo, 
no están obligadas a soportar y comprende el derecho de recibir del Estado la protección especial por 
parte del Programa, respecto de su población y siempre que reúna las siguientes características: 
específico e individualizable, concreto, presente, importante, serio, claro y discernible, excepcional y 
desproporcionado. 
c) Riesgo Extremo: además de las características del riesgo extraordinario, es grave e inminente.  
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En el 2012, esta organización lidera la realización de una marcha de denuncia de la 
situación de derechos humanos a nivel local. Después de la realización de dicha marcha, 
los hechos de violencia se recrudecen. Graves sucesos se presentan como el asesinato 
de dos participantes en el proceso, quema de algunas viviendas, retención, secuestro, 
violencia física y sexual a algunas integrantes, seguimientos, panfletos, sufragios, entre 
otros hechos. Consecuencia de ello, tuvieron que reubicar a 32 líderes y lideresas de la 
organización y a sus familias con el acompañamiento y apoyo de algunas instituciones en 
lugares alejados de la ciudad. 
 
Entre 2009 y 2012, 26 mujeres integrantes de la organización fueron violentadas 
sexualmente y recibieron 3 panfletos amenazantes. En 2009 fueron asignadas medidas 
cautelares por parte de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos48. Sin 
embargo, los seguimientos, coronas fúnebres, amenazas, siguieron siendo las 
constantes en este periodo. Mas aún, dos de las lideresas fueron nuevamente víctimas 
de tortura y violencia sexual y un integrante fue asesinado en 2012.  
 
En 2013, dos lideresas, luego de una reunión con una institución, fueron retenidas, 
golpeadas, torturadas y abandonas en un municipio a las afueras de Bogotá con una 
nota que fueron obligadas a escribir, dirigida a la presidenta de la organización, en la que 
la insultan y amenazan. Otra de las lideresas del proceso, que cuenta con esquema de 
seguridad desde 2011 y según el estudio de riesgo se encuentran en riesgo extremo, 
sigue siendo víctima de seguimientos, ha recibido sufragios en la casa, panfletos 
amenazantes, lanzamiento de artefactos explosivos en su vivienda e intentos de 
asesinato. 
 
Para AFROMUPAZ, la violencia sexual ha sido usada contra las mujeres como un 
instrumento de guerra, para callar y desarticular el trabajo organizativo de la Asociación y 
desestabilizar el proceso que vienen desarrollando. Consideran que los hechos 
registrados de violencia sexual ocurridos en el contexto del conflicto armado que han 
denunciado y visibilizado, tienen el objetivo de generar desplazamientos, acallar 
liderazgos, humillar y castigar. Son en sí mismo una forma de tortura: ―paradójicamente 
se nos pregunta cuando denunciamos si hemos sido víctimas de tortura sin tener en 
cuenta que hemos sido sometidas a las armas, los golpes, las amenazas verbales y 
sicológicas, la retención forzada, la humillación y el miedo de ser asesinadas, entre 
otros‖, afirma una de las lideresas entrevistada.  
 
                                               
 
48
 En el Sistema Interamericano de Derechos Humanos, la Comisión tiene la facultad de proferir por iniciativa 
propia o por solicitud, medidas cautelares, y solicitar a la Corte que establezca medidas provisionales. 
Cualquier persona puede solicitar las medidas cautelares ante la Comisión, estando o no en curso una 
denuncia de un caso en esta instancia. Antes de ello, si la situación no es de extrema urgencia, solicita 
información a los Estados.  
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El impacto generado por estos hechos es muy grave. Las mujeres de AFROMUPAZ 
describen que entre las afectaciones a su salud más comunes derivadas de éstos 
hechos, se encuentran dolores físicos permanentes (dolor de cabeza, de cintura, de 
espalda, de pecho, en las áreas genitales, etc.), pérdida del sueño, depresión, angustia, 
tristeza, rabia y enfermedades de transmisión sexual. A la humillación de ser violentadas 
delante de su familia, se suma la ruptura de vínculos familiares, la inestabilidad 
económica a causa del desempleo o la falta de un empleo remunerado, los constantes 
seguimientos y desplazamientos ocurridos, la estigmatización, culpabilización y 
juzgamiento social, todo lo que las pone en situación de riesgo. 
 
Este sin número de hechos graves de violencia vulneran los derechos humanos de las 
mujeres, en particular, el derecho a una vida libre de violencias y son considerados 
producto de la discriminación de género y las relaciones de poder existentes en el país. 
Los hechos repetitivos, los actores que al parecer son los perpetradores, el contexto y 
escenarios de ocurrencia, los tipos de violencia perpetrados, sus similitudes en modos y 
lugares, configuran el continuum de violencia de AFROMUPAZ. Expresan también las 
debilidades del Estado en la garantía de derechos y la erradicación y prevención de 
todas las formas de violencias hacia las mujeres, una de las promesas incumplidas de la 
justicia ordinaria. 
 
3.1.2 “Yo ya no espero nada de la justicia”: las promesas 
incumplidas de la justicia ordinaria 
 
Principalmente desde la promulgación de la Constitución Política de 1991, acceder a la 
justicia es considerado un derecho fundamental. Como ya fue mencionado en el capítulo 
anterior, el acceso a la justicia implica la garantía de derechos, poder acudir al aparato de 
justicia, dar respuesta a las pretensiones y satisfacer los intereses que motivan a las 
mujeres a acudir a la administración de justicia. 
 
Para las mujeres de AFROMUPAZ esta promesa del Estado y de la justicia ordinaria de 
garantía de su derecho de acceder a la justicia de manera efectiva ha sido incumplida. 
Como se verá en las siguientes líneas, existe un desinterés de terminar con el continuum 
de violencias del que son víctimas las mujeres. Son múltiples los aspectos en los que la 
justicia ordinaria les ha fallado y proporcionales las exigencias y acciones llevadas a cabo 
por la organización.  
 
Ante los hechos recogidos en el anterior aparte, las mujeres han puesto en marcha un 
plan que contempla cuatro acciones claves: i. denuncia ante las instituciones estatales de 
los hechos de violencias de los que son víctimas en el ejercicio de la defensa de los 
derechos humanos; ii. orientación y acompañamiento a integrantes de la organización y 
de la comunidad; iii. apoyo jurídico para restablecimiento de derechos por medio de 
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derechos de petición y acciones de tutela; iv. interlocución y gestión institucional para 
aplicación de medidas atención, prevención, protección y reparación. 
 
Empero, no han obtenido los resultados que esperaban. Frente a la primera acción, hasta 
el momento no hay resultados de las denuncias interpuestas ni de la judicialización de los 
responsables de los hechos. En palabras de la mujer entrevistada: ―hemos puesto 
cualquier cantidad de denuncias en la Fiscalía sin ningún tipo de resultado, sin que pase 
nada‖. Contrariamente, algunas de sus denuncias han sido archivadas.  
 
En cuanto a la orientación y acompañamiento, han apoyado a comunidad víctima de 
desplazamiento, adultos mayores, madres cabeza de hogar, mujeres lactantes y 
gestantes en situaciones de vulnerabilidad, para quienes la respuesta del Estado ha sido 
precaria. Pese al apoyo jurídico y las acciones de incidencia desarrolladas en este 
ámbito, las instituciones desacatan tanto las acciones de tutela, los derechos de petición 
como los fallos promulgados. Así mismo, han interlocutado con diversas instituciones 
estatales sin obtener resultados o respuestas adecuadas, luego de realizar diversas 
solicitudes, sostener múltiples reuniones, establecer un sin número de compromisos y de 
gestionar apoyos. Las instituciones a las que más han realizado exigencias son la 
Fiscalía General de la Nación y el Ministerio del Interior. Tuvieron que realizar acciones 
de incidencia en altos niveles de las instituciones para que les brindaran algunas 
medidas de protección y fueran unificados sus casos. 
 
En 2011 esta organización realizó una serie de encuentros en varias ciudades del país 
con el objetivo de abordar el impacto del conflicto armado en las mujeres, en particular la 
violencia sexual. De estos talleres, para AFROMUPAZ fue posible identificar patrones de 
victimización de las mujeres y una situación de vulnerabilidad e impunidad enorme: 
 
 De 336 participantes, 297 habían sido víctimas de algún hecho de violencia sexual 
por parte de grupos armados, incluyendo grupos legales en porcentajes mas bajos. 
 De las 297 víctimas participantes, sólo 36 habían denunciado ante las instituciones 
competentes sin ningún resultado, por el contrario sus victimarios en algunos casos 
tenía conocimiento de la denuncia. 
 De las 297, 132 lo habían comentado con algún miembro de la familia y otras 
personas que en muchas ocasiones las censuran y las culpabilizan. Las otras nunca 
lo habían comentado para no exponerse. 
 
Esta situación expuesta vislumbra que en términos geográficos, económicos, 
restaurativos y culturales, este modelo retributivo de justicia aleja cada vez más a las 
mujeres de la posibilidad de que sus derechos sean garantizados. En cuanto a la 
posibilidad geográfica de acceder a la justicia, las integrantes de AFROMUPAZ viven en 
zonas alejadas de los centros urbanos o en la periferia de ciudades grandes, lo que 
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sumado a la poca presencia local o centralización en ciertas zonas de las ciudades y 
tiempos de traslado a instituciones como la Fiscalía, les dificulta el acceso a la justicia.  
 
En términos económicos, las mujeres se encuentran en situaciones de vulnerabilidad que 
desincentivan o reducen sus posibilidades de generar recursos, el apoyo para la 
generación de iniciativas productivas es precario, las exigencias de tiempos, 
responsabilidades del cuidado y recursos necesarios para continuar con los procesos 
judiciales son altos, por lo que las dificultades de acceso en términos de costos 
aumentan. 
 
Por otro lado, el enfoque retributivo en el que se basa la justicia ordinaria, ya descrito en 
el segundo capítulo, ha generado un sin número de compromisos, expectativas y 
promesas incumplidas a las mujeres, especialmente a las víctimas de violencias. Entre 
los compromisos, se encuentra la primacía del castigo en las prácticas penales que 
produce la sensación de obtener justicia mas no de la solución del conflicto que lo originó 
(Zapata, 2006). 
 
Precisamente una exigencias de las mujeres son investigación49 y castigo o sanción a los 
culpables de los hechos descritos. En la mayoría de los casos estas promesas han sido 
incumplidas. Los casos se encuentran en investigación por parte de la Fiscalía y ninguno 
ha concluido. No se han generado avances investigativos ni sentencias condenatorias. 
Las mujeres han sido citadas tan sólo para la ampliación de la denuncia y no conocen 
resultados posteriores. El estado procesal de las investigaciones evidencia que el 100% 
de los casos se encuentran en una situación de impunidad, de acuerdo a lo manifestado 
en entrevista a una lideresa. 
 
La lideresa entrevistada considera que castigos como la cárcel empeoran la situación del 
agresor. Serían entonces preferible que las comunidades negras tuvieran una justicia en 
la que ellas y ellos mismos fueran quienes la administraran y que establecieran acciones 
como el reconocimiento del daño y el perdón frente a toda la comunidad.  
 
La ruta de atención no garantiza que las mujeres puedan denunciar sin ser nuevamente 
revictimizadas o amenazadas y en escenarios donde se sientan en confianza para hablar 
de los problemas que las afectan. La falta de garantías en cuanto a la atención, la 
revictimización, las débiles garantías de participación efectiva de las mujeres, las 
                                               
 
49
 Al preguntarle a una de las lideresas acerca de qué espera de la justicia ordinaria, afirma: ―…que hubiera 
un compromiso, que hubiera una investigación más a fondo, que se sentaran con las organizaciones o con 
las mujeres, pero gente sensible a la situación, no que se nos venga en rastra contra nosotras, que 
pudiéramos decir:  nosotras sentimos que por aquí, que estemos dando pistas para decir: mira por allá…que 
por lo menos investiguen y que se sepa qué fue lo que pasó‖. 
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restricciones socioculturales de instancias e instituciones de justicia, reduce aún más las 
posibilidades de acceder a la justicia. 
 
En la entrevista realizada a una de las lideresas, ella comenta el cuestionamiento y 
revictimización por parte de un funcionario de la Fiscalía ante quien instaura una 
denuncia por amenazas. Por la experiencia que ha vivido, considera que esta institución 
no cuenta con funcionarias y funcionarios sensibles al tema. Relata también comentarios 
sexistas y racistas de  operadores de justicia y las exigencias de responsabilidad del 
Estado en la seguridad de las personas y la investigación de los hechos. 
 
En cuanto a protección50, es constante el incumplimiento de las medidas establecidas en 
recientemente en cambios normativos e institucionales, además de seguir siendo 
precarias e inadecuadas frente a la magnitud de los hechos victimizantes, las causas 
estructurales de la violencia, las necesidades y particularidades de las mujeres y de las 
comunidades étnicas. Contrario a lo planteado institucionalmente, sólo algunas de las 
mujeres que se encuentran en riesgo cuentan con medidas de protección y siguen 
estando en situación de riesgo. Igualmente, han tenido dificultades administrativas, por 
ejemplo, en el cubrimiento de los gastos de transporte y la reubicación de algunas de las 
lideresas.  
 
En cuanto al acceso cultural, aunque la asociación viene realizando procesos de 
formación, sensibilización, orientación y acompañamiento, es necesario el apoyo en el 
fortalecimiento e incremento del conocimientos de los derechos humanos y derechos de 
las mujeres. La magnitud de la problemática sobrepasa las capacidades de la asociación. 
En cuanto a su identidad, el ser mujeres afrodescendientes víctimas del conflicto armado 
implica que se involucre el enfoque diferencial y de género todavía precario en las 
medidas estatales. 
 
En este sentido, consideran que las medidas reparación no involucran componentes 
colectivos ni de sanación desde la perspectiva diferencial y de género a partir de la 
cosmovisión propia étnica, cultural, social y organizativa. Tampoco reconocen las formas 
específicas de violencias hacia las mujeres, ni las causas de discriminación que las 
generan, y menos aún propician la participación efectiva de las mujeres.  
                                               
 
50
En cumplimiento de las funciones estatales en materia de protección y especialmente de las estipulaciones 
de la Ley 1448 de 2011 de víctimas y restitución de tierras, el Ministerio del Interior realizó cambios a las 
medidas que en esta materia venía implementado en el país. Dichos cambios se expresan en el 
establecimiento de una Estrategia de Prevención y Protección que contempla la creación de la Unidad 
Nacional de Protección (Decreto 4065 de 2011) como un organismo que autónomamente se encargue de 
ejecutar las acciones de protección, la puesta en marcha de un Programa de prevención y protección 
(Decreto 4912 de 2011) y con éste, el establecimiento de una Ruta de protección interinstitucional. Para la 
protección de las mujeres y en cumplimiento de las demandas de las mujeres y el artículo 50 del Decreto 
4912 de 2011, se crea a través de la Resolución 0805 de 2012, el Protocolo específico con enfoque de 
género y de los derechos de las mujeres, especialmente de las víctimas del conflicto armado. 
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La lideresa entrevistada afirma que la reparación entendida como restablecer a la víctima 
al momento anterior al daño no existe pero en cambio es posible sanar: ―la reparación no 
existe. Para empezar no se puede reparar lo destruido. Es muy difícil la reparación total. 
Yo digo sanar, porque si se puede hacer una sanación. Porque ¿cómo se repara algo 
que no se puede? La idea sería que me trajeran mi hijo pero cómo si no se puede, 
¿cómo se puede reparar una mujer que ha sido víctima de la violencia sexual? es no 
haberlo vivido‖.  
 
Otra de las exigencias es la verdad, según la lideresa entrevistada, implica saber quiénes 
son los perpetradores de las violaciones a sus derechos, qué hacían, por qué perpetraron 
los hechos, a cuántas mujeres abusaron, qué otras personas están involucradas, al igual 
que el reconocimiento de los hechos y el perdón público por los daños causados. Pese a 
las acciones llevadas a cabo por la organización y los avances normativos e 
institucionales del país en los últimos años, el panorama de vulneración, desigualdad e 
impunidad se recruce con el pasar del tiempo. A esto se suma la precaria recomposición 
de las relaciones socioculturales y la transformación de las causas que generaron los 
hechos. 
 
Como fue expresado por una de las lideresas: ―Yo ya no espero nada de la justicia‖, ya 
no esperan que las promesas sean cumplidas. Sin embargo, continúan en su exigencia 
de la adopción de mecanismos adecuados y efectivos de protección, prevención, 
promoción y restitución de derechos para las mujeres, en especial de políticas públicas 
que erradiquen la discriminación de género y tengan en su labor como defensoras de 
derechos humanos. Empero, vienen construyendo propuestas de reparación colectiva 
que, a su entender, incluyen acciones de sanación y reparación a las víctimas de 
violencia sexual y fortalecen las iniciativas que desde los saberes étnicos y culturales se 
vienen desarrollando. Ésta propuesta de AFROMUPAZ será descrita en el siguiente 
aparte.   
 
3.1.3 “La vuelta del perejil”: propuesta de sanación de 
AFROMUPAZ 
 
Múltiples organizaciones han insistido en que hablar de reparación integral tiene que ver 
con involucrar el enfoque diferencial y a su vez prácticas y saberes étnico-culturales 
propios que constituyen la identidad de las comunidades afrodescendientes en el país. El 
canto, la música y el baile hacen parte de las prácticas, rituales y creencias que permiten 
a las comunidades afrodescendientes la reproducción de su cultura y denotan prácticas 
propias de expresión de las vivencias cotidianas, ancestrales y religiosas de estas 
comunidades.  
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Según Serrano, estas prácticas son producto de la historia africana, expresiones 
religiosas y estrategias de resistencia y liberación de la trata de personas o esclavitud, 
por ende, hacen parte de la construcción de la libertad y la posibilidad de ser de las 
comunidades afrodescendientes, herencia del cimarronaje y la rebelión. Por ejemplo, en 
los rituales fúnebres o despedida de los muertos, las mujeres mayores rezan y entonan 
cantos usados sólo para esta ocasión (Serrano Amaya). De manera constante, las 
mujeres cantan mientras realizan sus actividades diarias y cuidan a sus hijas e hijos. 
 
La propuesta de sanación de AFROMUPAZ surge como un acto de memoria y 
recuperación de estas prácticas culturales características de las comunidades 
afrodescendientes. Consiste en generar espacios de sanación y verdad ancestral 
llamados ―La vuelta del perejil‖ que retoma una ronda infantil afrodescendiente del Chocó 
en la que, grosso modo, una niña va a revisar un sembrado de perejil y en este 
transcurso comenta cómo está y brinda regalos a las demás.  
 
La lideresa entrevistada comenta sobre el surgimiento de la propuesta lo siguiente: ―…en 
un momento de crisis muy dura, durísima, pero fuertísima, me mandaron los grupos a la 
casa, me rompieron vidrios y todo, una crisis que viví muy dolorosa y me encerré con mis 
hijos…paré un mes, cero agua, cero nada. La casa vuelta nada, mirando por huequitos, 
cerrando las ventanas. Me acosté un día en la noche y empecé a cantar así y sentí que 
me relaje tanto y relaje a mis hijos. Volví a vivir lo que yo viví en el Chocó: no había luz, 
no había agua, no había nada, pero a la luz de la luna entonces había un cuentero y 
nosotros nos sentábamos ahí toda la noche echando cuentos y la danza, empujábamos a 
alguien para que hiciera modelaje. La pasábamos muy bueno y felices‖.  
 
Según lo comentado en la entrevista llevada cabo, esta ronda adaptada e involucrando 
música y baile, permite que las mujeres expresen sentimientos, sucesos, afectaciones, 
reconocimientos, violencias, entre otros. Paralelamente y con acompañamiento 
psicosocial y jurídico, ellas van plasmando sus sentires en carteleras y reflexionan sobre 
el ejercicio en mesas de trabajo. A medida que las participantes se sienten ―aliviadas‖, en 
confianza e identificadas con otras historias, van compartiendo sus afectaciones con las 
demás y construyendo actos de sanación de manera colectiva. 
 
El objetivo de esta propuesta es ―fortalecer las capacidades y cualidades de las mujeres 
de la organización que desde sus saberes étnicos y ancestrales han venido aportando 
para la sanación de las víctimas y visibilizar y sensibilizar a la sociedad sobre las formas 
de violencia que afectan a las mujeres en situación de desplazamiento y víctimas del 
conflicto armado‖ (AFROMUPAZ, 2013). 
 
Para las mujeres de AFROMUPAZ la sanación como propuesta de reparación de las 
afrodescendientes víctimas es distinta a la promovida estatalmente, pues consiste en 
hacer uso de prácticas propias de su cultura considerando saberes étnicos conservados 
por las mujeres: ―creemos en una sanación desde lo que somos, en nuestros saberes, 
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desde nuestra esencia cultural‖ (AFROMUPAZ, 2013). En este sentido, involucrar los 
cantos, la música y el baile significa para ellas reparar los daños a partir de prácticas 
cotidianas ancestrales de las mujeres afrodescendientes.  
 
A través de dichas prácticas, se promueve el perdón como primer paso para la sanación. 
Limpiarse y perdonarse a sí mismas, para poder perdonar a los demás. La sanación de 
una misma inicia con la puesta en marcha de prácticas de autocuidado del cuerpo y el 
alma: ―uno no puede sanar si el lugar esta inmundo, yo no siento que uno pueda sanar 
en un lugar sucio…si yo la casa la tengo desarreglada, me deprime, llena de cosas, de 
mugre‖, afirmó una de las lideresas. Así, el cuerpo es entendido como aquel territorio 
cuya propiedad y lugar debe ser habitado y transformado por las mujeres. 
 
Entonces, comenta la entrevistada, el ejercicio de perdón implica ―perdonarse‖ a sí 
misma, descargarse de las culpas por haber o no haber hecho una u otra cosa. También 
es una decisión personal. Es necesario también el perdón colectivo, ―perdonarnos, 
perdonar a los demás‖. Incluso ayuda a aliviar la rabia, el rencor, el resentimiento y la 
frustración generada en las mujeres. Este es uno de los primeros pasos para poder 
iniciar el camino de defensa de los derechos.  
 
En estos espacios las mujeres se sienten seguras, protegidas, acompañadas, para 
exponer sus dolores. Son espacios de seguridad y hermandad en los que se sienten en 
confianza y relajadas para compartir sus experiencias. Así mismo, son espacios de 
participación e incidencia en los que a partir de la identificación con las experiencias de 
las demás participantes, les permiten a las mujeres encontrar elementos comunes en las 
demás historias y sentirse recogida en las vivencias de las demás participantes. Al 
ponerse en el rol de las demás, logran convertirse a la vez en una sanadora más. Con 
todo ello, esta propuesta compromete elementos restaurativos que aportan en el 
restablecimiento de las relaciones sociales.  
 
Las mujeres de AFROMUPAZ vienen haciendo frente aguerridamente a un sin número 
de victimizaciones sufridas en los últimos diez años. Esta multiplicidad y sistematicidad 
de los daños ha tenido un impacto incalculable en sus cuerpos, vidas, familias, 
organización y comunidad. Proporcionalmente a los daños causados, la impunidad 
pareciera aumentar con el incumplimiento de las promesas del Estado y la justicia 
ordinaria.   
 
El entramado de hechos rastreado es un ejemplo de algunos elementos que revelan no 
sólo la precariedad, también el carácter patriarcal y discriminatorio de la administración 
de justicia y el derecho hacia las mujeres. A pesar de ello, su proceso organizativo es 
muestra del empuje y la capacidades de participación, movilización e incidencia política 
de las mujeres afrodescendientes víctimas del conflicto armado en defensa de sus 
derechos, mejoramiento de su calidad de vida y construcción de democracia y paz.  
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Frente a la multiplicidad de violencias y de promesas incumplidas por el Estado y la 
justicia ordinaria, AFROMUPAZ ha optado con construir propuestas de sanación a partir 
de prácticas y saberes étnicos ancestrales de las comunidades afrodescendientes. Estas 
propuestas junto con las experiencias que serán desarrolladas en seguida, nutren las 
apuestas de las mujeres en la justicia comunitaria. 
 
3.2 Los aprendizajes de la justicia indígena: la 
experiencia del pueblo nasa y las mujeres en la ACIN 
 
Entre los procesos de justicia comunitaria existentes en el país, es tal vez la justicia 
indígena una de las experiencias más ricas en saberes y aprendizajes en el ejercicio de 
administrar justicia y construir derecho propio. No sólo es una de las  más antiguas -pues 
desde hace cientos de años atrás viene re-produciendo normas, procedimientos e 
instancias, unas ancestrales y otras establecidas en los últimos siglos por influencia de 
las sociedades occidentales-, también es una de las más criticadas desde diversas 
perspectivas.  
 
Sin embargo, esta es una de las modalidades que permite identificar los puntos a resaltar 
de la justicia comunitaria, en consonancia con lo mencionado en el capítulo anterior. Por 
ello, sin la pretensión de desconocer las críticas que desde diversos enfoques como el de 
género y de derechos existen, en este aparte se identifican algunos posibles potenciales 
de acceso a la justicia para las mujeres, en especial aquellas de la justicia indígena que 
podrían ser tenidas en cuenta por la Justicia en Equidad.  
 
En adelante se desarrollarán reflexiones alrededor de una las experiencias más 
reconocidas en el país, el pueblo Paez o Nasa, el CRIC y la Asociación de Cabildos 
Indígenas del Norte del Cauca CXAB WALA KIWE –ACIN-. El análisis se realiza con 
base en las experiencias y saberes de las mujeres nasa entrevistadas y de un caso 
reciente de violencia sexual en el que impartió justicia la ACIN que arroja algunos 
hallazgos frente a la manera en que podrían ser tramitados este tipo de casos en otras 
modalidades de justicia comunitaria.  
 
Estas reflexiones se desarrollan en tres partes. La primera, a manera de contexto social y 
organizativo, describe el proceso organizativo del CRIC y la ACIN haciendo énfasis en 
sus avances de las tres últimas décadas. En la segunda, se hace referencia a la justicia 
propia indígena del pueblo Nasa en cuanto a las reglas generales que rigen los 
comportamientos de la comunidad derivadas de su cosmovisión y las que regulan las 
instituciones (figuras y procedimientos) que gestionan los conflictos. La tercera, resalta 
tres potenciales restaurativos de esta justicia: los caminos de acompañamiento integral a 
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las mujeres víctimas de violencia sexual, la participación de la comunidad y el 
empoderamiento de las mujeres en la gestión de conflictos y el restablecimiento de la 
armonía y el equilibrio. 
 
3.2.1 El proceso del CRIC y la ACIN en el Cauca 
 
El proceso del Consejo Regional Indígena del Cauca –CRIC- y la Asociación de Cabildos 
Indígenas del Norte del Cauca –ACIN- son un referente nacional debido a la fortaleza de 
su estructura organizativa, la resistencia y defensa histórica del territorio, la identidad y la 
cultura, así como por sus capacidades de incidencia política y movilización social. 
 
Uno de los hechos político-organizativos a nivel regional del pueblo Nasa a resaltar es el 
surgimiento del CRIC en 1971 como organización regional indígena del Cauca en la que 
se agrupan los pueblos con presencia en el departamento bajo los principios de unidad, 
tierra y cultura. Junto a la ACIN a nivel zonal, esta organización agrupa al pueblo Nasa 
de la mano de los demás existentes en esta zona del país. En el año de su surgimiento, 
el CRIC define tres principios fundamentales y una plataforma de lucha cuyo objetivo es 
articular y reafirmar los puntos estratégicos del movimiento indígena en el departamento 
y el país. Los principios son: Unidad, Tierra y Cultural.  
 
Como fue mencionado, estas organizaciones desarrollan sus acciones principalmente en 
el Cauca, departamento ubicado en el sur occidente del país. Según el censo de 2005 
tiene 1.268.937 habitantes, de los cuales el 50,62% son hombres y el 49,37% mujeres, 
ubicados y ubicadas un 39,87% en la zona urbana y el 60,13% en la zona rural. Después 
de La Guajira habitada por el Pueblo Wayuú, es uno de los departamentos con mayor 
concentración de personas que se reconocen como indígenas (DANE, 2005). 
 
Cerca de 270.000 personas son indígenas, es decir, aproximadamente al 20% del total 
de la población del departamento, pertenecientes a 8 pueblos indígenas: Nasa o Paez, 
Guambiano, Yanacona, Coconuco, Eperara – siapidara, Totoró, Inga, Guanaca y 
Ambalueño, representados en 84 resguardos, 115 Cabildos y 11 Asociaciones de 
Cabildos, divididos en 9 zonas ubicadas en 36 de los 42 municipios del departamento, 
todos ellos organizados en el CRIC (CRIC, 2013).  
 
Entre estos pueblos indígenas, el Nasa habita mayoritariamente el norte del 
departamento y en menor medida los departamentos de Valle del Cauca, Tolima, Huila y 
Caquetá. Son reconocidos como unos de los procesos de comunidades indígenas mas 
fuertes política, espiritual y organizativamente, así como por la conservación de sus 
tradiciones y la resistencia, movilización e incidencia política alrededor de la cosmovisión, 
el territorio, la autonomía y los derechos del pueblo. 
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Éstas fueron y son actualmente reivindicaciones del pueblo Nasa que históricamente se 
han mantenido. Así, ―El pueblo Nasa se ha identificado históricamente por mantener una 
fuerte resistencia en la defensa de su territorio. Su lucha ha estado presente desde la 
conquista española —y en la actualidad no ha cesado; por el contrario, se ha 
fortalecido— y tiene diversidad de manifestaciones y características de acuerdo al 
momento histórico en que se ha dado. Entre estos están la conquista, la colonia, el 
establecimiento de la república, principios del siglo XX, mitad del siglo XX, la 
conformación del Consejo Regional Indígena del Cauca (CRIC) y el proceso 
constituyente‖ (Valero, 2012, p. 42). 
 
Es importante mencionar que esta modalidad de administración de justicia propia 
reconocida, relacionada en el anterior capitulo, avanza de manera importante a partir de 
la promulgación de la Constitución Política de 1991 que reconoció la diversidad étnica y 
cultural y los derechos de los pueblos indígenas, en consonancia con el marco normativo 
internacional ratificado por Colombia, integrado entre otras herramientas, por el Convenio 
169 de la OIT –Organización Internacional del Trabajo. 
 
Derivado del proceso de organización en la década de los años 80 e inicios de los 90, se 
crean proyectos comunitarios con el ánimo de fortalecer los procesos de toma de 
decisiones y participación. A nivel zonal, la ACIN surge hace alrededor de 20 años como 
producto de un proceso de articulación y fortalecimiento de la unidad del movimiento 
indígena Nasa en esta zona del departamento.  
 
Uno de sus principales iniciativas es el Proyecto Nasa que junto con el Plan de Vida, 
organizan y establecen una ruta con objetivos comunes para el pueblo. Esta organización 
se configura alrededor de 7 proyectos comunitarios de base que agrupan a 19 cabildos 
indígenas de 8 municipios del norte del Cauca. Estos proyectos comunitarios y Planes de 
Vida ―buscan alcanzar una comunidad nueva en convivencia con la Madre Tierra a través 
de la lucha por la autonomía, la resistencia y la minga para tejer entre pueblos‖ (ACIN). 
 
Para la ACIN el Plan de Vida es ―entendido no como un documento escrito sino como el 
sueño colectivo y el camino diario para hacerlo realidad, teniendo como referente sus 
principios de vida ESPIRITUALIDAD, RECIPROCIDAD, INTEGRALIDAD y USO 
RESPETUOSO DE LA TIERRA, además de los Principios organizativos que han 
acompañado a las comunidades en todas sus luchas UNIDAD - TERRITORIO - 
CULTURA – AUTONOMÍA‖ (ACIN). 
 
Esta Asociación se estructura en componentes que permiten la puesta en marcha de los 
Planes de Vida. Dicha estructura está conformada por el componente Político 
Organizativo y el Técnico Operativo. El primero de ellos contempla congresos, 
movilizaciones, proyectos comunitarios, asambleas y juntas directivas. El segundo, está 
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integrado por los Tejidos de Vida que orientan el accionar de la organización. Los Tejidos 
o programas son los siguientes: 
 
―Tejido Económico Ambiental. Desarrolla formas productivas, de conservación, de 
intercambio (trueque) y de economía del Pueblo Nasa en equilibrio y armonía con la 
madre tierra.     
 
Tejido Pueblo y Cultura.  Promueve la identidad y el bienestar en armonía con la madre 
tierra e incluye los Programas de Salud, Educación, Mujer y Familia y Jóvenes.    
 
Tejido de Justicia y Armonía.  Adelanta iniciativas de capacitación, coordinación y 
ejercicio del derecho. Se orienta a partir de la ley de origen hacia el derecho propio en 
coexistencia con el marco constitucional y jurídico del país.  Abarca las instancias de: 
Equipo Jurídico Zonal, Nasa Üus yutxpenxi, Tribunal Internacional de Opinión, Escuela 
de formación de Derecho Propio y Comisión Político Organizativa.      
 
Tejido Defensa de la Vida. Implementa estrategias y mecanismos para la defensa y 
protección de la vida, el territorio y  los Derechos humanos. Incluye la Guardia Indígena y 
Observatorio Derechos Humanos.    
 
Tejido de Comunicación y Relaciones Externas para la Verdad y la Vida: Incorpora y 
articula las estrategias comunicativas tradicionales y de medios masivos para informar, 
reflexionar, decidir y actuar, además de promover la iniciativa diplomática de la ACIN con 
el propósito de defender la vida de las personas, la pervivencia del territorio y del 
proceso.‖ (ACIN). 
 
Es de resaltar que tanto el CRIC como la ACIN cuentan con el Programa Mujer que, en el 
caso de ésta segunda organización, tiene sus orígenes en el Proyecto Nasa y desde 
hace más de 20 años viene realizando acciones en procura del reconocimiento y 
fortalecimiento de las mujeres en las luchas y resistencias de los pueblos indígenas. Sus 
acciones han girado en torno al desarrollo de procesos de formación, encuentro y 
reflexión alrededor de la situación de las mujeres en la familia, la comunidad y la 
organización, así como de la generación de propuestas ―para lograr la equidad y justicia 
para mujeres y hombres, expresada en relaciones armónicas, plena participación y 
mejoramiento de la calidad de vida de todas las personas‖ (ACIN). 
 
En consonancia con los principios de unidad, territorio, cultura y autonomía, la ACIN  se 
viene consolidando como unos de las organizaciones indígenas comunitarias más fuertes 
e incidentes en el país. Muestra de ello son no sólo los procesos de movilización que 
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históricamente han impulsado, también lo son sus fortalezas políticas y organizativas 
evidenciadas en su estructura y funcionamiento, así como en el sistema de 
administración de justicia que opera de acuerdo a la cosmovisión del pueblo Nasa. 
 
 
3.2.2 Justicia comunitaria propia indígena del pueblo Nasa 
 
Ancestralmente pero en especial, desde la promulgación de la Constitución Política de 
1991, los pueblos indígenas cuentan con las facultades de administrar justicia por parte 
de los operadores y operadoras de acuerdo a las normas, instancias y procedimientos 
establecidos por cada comunidad indígena en su territorio con base en el derecho propio. 
En este sentido, el pueblo Nasa cuenta con un sistema de justicia comunitaria indígena 
propia que cuenta con la capacidad de regular los comportamientos y conflictos, el cual 
que será descrito de manera breve a continuación. 
 
Esta facultad de ejercer esta función y aplicar justicia en sus territorios, ha sido 
reconocida no sólo por la Constitución de 1991 en su artículo 24651, en consonancia con 
el Convenio 169 de la OIT en sus artículos 8, 9 y 1052, entre otros, también ha sido 
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―Las autoridades de los pueblos indígenas podrán ejercer funciones jurisdiccionales dentro de su ámbito 
territorial, de conformidad con sus propias normas y procedimientos, siempre que no sean contrarios a la 
Constitución y leyes de la República. La ley establecerá las formas de coordinación de esta jurisdicción 
especial con el sistema judicial nacional‖ 
52
 ―Artículo 8  
1. Al aplicar la legislación nacional a los pueblos interesados deberán tomarse debidamente en 
consideración sus costumbres o su derecho consuetudinario.  
2. Dichos pueblos deberán tener el derecho de conservar sus costumbres e instituciones propias, siempre 
que éstas no sean incompatibles con los derechos fundamentales definidos por el sistema jurídico 
nacional ni con los derechos humanos internacionalmente reconocidos. Siempre que sea necesario, 
deberán establecerse procedimientos para solucionar los conflictos que puedan surgir en la aplicación 
de este principio.  
3. La aplicación de los párrafos 1 y 2 de este artículo no deberá impedir a los miembros de dichos pueblos 




1. En la medida en que ello sea compatible con el sistema jurídico nacional y con los derechos humanos 
internacionalmente reconocidos, deberán respetarse los métodos a los que los pueblos interesados 
recurren tradicionalmente para la represión de los delitos cometidos por sus miembros.  
2. Las autoridades y los tribunales llamados a pronunciarse sobre cuestiones penales deberán tener en 
cuenta las costumbres de dichos pueblos en la materia.  
Artículo 10  
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reconocida y respaldada por la jurisprudencia de la Corte Constitucional. Ésta alta corte 
reconoce no sólo el ejercicio de su jurisdicción53, también las prácticas tradicionales de 
sanción que son aplicadas por las comunidades indígenas54. 
 
Con todo ello, el Estado realiza un reconocimiento55 de la justicia indígena y del derecho 
propio conformado por las normas sociales (usos, costumbres, prácticas) y 
procedimientos, mediante los cuales las comunidades ejercen su autoridad y gobierno, 
regulan las relaciones sociales y permiten la solución de los conflictos presentes en el 
territorio, de acuerdo a su cosmovisión y cultural propia. 
 
Según Ardila, en la administración de justicia comunitaria es posible reconocer dos tipos 
de reglas comunitarias. ―En primer lugar, las reglas generales que rigen los 
comportamientos de la comunidad, son el marco referencial para la toma de decisiones 
comunitaria. Desde ella se toman las decisiones de fondo. En segundo lugar están las 
normas que regulan las instituciones que gestionan las controversias. Son las reglas que 
establecen las figuras llamadas a tramitar los asuntos y los procedimientos mediante los 
cuales actúan y deciden. En la mayoría de las comunidades, carecen de texto escrito 
pero están presentes en los modos de vivir, en las costumbres, las tradiciones, los relatos 
y los mitos‖ (2011, p. 6). 
 
Para el pueblo Nasa, este primer grupo de reglas en las que se basa la justicia y el 
derecho propios, derivadas de su cosmovisión56, están relacionadas con la vida, la 
                                                                                                                                              
 
1. Cuando se impongan sanciones penales previstas por la legislación general a miembros de dichos 
pueblos deberán tener en cuenta sus características económicas, sociales y culturales.  
2. Deberán darse la preferencia a tipos de sanción distintos del encarcelamiento.‖ 
53
 La corte constitucional, en la sentencia C139 de 1996, formuló los elementos centrales que delimitan la 
jurisdicción especial indígena estableciendo: i. La sujeción de sus normas y procedimientos a la Constitución 
y la ley; ii. la posibilidad de que existan autoridades judiciales propias de los pueblos indígenas; y iii. la 
potestad de estas comunidades de establecer normas y procedimientos propios. 
54
 Por ejemplo, en la sentencia T 523 de 1997 la Corte Constitucional afirma que práctica como el fuete o el 
destierro ―no son consideradas prácticas crueles o degradantes y en este sentido, violatorias de los derecho 
humanos, sino que son penas que hacen parte de su tradición y que son consideradas valiosas por la 
comunidad ante su alto grado de intimidación y corta duración‖.  
55
 Es necesario recordar que no siempre ha sido así pues, como señala Ardila (2011), las diferentes posturas 
del Estado ha transitado entre la persecución a autoridades y la normatividad propia, la cooptación por medio 
de competencias limitadas dentro del ordenamiento jurídico, con lo que se negaban las capacidades jurídicas 
plenas de las comunidades indígenas y en cualquier momento podrían ser intervenidas. 
56
 La Cosmovisión puede ser entendida como el conjunto de creencias, usos, costumbres, normas y valores 
de grupos de personas que dan un sentido a la realidad y a la configuración del mundos, con base en las 
cuales orientan su accionar. En el caso de los pueblos indígenas, la cosmovisión constituye la manera de 
concebir la realidad y de relacionarse entre personas y con la naturaleza, con lo que se brinda un sentido a 
los comportamientos de las personas, a la existencia y se aporta a la cultura de cada pueblo.  
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armonía y el equilibrio, fundamentales a la hora de hablar de administración de justicia y 
derecho en esta comunidad. Es decir, el mantenimiento y/o restablecimiento de la 
armonía y el equilibrio son necesarios para la vida, para que se dé o se mantenga la vida. 
De ahí, la importancia de que la armonía y el equilibrio sea permanente en todos los 
seres que habitan el cosmos. Este es el pilar sobre el que se ejerce la justicia y el 
derecho propios como parte del ejercicio de la autonomía del pueblo: los principios de 
equilibrio y armonía entre el hombre y la naturaleza (Nasa – Kiwe – Uma – Tay). Por 
esto, el Tejido de Justicia –uno de los programas de la ACIN- va de la mano de la 
Armonía. 
 
Este pueblo considera que todo lo que existe en el cosmos tiene vida, por tanto, tiene 
movimiento y está relacionado entre sí, por lo que todo recibe genéricamente el nombre 
de nasa, es decir, tiene vida. La vida en sus diversas manifestaciones esta compuesta o 
es generada por tay o fuerzas (Gómez Valencia, 2000, p. 24). La vida es considerada 
también un cordón de tres hilos compuestos por la relación hombre/mujer – elemento: 
Nasa u‘sh o gente espíritu, Nasa Kiwe o gente naturaleza, Nasa Nasa o gente gente. 
Estos tres cordones constituyen los elementos del cosmos de su cultura (Osorio, 1994). 
La vida es entonces el primer derecho defendido por el pueblo Nasa, entendiendo vida 
no sólo individual sino también de la comunidad y el territorio o Nasa Kiwe. 
 
De acuerdo al mito sobre el origen de la tierra y el pueblo recogido por Marcos Yule 
Yatacué, maestro de sabiduría y etnolingüística del Resguardo de Toribío (Yule Yatacué, 
2005), inicialmente en la tierra solamente existía Ks‘a‘w Wala ―Gran Espíritu‖ que era 
masculino y femenino a la vez y que creó a otro espíritu57 conocidos como hijos mayores 
que se reprodujeron y originaron las plantas, los animales, los minerales y crearon a un 
hijo especial llamado Nasa ―el hombre‖ (gente). Todos los espíritus mayores y menores 
tenían un solo idioma, el Nasa Yuwe (lengua nasa) y deambulaban por todas partes. El 
―Gran Espíritu‖, luego de ver que vivían en conflicto, les indicó que debían formar un solo 
hogar y así surgió la tierra. Continuaron reproduciéndose y generaron mas vida. 
 
                                               
 
57
 ―como el EKTHE‘, ―sabio del espacio‖; el trueno, T‘IWE YASE ―nombrador de la tierra‖; WEET‘AHN ―el que 
deja las enfermedades en el tiempo‖; el KL‘UM ―duende que controla el ambiente‖; el DAAT‘I ―espíritu del 
control social‖; S‘I‘ ―espíritu de la transformación‖; TAY el ―sol‖; A‘TE ―luna‖; WEH‘A ―viento dueño de la 
atmósfera‖. Estos son los hijos mayores de KS‘A‘W WALA ―gran espíritu‖‖ (Yule Yatacué, 2005).  
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La vida surge del encuentro del padre Trueno o Tay con Uma, el primer ser femenino que 
se desprende y se convierte en agua. Uma es la primera mujer tejedora que permite la 
reproducción de la vida, según su Ley de Origen58: 
 
―La palabra umya‘ (tejer) se relaciona con la palabra Uma, el primer ser femenino 
moldeado por el Abuelo, compañera de TAY ―sol‖, también de cuerpo caliente, que al 
momento de buscar a su padre el Trueno se desprendió y cayó a otro espacio y se volvió 
Yu‘ ―agua‖. Entonces esta mujer es la mujer tejedora de la vida, porque cuando se 
fecunda teje la vida en su vientre y en este vientre hay agua para que la gente genere y 
se multiplique. UMA es el ser femenino, nuestra abuela que permitió reproducir la vida, 
las especies.‖ (Yule Yatacué & Vitonás Pavi, 2005, p. 23). 
 
Desde esta perspectiva, para el pueblo Nasa el derecho propio es considerado como ―las 
normas que permiten controlar el comportamiento de las personas con la naturaleza y 
con los otros seres que habitan el cosmos. Se trata de contar con formas de control que 
llevan a mantener el equilibrio y la armonía en el tiempo. Son normas ancestrales 
definidas a partir de la cosmovisión propia y que han sobrevivido en gran parte a la 
agresión de la ―conquista prolongada‖, algunas en su versión original y otras adoptando 
modelos y propuestas externas para adecuarse a las exigencias de los nuevo tiempos. El 
derecho propio es el resultado de una construcción colectiva y permanente (nunca es 
igual en todos los casos) y considera al sujeto en colectivo, ―el error o el dolor de una 
persona afecta a toda la comunidad‖ (Ariza, 2010, p. 122). 
 
En el pueblo Nasa, la aplicación de justicia basada en el derecho propio permite la 
sanación de ―enfermedades‖ presentes en el cosmos y generadoras de desequilibrios y 
desarmonía naturales y sociales. Las enfermedades son entendidas como conflictos o 
problemas que parten de la presencia de desequilibrios entre las fuerzas que determinan 
la vida (Gómez Valencia, 2000, p. 25). Son producto de la violación de las normas que 
regulan las relaciones sociales y con la naturaleza. Así, cuando se desacatan las normas 
sociales, se producen ―enfermedades‖ o conflictos que rompen con el equilibrio y la 
armonía entre las personas y la naturaleza.  
 
                                               
 
58
 La Ley de origen compila los principios que regulan las relaciones con el cosmos así como también les 
permite defender su territorio y conservar su autonomía al interior de la misma comunidad y en las relaciones 
con otros grupos o pueblos (ACIN). 
108 ¿Justicia en Equidad sin Equidad de Género? Reflexiones sobre su aporte a las mujeres 
 
Esta desarmonía generada por el incumplimiento de las normas sociales nasa son 
denominadas como Pta‘z o fuerza cósmica que afecta negativamente las relaciones 
sociales de convivencia y el territorio. Por lo tanto, cada vez que se transgreden las 
normas culturales se revela su presencia producida por los desequilibrios en el cosmos. 
Las personas que son afectados por Pta‘z son llamados yuuwesa o los que comenten 
una falta, se tuercen o incumplen el criterio de justicia (Gómez Valencia, 2000). 
 
La ―cura‖ de la Wee o ―enfermedad‖ o Pta‘z Nwe‘sx Nwe‘sx ―el sucio que desintegra un 
pueblo‖, que desintegra a la persona, a la familia, la comunidad, la organización y el 
territorio en su forma de vida (ACIN, 2012), es llevada a cabo por medio de la aplicación 
de ―remedio‖, es decir, de la corrección, enderezamiento y reconstrucción de la armonía y 
el equilibrio en la comunidad. 
 
―El proceso de construir justicia, dicen los paeces, se funda en la relación de tres hechos 
o palabras: yuwe, cu’le y yu’ce; yuwe es <<la causa que permitió que al individuo 
dañarse, enfermarse o torcerse>>; cu’le es <<el camino para enderezar al individuo, 
siempre en función de mejorar no sólo en forma personal sino colectiva>>; y yu’ce es 
<<el recurso o remedio que permite alcanzar la solución mediante el consejo que permite 
al enfermo aprender y aceptar el remedio con el objetivo de regresar a la sociedad>>‖ 
(Gómez Valencia, 2000, p. 56). 
 
A partir de las anteriores consideraciones, el pueblo Nasa establece el segundo grupo de 
reglas en relación a las figuras y procedimientos mediante los cuales gestionan los 
conflictos. Una de ellas tiene que ver con la aplicación de ―remedio‖ que pretende 
restaurar la armonía cósmica, el equilibrio entre las fuerzas y permite que se recobren los 
espacios en la comunidad. Por ello, dependiendo del caso, pueden considerar la 
aplicación de sanciones que, a diferencia de la perspectiva occidental, no tienen la 
intención de castigar sino restituir el orden social y cultural.  
 
Las personas a las que se les aplica el remedio vuelven a la comunidad luego de 
reconocer su error, de tal forma que son de nuevo comuneras y comuneros –integrantes 
de la comunidad- y su error queda superado. Las sanciones previstas como ―remedio‖ 
aplicadas van desde trabajo comunitario, fuetazos, hasta el destierro, la ―pérdida de 
derechos‖ como el derecho a ser elegido o representar al proceso organizativo, la 
reclusión en patios del INPEC en calidad de ―guardados‖, entre otras medidas, éstas 
últimas para sucesos considerados graves. 
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De acuerdo con el conflicto o la situación que se presenten y su gravedad, varían las 
instancias y los procedimientos para la aplicación de justicia que en algunos casos 
implica la aplicación del ―remedio‖. Es posible identificar los siguientes niveles y 
procedimientos de la comunidad Nasa: 
 
 ―Primer nivel: Se arregla entre la familia; pueden estar presentes Thé Wala 
(autoridad espiritual). 
 Segundo nivel: Se acude a la autoridad local del cabildo que esté en la vereda 
como el Alcalde y alguacil (representante por vereda). 
 Tercer nivel: Cuando no se arregla en los anteriores espacios el cabildo mayor, 
con el Sa‘t (capitán) y el Thé Wala en coordinación con la comunidad colaboran 
en la resolución del conflicto. 
 Cuarto nivel: Si es muy grave el caso, el cabildo del reguardo solicita colaboración 
a otros cabildos‖ (Valero, 2012, p. 72). 
 
El escalamiento en los niveles mencionados se genera de acuerdo al grado de gravedad 
o de dificultad del conflicto. La Asamblea es la máxima y última instancia en la que de 
acuerdo al derecho propio, son tramitados los conflictos. En ocasiones, los problemas 
mas graves son tratados directamente por esta instancia de decisión (Ariza, 2010, p. 83).  
 
Junto con la Asamblea, las autoridades indígenas integran las instituciones propias y 
tradicionales o cabildos, así mismo las que se crean con el objetivo de garantizar la 
organización y participación en las decisiones que involucran a la comunidad. Entre las 
principales autoridades indígenas que actúan en la operación de esta justicia se 
encuentran las y los Caciques (Sat‘), capitanes (sat‘ nejwes), gobernadores y 
gobernadoras (nejwes) y quienes orientan y guían a las comunidades respetando la 
acción de las personas espirituales (Thé Walas) (ACIN, 2002-2004). 
 
Para el pueblo Nasa, la administración de justicia desde el derecho propio en cada una 
de estas instancias, implica restaurar el equilibrio y la armonía de la vida para mantener 
la paz y la convivencia, rota por hechos, conflictos o problemas derivados del 
incumplimiento de las normas. ―La justicia es equilibrio e integralidad, ésta es para todos 
los seres, los humanos, los animales, la naturaleza, los espíritus, porque todos tienen 
derecho a existir y a convivir‖ (ACIN, 2002-2004). Así, el equilibrio y la armonía se 
concretan en una vida digna que conserve los principios Nasa de defensa del territorio 
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ancestral, mantenimiento de la identidad, ejerciendo autonomía, enseñanza de valores e 
historia para que perviva la cultura.  
 
Esta breve descripción de la estructura normativa del Pueblo Nasa permite identificar la 
construcción cultural particular que han realizado de la administración de justicia y las 
normas sociales que orientan la manera de gestionar los conflictos, de establecer figuras, 
instancias, procedimientos y sanciones de acuerdo a su cosmovisión, costumbres, 
tradiciones y mitos de su comunidad.  
 
La correspondencia de las normas con los preceptos culturales, al igual que su 
conocimiento y aceptación por quienes integran la comunidad Nasa, hace posible no sólo 
el tratamiento de la conflictividad, también que los niveles de legitimidad y eficacia sean 
mayores en comparación con otras comunidades. Así mismo, es posible entrever las 
potencialidades restaurativas que esta modalidad de justicia comunitaria ofrece a las 
mujeres y a otras experiencias de administración de justicia, ante el panorama 
desalentador y las promesas incumplidas mencionadas en el anterior aparte. 
 
3.2.3 Potenciales restaurativos de la justicia indígena Nasa para 
las mujeres 
 
Habiendo realizado una somera descripción de la ACIN y de la justicia indígena del 
pueblo Nasa en las cuales se ubica de manera contextual este aparte, en adelante 
desarrollan tres posibles potencialidades restaurativas de la justicia indígena Nasa 
identificadas: caminos de acompañamiento integrales, participación de la comunidad y 
empoderamiento de las mujeres en la gestión de conflictos, y restablecimiento de la 
armonía y el equilibrio.   
 
Estas potencialidades fueron identificadas a partir de lo expresado por las mujeres nasa 
integrantes de la ACIN participantes en un grupo focal y entrevistas llevadas a cabo en el 
territorio. En ellas fue identificado un caso de violencia sexual en el cual se aplicó 
remedio recientemente por parte de esta organización, que será analizado de manera 
transversal en relación a las tres potencialidades. 
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Antes de entrar en mención, es importante señalar lo que para la cosmovisión Nasa 
significa la relación mujer-hombre, las mujeres y la familia59, debido a que estos 
significados permiten, de manera conjunta con lo señalado anteriormente, entender el 
punto desde el que parte el accionar de este pueblo indígena y su justicia propia en el 
tratamiento de conflictos, entre ellos los relacionados con violencias hacia las mujeres.   
 
Por un lado, la dualidad mujer-hombre hace parte de la visión propia del ser indígena y 
es entendida como una polaridad no opuesta sino complementaria: ―Agua – fuego, arriba 
– abajo, frío – caliente, izquierda – derecha. Aparentemente opuestos, una polaridad en 
donde así como el fuego necesita del agua y el proceso de sanación necesita de las 
plantas frías y las plantas calientes, así las mujeres necesitan de los varones y al 
contrario‖ (CODACOP). Por tanto, la mujer no puede ser entendida separada o contraria 
al hombre sino en conjunto como ser Nasa, por lo que lo femenino y lo masculino no 
pueden estar separados y deben estar en armonía de acuerdo a la Ley de Origen. 
 
El espiral del pensamiento Nasa está atravesado por dos ejes, uno vertical que va de 
arriba hacia abajo, y otro transversal que va de derecha a izquierda. Estos ejes se 
encuentran en un punto central de equilibrio en el que se encuentra la relación entre 
mujer y hombre: hombres y mujeres son iguales y deben estar ubicados en el mismo 
nivel. Así, estas relaciones deben estar orientadas por la correspondencia, el encuentro y 
la reciprocidad. 
 
La mujer para el pueblo Nasa es considerada en relación con la naturaleza como la tierra 
o la madre que da vida y provee lo necesario, la Mama Kiwe o madre tierra. También los 
hijos mayores del ―Gran Espíritu‖, entre ellas la  luna A‘te que determina la producción, a 
la huerta familiar o Nasa Tul que es cultivada cotidianamente, y a la sensibilidad o 
K‘sxa‘w, acompañante de la vida. En cuanto al rol cultural asignado, las mujeres además 
son generadoras de diálogo y mediadoras en procura del equilibrio y la armonía familiar, 
son transmisoras de la cultura y a participado en diversos momentos de la resistencia 
indígena (Hernández Delgado, 2004, p. 59). 
 
                                               
 
59
 Vale la pena aclarar que se hace referencia al deber ser, es decir, a lo que las normas Nasa estipulan, sin 
que con ello se pretenda afirmar que en lo cotidiano o en las prácticas diarias de la comunidad sean 
cumplidas dichas normas completamente. Evidenciar las problemáticas de las mujeres indígenas producto 
del patriarcado presente en sus estructuras socioculturales no es el interés de este capítulo, aunque en 
algunas ocasiones se hace necesario mencionar algunas normas sociales Nasa discriminatorias hacia las 
mujeres y que incumplen lo comprendido en su cosmovisión.  
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La familia en Nasa Yuwe significa NASAWE‘SX. Desde la cosmovisión Nasa ésta ―es una 
palabra compuesta que hace parte de nasa ―ser‖ y de WE‘SX ―prefijo de colectivo, grupo, 
conjunto‖. Entonces la familia es Nasawe‘sx ―comunidad de seres‖ en pequeño, pero 
Nwe‘sx es el parentesco de los seres, como componente de un pequeño grupo, como 
célula, embrión. Por eso la familia es una pequeña comunidad emparentada y 
continuidad de la especie. La familia es condescendiente de A‘WESX ―estrellas‖. Se 
formó según el mito de origen de la relación YU ―agua‖ con A‘WESX ―estrellas‖‖ (ACIN, 
2012, p. 3). 
 
Como producto de la colonización y los diversos momentos de transformación histórica 
que han afectado a este pueblo indígena, la concepción de equilibrio y armonía entre lo 
femenino y lo masculino fue afectada por el machismo proveniente de la cultura y la 
religión de quienes conquistaron América. ―El machismo del conquistador dijo que la 
mujer estaba cumpliendo su papel en la familia, en la casa, porque la mujer no era capaz 
de liderar, porque la mujer no era capaz de estar hablando en las asambleas, las 
reuniones, ni era capaz de orientar a la comunidad‖ (Trochez). 
 
En este sentido, mujeres, hombres, las relaciones de pareja y la familia son entendidas 
como un conjunto integrante del cosmos, base primordial de la cosmovisión y la 
organización en el Pueblo Nasa, junto con la comunidad, el territorio, la gobernabilidad y 
la justicia propia, y por tanto, generadores de armonía, equilibrio y vida. De allí parten las 
consideraciones tenidas en cuenta por la ACIN a la hora de tramitar conflictos y sanar las 
enfermedades que afectan las mujeres y la familia. 
 
Teniendo en cuenta las anteriores consideraciones de la cosmovisión Nasa, se 
desarrollan a continuación las potencialidades restaurativas de la justicia indígena Nasa 
identificadas: i. caminos o rutas de acompañamiento integrales a las mujeres víctimas de 
violencia sexual y a la familia, ii. participación de la comunidad y empoderamiento de las 
mujeres, y iii. restablecimiento de la armonía y el equilibrio, teniendo en cuenta de 
manera transversal el análisis de un caso identificado.  
 
 Caminos de acompañamiento integral a las mujeres víctimas de violencia 
sexual 
 
Una de las potencialidades de las prácticas de justicia restaurativa de la ACIN son los 
caminos de acompañamiento integral a los casos de mujeres y niñas víctimas de 
violencia sexual y en los que se afecta a la armonía familiar. Como parte del proceso de 
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cambio sociocultural, ante las problemáticas diagnosticadas en el territorio y por 
mandatos reiterados del pueblo, esta organización construyó el Programa de Familia 
junto con caminos o rutas de acompañamiento que sirven como herramientas para 
fortalecer el trabajo de protección de las mujeres y la familia con base en la cosmovisión 
y los planes de vida del pueblo nasa.  
 
El Programa de Familia creado en 2011, por mandato del CRIC y de la ACIN, tiene por 
objetivo ―contribuir a la unidad, armonía y equilibrio de las familias de la Zona Norte como 
base de la organización‖ (ACIN, 2012, p. 17). Está conformado por cuatro líneas de 
acción: i. Atención, dirigida a la orientación, seguimiento, investigación y apoyo en la 
solución de conflictos desde la cultura propia, para lo cual se crearon las Mesas de 
Familia60 y los caminos de acompañamiento; ii. Educación, orientada a la prevención y 
protección de los valores culturales nasa a través de las Escuelas de animadores de la 
armonía familiar; iii. Investigación o diagnóstico de las problemáticas, de la atención por 
parte de los cabildos y del funcionamiento de los caminos de acompañamiento; y iv. 
Gestión y relaciones institucionales para la gestión de recursos, desarrollo de estrategias 
y articulación con organizaciones e instituciones (ACIN, 2012, p. 18).  
 
El principal avance de la línea de atención es la elaboración participativa61 y puesta en 
marcha de los Caminos de acompañamiento que establecen los pasos mínimos a seguir 
por parte de las autoridades, comuneras, comuneros y personas externas a la 
comunidad, frente a ciertas problemáticas que afectan a la comunidad. Se denominan 
caminos (ACIN, 2012) en correspondencia con la cosmovisión propia pues pretenden 
recorrer pasos de prevención (antes), atención (durante) y reparación (después) para el 
tratamiento de conflictos. 
 
Estos caminos son apoyos necesarios para la solución de los conflictos y para la toma de 
decisiones por parte de quienes operan la justicia, al igual que para las mujeres, niñas y 
familias que son afectadas por la violencia o en situaciones de riesgo y vulnerabilidad. A 
manera de espiral, los caminos no son rutas escalonadas sino prácticas simultáneas que 
dependen del momento, los riesgos, capacidades y recursos. En esta medida, son 
herramientas para el tratamiento adecuado y el  fortalecimiento de la justicia propia pues 
                                               
 
60
 ―Espacio de articulación y participación de los diferentes cabildos de familia, programas, Tejidos, que le 
apuntan a la construcción de políticas propias que permite el fortalecimiento de la justicia propia Nasa‖ 
(ACIN, 2012, p. 18). 
61
 Estos caminos fueron construidos y aprobados en la primera Minga de Pensamiento de la Familia, llevada 
a cabo el 20 y 21 de septiembre de 2012 en Bodega Alta, Cauca  y en la que participaron cerca de 500 
comuneras y comuneros indígenas (ACIN, 2012, p. 20). 
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aportan en la recuperación de la armonía y el retorno al equilibrio familiar y comunitario 
(ACIN, 2012).  
 
Previamente a la elaboración de los caminos, fueron identificados obstáculos o 
problemáticas que justificaron aún más la necesidad de su construcción. En el grupo 
focal llevado a cabo se mencionó que en algunos casos, pese a que las mujeres acuden 
a los cabildos, éstos no prestan atención a sus denuncias, por lo que algunas prefieren 
dirigirse a instancias estatales como la Fiscalía y la Comisaría de Familia, en donde en 
ocasiones son remitidas de nuevo a las autoridades indígenas debido a la jurisdicción en 
el tema. 
 
Otro de los factores que influyó en la generación de este Programa es la baja denuncia 
de la mujeres por miedo, vergüenza, estigmatización, amenazas, incredulidad de las 
autoridades, vulneración de la intimidad o porque no encuentran una persona de 
confianza a quien acudir (Palechor, 2013). Otros obstáculos están relacionados con la 
congestión de los Cabildos, la desestimación de la violencia familiar como enfermedad, la 
falta de personas idóneas para tramitar los casos y la apatía comunitaria frente a la 
problemática (Ramos, 2013). 
 
Las mujeres también comentaron que entre esos muchos casos, se resuelven algunos, 
otros no se resuelven. Una de las causas, adicional a las ya comentadas, es el periodo 
de tiempo de los cabildos que se realiza cada dos años y la priorización que realizan de 
los casos.  En algunas oportunidades, las autoridades ―le dan prioridad a otros problemas 
que llegan en el momento y a estos problemas de familia no se les da la suficiente 
importancia‖ (Rivera, 2013).  
 
En consecuencia, fueron construidos seis caminos en relación a estas problemáticas que 
afectan el territorio: i. Niños y niñas asesinados o heridos en conflicto armado; ii. 
Reclutamiento y utilización de Niños, Niñas y Jóvenes por actores del conflicto político y 
armado; iii. Ocupación de escuelas; iv. Violencia Sexual: a. A víctimas de violencia sexual 
por actores armados, b. A víctimas de violencia sexual por comuneros; v. Desarmonía 
familiar.  
 
En el grupo focal las mujeres participantes comentaron que los caminos de 
acompañamiento surgieron de las tulpas o mesas, encuentros y reuniones de 
construcción de pensamiento y generación de normas realizadas durante dos años. 
Participaron coordinadores y coordinadoras de los programas de la ACIN, la Comisión 
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Jurídica y demás Tejidos que retomaron los avances de la Escuela de Derecho Propio 
sobre las normas del pueblo desde la cosmovisión. 
 
Se fortalecieron también los Cabildos de Familia. En algunos resguardos ya existían, en 
otros fueron creados. Los equipos de familia conformados por comuneras y comuneros 
voluntarios de la organización vienen prestando un apoyo valioso a los Cabildos en el 
seguimiento y acompañamiento de casos. En aquellos casos que son atendidos 
directamente por la ACIN o la regional, se acude al Cabildo con un llamado de atención 
por la ausencia de su actuación en su tratamiento y se generan compromisos de dichas 
autoridades en esta tarea. 
 
Paralelamente, se vienen desarrollando escuelas de capacitación que durante 8 meses 
forman a las comuneras y comuneros en temas como cosmovisión nasa, historia de vida, 
violencia sexual, violencia intrafamiliar, derecho propio, jurisdicción especial, derecho 
ordinario, herramientas de atención de casos, entre otros. Este proceso permite la 
generación de capacidades de liderazgo y fortalecimiento de la cultura nasa. 
 
Las mujeres participantes en el grupo focal consideran que en los casos tramitados de 
manera satisfactoria, el seguimiento y acompañamiento fueron factores determinantes 
para que se avanzara mas allá de la denuncia, pues muchos de los cabildos ―no les dan 
la suficiente importancia‖ por ser casos en los que están involucradas las mujeres y 
priorizan casos como los relacionados con tierras. Además, no realizan una atención 
adecuada, no los atienden, actúan bajo criterios personales o los remiten a la justicia 
ordinaria.  
 
En el grupo focal fue identificado un caso de violencia sexual recientemente tramitado por 
la justicia Nasa. Según lo comentado por las participantes, en el 2012 una mujer no 
perteneciente al pueblo fue abusada sexualmente por parte de un líder nasa -reconocido 
por la comunidad y con una amplia trayectoria en la organización-, en el marco de su 
participación como representante de la ACIN en un evento realizado en el extranjero. El 
líder se encontraba compartiendo con la mujer en su vivienda. Luego de consumir licor y 
encontrarse en estado de embriaguez, la violenta sexualmente.  
 
Al conocer la denuncia de la mujer, por parte de algunos líderes se pensaba evadir el 
caso pues se consideraba que había sido un hecho ―normal‖ ocurrido o justificado por el 
estado de embriaguez. Otros argumentaron que la responsabilidad era de la mujer tanto 
por el consumo de licor como por propiciar las circunstancias en las que sucedieron los 
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hechos comentados. En palabras de Ana: ―a los ojos de los hombres se veía que no 
había pasado nada. Que era un vaina que a los dos había gustado, que los dos habían 
estado de acuerdo, que ahí no había culpa, ni del uno ni del otro y que había que dejar 
así porque los dos se pusieron a tomar y seguramente sabían lo que iba a pasar y les 
gustó‖ (Secue, 2013). 
 
Empero, conocido el caso por la ACIN, se pone en marcha el camino de 
acompañamiento. Una de las razones que impulsó la puesta en marcha del camino fue la 
consideración del grupo de mujeres sobre la alta frecuencia con que suceden esos casos 
en la comunidad pero, o no se denuncia o no se presta la atención, aplicación de remedio 
o la sanción adecuada. Como afirma una de las entrevistadas: ―Entonces se dijo: hay que 
prestarle atención porque seguramente eso esta pasando mucho en el territorio, de que 
el marido llega borracho y al otro día es que no me acordé, que mija perdóneme, que eso 
yo no me acuerdo. Entonces dijimos toca continuar con esto‖ (Secue, 2013).  
 
Las mujeres participantes en el grupo focal manifestaron que el estado de embriaguez no 
justifica los hechos de violencia, es decir, si una mujer se encuentra ―borracha‖, el 
hombre no debe aprovechar esta situación y cometer actos de violencia hacia ella:  ―yo 
puedo ver un hombre que esta borracho, le doy la mano, lo levanto, lo siento o lo 
acomodo. Pero a veces ven a una mujer en mal estado y entonces es a abusar de ella, a 
aprovecharse de la situación‖. Sin embargo, en ocasiones en este tipo de casos se suele 
justificar ciertos actos de violencia hacia las mujeres, ―siendo el alcohol un factor de 
legitimación que excusa al agresor y minimiza los hechos violentos‖ (PIVG, 2011, p. 129).  
 
Con base en el camino de acompañamiento a víctimas de violencia sexual por 
comuneros, se conformó una comisión de análisis técnico y espiritual acompañada por el 
Cabildo Mayor y en la que participan delegadas  de esta autoridad, cabildos de apoyo y 
coordinaciones de programas. Durante 14 meses esta comisión realizó en análisis 
técnico en cuanto a la recolección de pruebas con las que se documenta el caso luego 
de desarrollar una valoración espiritual, recoger dos veces las versiones de la víctima, el 
victimario, de los familiares cercanos en el momentos de los hechos, de reconocer la 
casa vía skype, de revisar el código penal de la justicia ordinaria y casos anteriores, y 
realizar varias reuniones de análisis. En cuanto al análisis espiritual realizado por los Thé 
Wala, quienes orientaron espiritualmente el caso, se investiga la historia familiar del 
agresor, se identifica la fase lunar de nacimiento, para definir los elementos de la 
naturaleza que aportan a la armonización y al remedio y se identifican los espíritus que 
afectan (ACIN, 2012, p. 34).  
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Esta comisión de análisis planeó la metodología de la Asamblea con el objetivo principal 
de educar a la comunidad y teniendo en cuenta orientación del Thé Wala, toma la 
decisión sobre el remedio que es presentado ante la Asamblea, quien define la decisión, 
previa realización de rituales de armonización con las personas que aplican remedio, las 
autoridades y las personas afectadas desde la cosmovisión. En diciembre de 2013, en la 
Asamblea se decide aplicar el remedio y sanciona al líder con 50 fuetazos (aplicados en 
dicha Asamblea) y 20 años de pérdida del derecho a representar y ocupar cargos en la 
ACIN, según fue comentado en el grupo focal por una de las mujeres que participó en 
dicha comisión.  
 
Entre los obstáculos en el desarrollo del camino de acompañamiento en este caso 
identificados por las mujeres, se mencionaron los bajos recursos económicos con los que 
cuenta la ACIN para tramitar estos casos, pues para poder llevar a cabo el trámite 
mencionado fue necesario gestionar un proyecto que permitiera la financiación de gastos 
como el transporte y los materiales necesarios para las sesiones con las autoridades, en 
especial las espirituales que requieren insumos como plantas y animales. Otro de los 
obstáculos tiene que ver con el poco tiempo con el que contaron las integrantes de la 
comisión pues se encuentra desarrollando otras actividades personales y comunitarias.  
 
La puesta en marcha de estos caminos es muestra del interés del pueblo por rehabilitar 
las rutas propias comunitarias, liderada por mujeres y jóvenes que vienen restaurando o 
reactivando prácticas que han existido pero que estaban inactivas, como por ejemplo la 
realización de ceremonias en donde han planteado discusiones sobre el acceso a la 
justicia en las familias, la gobernabilidad, la sanación, entre otros temas de interés para el 
pueblo (Palechor, 2013). 
 
El trámite del caso de violencia sexual desarrollado permite entrever que uno de los 
componentes primordiales del camino es, entre otros mencionados, más adelante, el 
seguimiento y acompañamiento realizado por parte de las autoridades e instancias 
establecidas por el pueblo Nasa y la prevención de futuras desarmonizaciones, siendo 
éste un eje fundamental de la justicia indígena.  
 
A manera de protocolo, desde la visión occidental, los caminos podrían ser considerados 
una creación o reestructuración de reglas procedimentales que facilitan el ejercicio de la 
justicia y que fortalecen instancias y autoridades propias que son claves para las 
dinámicas de derecho propio de los pueblos indígenas. A su vez, son herramientas que 
permiten el tratamiento adecuado de los casos en los que las mujeres son victimas de 
violencias y facilitan la participación de la comunidad y de las mujeres. 
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 Participación de la comunidad y empoderamiento de las mujeres en la 
gestión de conflictos 
 
Uno de los elementos más importantes de la justicia Nasa, en palabras de María Ovidia 
Palechor, es ―el ejercicio comunitario o colectivo de la justicia‖ que promueve la 
participación de la comunidad, la familia y la organización en la solución de conflictos. 
Igualmente, promueve la participación de las mujeres que desde vienen empoderándose 
en la operación de la justicia en el pueblo indígena.  
 
Pese a que hombre y mujer deben ser energías complementarias en la cosmovisión del 
pueblo, ―hay un desequilibrio con relación a la energía femenina‖ (Palechor, 2013) que se 
manifiesta en enfermedades como la violencia, la asignación primordial a la familia mas 
no al ámbito comunitario y el desconocimiento del trabajo del cuidado y el poder espiritual 
de las mujeres. Estos se consideran hechos que vulneran el cuerpo sagrado de la 
representación de la Mama Kiwe o madre tierra, que es la mujer, como expresaron las 
mujeres participante en el grupo focal. 
 
El ser colectivo se traduce en el tratamiento de un caso o en la solución de un conflicto 
en la participación de sujetos individuales como las partes afectadas y de sujetos 
colectivos como la comunidad junto con las autoridades e instancias definidas para ello 
en el sistema de justicia propio. Así mismo, en el pueblo Nasa los hechos de violencia 
ocurridos hacia las mujeres no involucran sólo a la víctima y al victimario, involucran a la 
familia, la comunidad y a la organización que en conjunto con los demás integrantes del 
cosmos hacen parte de tanto de la problemática como de la solución. 
 
Es decir, las problemáticas que afectan a las mujeres se encuentran en estrecha relación 
con su contexto: con la familia, comunidad, el territorio y la organización. Esta 
comprensión de las mujeres en relación a la comunidad permite que a la hora de tramitar 
conflictos no sólo sean tenidas en cuenta como individuos víctimas sino como seres 
conectados con el colectivo que a su vez es afectado por las enfermedades generadas 
por el Pta‘z o sucio que desintegra el pueblo. 
 
El ejercicio colectivo de la justicia genera que en el tratamiento de éstos casos participen 
diversos integrantes o autoridades de la comunidad. Por ejemplo, en los casos en los que 
las mujeres denuncian los hechos de violencia por parte de la pareja por primera vez, el 
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Cabildo realiza un llamado de atención luego de escuchar a la mujer y a la pareja, y 
establece compromisos de no repetición de los hechos. En caso de que los hechos se 
repitan, los llamados de atención desatendidos y de acuerdo a la gravedad, el caso es 
tratado por la Asamblea en la que se aplica el remedio y se establece la sanción. Los 
cabildos cuentan con el apoyo de los equipos jurídicos, de familia y la guía de los Thé 
Walas para la aplicación de justicia en las comunidades. 
 
Las mujeres vienen planteando que para garantizar la permanencia de los pueblos es 
necesario valorar su aporte real en la esencia de la vida del pueblo y dignificarlas en un 
ejercicio que fortalezca la complementariedad, por ejemplo, en la distribución de las 
labores domésticas, en la participación en los ejercicios de toma de decisiones y en la 
formación política y técnica de las mujeres (Palechor, 2013).  
 
Aunque no todas participan en los mismos niveles y espacios, el aporte de las mujeres 
desde su vida cotidiana -como el de las parteras, las mayoras, las tejederas, las jóvenes-, 
viene siendo visibilizado y fortalecido desde diversos Tejidos en la ACIN. En 
concordancia con ello, a través de proceso de formación liderado por el Programa Mujer, 
se ha capacitado a las mujeres en su valor dentro de la cosmovisión Nasa, sus aportes, 
trabajo, derechos, así como en los caminos o rutas de denuncia y acompañamiento a los 
casos. Por otro lado, ha aumentado la participación de las mujeres como gobernadoras 
de los resguardos.  
 
En cuanto al caso de violencia sexual comentado, las mujeres participantes en el grupo 
focal comentaron que su atención fue producto de la minga que las mujeres nasa 
hicieron dentro de la organización con el apoyo de algunos hombres aliados a estos 
procesos. Al igual que otro casos en los que están involucrados líderes comuneros, ha 
sido necesario hacer minga de mujeres para avanzar pues el papel de del victimario 
acrecienta la desatención de la denuncia, sobretodo cuando es realizada por una mujer.  
 
Es de resaltar también el tratamiento colectivo y colegiado llevado a cabo por parte de la 
Comisión de Análisis y la Asamblea. Igualmente, uno de los factores importantes y que 
funcionó en el trámite del caso, fue la coordinación, el apoyo y el sentido de 
responsabilidad de las mujeres integrantes de la Comisión. Así mismo, el apoyo de otros 
Tejidos que fueron sensibles al tema, como expresaron en el grupo focal.  
 
Las mujeres identificaron el peso político que este caso podría tener en la comunidad. No 
sólo por estar involucrado un líder reconocido en el pueblo –lo cual, reconocen las 
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mujeres participantes, influyó en la priorización y celeridad del caso-, también por la 
trascendencia que podría tener en el pueblo la aplicación de remedio y la sanción de este 
tipo de hechos en términos de las reflexiones y transformaciones que puede generar a 
futuro en la comunidad.  
 
El liderazgo de las mujeres traducido en acciones colectivas de incidencia política 
alrededor del caso surtieron efecto en la toma de decisiones frente a los hechos de 
violencia sexual ocurridos. El empoderamiento, como forma de liderazgo, les permitió a 
las mujeres poner sobre la mesa una problemática invisibilizada, mejorar el tratamiento 
inadecuado y  generar precedentes normativos para casos venideros en los que las 
medidas establecidas puedan fortalecer la confianza, funcionamiento y legitimidad de la 
justicia propia. Como lo afirma uno de los comentarios realizado por un hombre en la 
Asamblea en que se trató el caso comentado por una de las mujeres participantes en el 
grupo focal: ―con estas mujeres como que la cosa es en serio y que hay que saber cómo 
es que se pisa y cómo es que se anda‖. 
 
 Restablecimiento de la armonía y el equilibrio 
 
En concordancia con la cosmovisión Nasa, el restablecimiento de la armonía y del 
equilibrio del cosmos, es la principal función de la justicia y el derecho propio. Frente a 
cualquier daño cometido, la sanación de las víctimas y en especial de la comunidad, el 
acompañamiento y seguimiento de las autoridades y la reintegración del victimario son 
parte de la reparación integral o del restablecimiento de la armonía.  
 
La reparación integral para el pueblo Nasa representa el restablecimiento del equilibrio y 
la armonía. Estos significa respetar el derecho a Ser Nasa, a Ser Familia y a Ser 
Comunidad62 en los momentos de prevención, atención y reparación. En este sentido, la 
reparación concibe a los seres en su integralidad emocional, física, espiritual, material, 
territorial y cultural, es decir, de forma colectiva e individual en consonancia con la 
cosmovisión Nasa. Está compuesta por tres elementos: ―la restitución del orden cultural 
alterado por la agresiones al territorio y a la cultura del pueblo Nasa, el restablecimiento 
de la dignidad personal, familiar, comunitaria y el respeto por el ejercicio de la justicia 
propia de acuerdo a los usos y costumbres‖ (ACIN, 2012, p. 7). 
                                               
 
62
 El derecho a Ser esta relacionado con el espacio, es decir, con el territorio y el equilibrio y armonía de 
todos lo seres que lo conforman. El Derecho a Ser Familia con el fortalecimiento de este espacio base para 
la comunidad. Y el Ser Comunidad el proceso organizativo, familiar y territorial (ACIN, 2012). 
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Como fue mencionado en el aparte anterior, en los procesos de formación llevados a 
cabo y en el tratamiento de algunos casos, se ha impulsado no sólo el reconocimiento del 
trabajo y aporte de las mujeres, también la importancia y conexión de sus afectaciones y 
la comunidad en casos como el comentado. Es decir, la afectación a una de ellas afecta 
a toda la comunidad, la familia, la organización y el territorio y por ello debe ser trata en 
consonancia con la magnitud que esto implica para el pueblo, tanto por las implicaciones 
que tiene en su ser mujeres y como por las afectaciones en el papel que desarrollan en la 
familia, la organización y la comunidad. En consecuencia, las afectaciones no son sólo 
individuales sólo para ellas, también para el hombre, pues son colectivas a la vez en 
términos comunitarios, familiares y territoriales. 
 
Dado que las mujeres nasa tienen, según su cultura, una conexión energética con la 
tierra, la montaña, la luna, con otras energías mayores, afectarlas, por ejemplo, el 
momento de que se violenta el cuerpo de la mujer, se afectan también a seres mayores 
con lo que se desequilibra y se enferma a la sociedad. ―Entre más se violente la mujer, 
más riesgo tiene de desaparecer, porque la garantía de vida de los pueblos es la mujer‖ 
(Palechor, 2013). 
 
Esto implica también que el orden cultural que ha sido afectado por las agresiones a las 
mujeres, afecta también a la cultura y al pueblo, por lo que la reparación integral implica 
el restablecimiento del equilibrio y la armonía en cuanto a las mujeres como seres 
integrantes del cosmos, pero también de la comunidad y el territorio, de acuerdo a lo 
establecido por la cosmovisión. Entonces, este desequilibrio -que es también femenino 
como ya fue descrito- debe ser reparado de manera integral.  
 
Este desequilibrio, para el pueblo Nasa, es causado por enfermedades que son sanadas 
por medio de la aplicación de remedio y el establecimiento de sanciones.  La aplicación 
de remedio, práctica milenaria de este pueblo, varía de acuerdo a la enfermedad y se 
decide luego del análisis de la falta cometida de acuerdo a la cultura por parte de las 
autoridades Nasa63. La aplicación de remedio implica, según lo expresado en el grupo 
focal, sacudirse de las malas energías, quitarse el sucio o ―lavarse, asearse‖ de la 
                                               
 
63
 ―(…) el remedio no se le puede aplicar a todos el mismo tipo de remedio porque varía de acuerdo a la 
enfermedad, el delito o la falta que comete. Así mismo va la aplicación de ese remedio. Si eres una persona 
dañada que has recurrido varias veces a ese mismo delito u otro tipo de delito pues ahí abría que mirar que 
remedio se le aplica y qué dosis se le puede dar de remedio, cuál sería la sanción también. Eso lo revisa o lo 
tiene muy en cuenta la comunidad pero también de nuestros mayores desde la parte cultural también se 
hace se análisis. Todo ese procedimiento lo hacemos nosotros‖ (Sucué, 2013). 
122 ¿Justicia en Equidad sin Equidad de Género? Reflexiones sobre su aporte a las mujeres 
 
enfermedad. Aplicar remedio también significa sanar el cuerpo, la mente y el espíritu de 
la persona pero a la vez a la comunidad.  
 
La aplicación del remedio es distinta de la sanción establecida por las autoridades del 
pueblo pues, de acuerdo a lo comentado por las mujeres, ―son dos cosas muy diferentes: 
Otra cosa es la limpieza del cuerpo que se haría. El hecho de que se lleve a un ritual no 
quiere decir que allí ya cumplió la sanción, ya se aplicó el remedio. Una cosa es la 
limpieza de ese cuerpo, otra cosa es el remedio que se puede aplicar, otra cosa es la 
sanción por esa falta que cometió‖ (Secue, 2013). 
 
Para la justicia Nasa este proceso de restablecimiento o sanación de la comunidad, 
implica un proceso de investigación en el que se identifican además de lo sucedido, sus 
causas, las razones que las motivaron, las personas involucradas. En algunos casos, la 
aplicación de remedio también involucra a los padres y madres quienes asisten ante su 
responsabilidad en el direccionamiento de su familia o como lideres del pueblo. 
 
Sanar el dolor, los resentimientos, el rencor hace parte del tratamiento del caso. De igual 
manera, la satisfacción de los intereses o expectativas de las mujeres y su sentimiento 
en cuanto a que el remedio aplicado y la sanción establecida se corresponde con la 
enfermedad y los daños causados. Así mismo, sanar y reintegrar al agresor a la 
comunidad hace parte también de la reparación de la armonía. En este ejercicio de 
reflexión comunitaria, se realiza también acompañamiento espiritual y psicológico de 
acuerdo a los sentires de la mujer, el victimario y la comunidad, generando con ello el 
restablecimiento del equilibrio y la armonía.  
 
Por otro lado, las sanciones derivadas de prácticas indígenas son diversas  y depende de 
múltiples factores. A diferencia de la justicia ordinaria, como medida para restablecer el 
orden y la equidad social quebrantados, el arresto o la cárcel no son la única opción ni 
están preestablecidas penas para ciertas conductas o delitos. Cuando sucede, pasa con 
características, condiciones y periodos peculiares diferentes a las prácticas de la justicia 
ordinaria. Como fue mencionado las sanciones están orientadas a educar, sanar mas 
que a castigar y pagar una pena, y varían de acuerdo a la enfermedad y a cada 
resguardo64. 
 
                                               
 
64
 ―Cada resguardo es autónomo de cómo aplicar remedio por eso en algunos resguardos son más flexibles, 
otros son más drásticos, otros no hacen nada‖ (Ramos, 2013). 
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En cuanto al caso que se ha venido retomando, uno de los aspectos señalados por las 
mujeres como un factor primordial en el trámite fue el componente espiritual. La 
reparación ―implica levantar el sucio‖ en la mujer y el hombre involucrados y que han sido 
dañados por la enfermedad (Palechor, 2013). En este sentido, la aplicación de remedio 
tanto a las autoridades espirituales o Thé Walas que tramitaron el caso –para que no se 
les ―pegara el sucio‖ o el mal- como al líder en el ritual de armonización y la aplicación del 
fuete como rayo purificador o de limpieza de la enfermedad65, junto con la sanación 
territorial en los recorridos realizados a sitios sagrados, permitieron la armonización y 
restablecimiento del equilibrio en el territorio pero también la sanación de la comunidad. 
 
Es de resaltar también el carácter ejemplarizante de la sanción. Este es el primer caso en 
la justicia Nasa en el que se establece una sanción de tal magnitud y que es aplicada a 
un líder reconocido en la comunidad. En el grupo focal, las mujeres comentaron que 
antes, durante y después de la Asamblea se generó un ejercicio de reflexión sobre los 
hechos ocurridos y de formación sobre la manera en la que actúan los hombres frente a 
las mujeres en la comunidad66.  
 
Aunque no es posible establecer el impacto de este caso y las medidas establecidas en 
la comunidad, si se puede es posible afirmar que son producto de múltiples aprendizajes 
del pueblo y significan un avance importante para las mujeres67 y las comunidades 
indígenas. La apuesta política por generar normas, instancias y procedimientos para 
fortalecer el ejercicio de la justicia propia y fortalecer las potencialidades restaurativas de 
esta modalidad de justicia comunitaria, a través del Programa de Familia, los caminos de 
acompañamiento, la creación de la Mesa y Cabildos de Familia y la priorización del tema 
en la agenda del movimiento, son pasos importantes en el camino de la justicia indígena 
y las mujeres en el país. 
 
Esta experiencia es significativa en tanto resalta las potencialidades de la justicia propia 
frente a las críticas realizadas a la justicia ordinaria. Por lo que son pasos y aprendizajes 
                                               
 
65
 ―Cuando asesina, cuando roba, cuando comete una situación de esas usted está enfermo del espíritu, 
entonces si usted no se sana el espíritu pues no va a pasar nada‖ (Secué, 2003). 
66
 ―en la misma asamblea los señores comentaban: no, no, eso es para pensarlo dos veces y empezar a 
caminar derecho. Pues se echaba la culpa el uno al otro y se decían: mira que de hoy en adelante la voy 
pensando. Es decir, fue como una lección que se les dio a ellos. Esa lección nos pone a pensar y a 
reflexionar, bueno, cómo es que estoy caminando‖ (Secué, 2013). 
67
 ―Hoy estamos empezando a ver los resultados… entonces la gente como que no se las creía. Pensaban 
que toda la vida las mujeres calladitas y sumisas. Y esa sumisión ya como que se esta acabando… la gente 
esta todavía asombrada porque ellos no pensaban que hasta esa instancia se iba a llegar‖ (Secué, 2013). 
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importantes para el acceso a la justicia de las mujeres y la erradicación de las violencias 
de género y la impunidad en los pueblos indígenas, pero también, es un paso de 
fortalecimiento de la administración de justicia y del derecho propio en la restauración de 
las relaciones sociales o del restablecimiento del equilibrio y la armonía, así como en la 
transformación de normas sociales discriminatorias y autoritarias. 
 
3.3 Oportunidades y retos de la justicia en equidad: la 
experiencia de la conciliación en equidad en Soacha 
 
Continuando con la indagación en las experiencias de administración de justicia y de sus 
potencialidades en el tratamiento de casos relacionados con mujeres, en esta sección del 
capítulo se resaltará la experiencia de la Conciliación en Equidad en Soacha, 
particularmente de la Corporación Nacional de Conciliadores en Equidad de Soacha y 
Cundinamarca –CORNACESCUN- por ser éste un proceso que permite identificar 
algunas oportunidades y retos para la Justicia en Equidad en el país. 
 
Dentro de la diversidad de experiencias de justicia comunitaria en Colombia, la 
Conciliación en Equidad –CE- en Soacha tiene una trayectoria, avances y lecciones 
aprendidas a destacar. El contexto en el que germina y donde se sigue consolidando, es 
una pequeña muestra de la diversidad de culturas, normas y conflictos característicos de 
la sociedad colombiana actualmente.  
 
Se inicia esta parte con una breve descripción del contexto del municipio y de algunos 
antecedentes del proceso de la CE en Soacha. En seguida, a partir de la experiencia 
reciente de CORNACESCUN, se identifican algunos conflictos y normas sociales 
relacionados con casos tramitados por esta organización en los que están involucradas 
mujeres. Se finaliza con oportunidades y retos de la CE identificados en el análisis de los 
casos comentados en la segunda parte. 
 
3.3.1 Conciliación en equidad en Soacha 
 
La Conciliación en Equidad es una de las figuras de la Justicia en Equidad que presentan 
mayores avances en el país. Colombia cuenta con 7.648 conciliadores y conciliadoras en 
equidad en 218 municipios y 29 departamentos. Entre 2012 y 2013, fueron avalados 174 
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Conciliadores y conciliadoras en Equidad de 120 municipios con la pretensión estatal de 
fortalecer la resolución pacífica de conflictos y contribuir a la descongestión de los 
despachos judiciales y a la convivencia pacífica (Ministerio de Justicia, 2013, p. 8). 
 
En consonancia con las dinámicas nacionales, esta figura se instala en Soacha, más aún 
teniendo en cuenta las problemáticas que afectan este municipio, el cual está ubicado en 
la zona sur occidental de la sabana de Bogotá en el departamento de Cundinamarca. Ha 
sido afectado por problemáticas como el desempleo, la pobreza, el desplazamiento 
forzado, la violencia, falsos positivos, entre otros problemas comunes con diferentes 
zonas del país. En este contexto viene promoviendo la Conciliación en Equidad desde la 
década del 90 del siglo pasado.  
 
Soacha es el municipio que tiene el mayor número de población del departamento 
distribuida en seis comunas y dos corregimientos. Su población presenta un incremento 
considerable en los últimos años. Se proyecta que para 2012 este municipio cuenta con 
466.938 habitantes distribuidos según sexo en 49.3% hombres y 50.7% mujeres, 
ubicados en su mayoría en la zona urbana (PNUD, 2011, p. 11). En este municipio se 
resalta que mientras el 67% de la población vive en la pobreza y el 15.4% en la pobreza 
extrema (Alcaldía de Soacha, 2009), el desarrollo económico del municipio se encuentra 
estancado y no se avizoran esfuerzos locales claros de desarrollo y dinamización del 
empleo.  
Es importante destacar que para 2011 entre la población sisbenizada, una de las 
principales actividades realizadas por las mujeres son los oficios del hogar principalmente 
en la zona rural. En la zona urbana, 15.608 mujeres se encuentran sin actividad, 42.434 
trabajando, 40.047 realiza oficios del hogar (frente a 1.833 hombres) y 37.032 
estudiando, entre otras actividades. En el área rural, 490 mujeres se dedican a los oficios 
del hogar (frente a 19 hombres), 327 estudian, 199 trabajan y 123 no realizan ninguna 
actividad (PNUD, 2011, p. 23). Lo anterior evidencia que una de las principales 
actividades de las mujeres es el trabajo del cuidado y que su distribución es inequitativa 
de acuerdo al sexo pues las mujeres siguen asumiendo principalmente dicha labor. 
 
La violencia y la inseguridad, generadas en parte por los aspectos relacionados con 
anterioridad, son otras de las problemáticas que afectan al municipio. La primacía de la 
violencia como mecanismo para tramitar los conflictos, la presencia de grupos armados 
ilegales y delincuenciales, el microtráfico de estupefacientes, el hurto, ―falsos positivos‖ y 
la disputa interna por el territorio son sólo algunas de las problemáticas.  
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Otras de las situaciones preocupantes de este municipio son la violencia al interior de las 
familias y las violencias contra las mujeres, niñas y adolecentes. Para 2005 y 2006 
Soacha se ubicó entre los municipios del departamento con el mayor número de casos 
de violencia intrafamiliar y violencia sexual. Así, entre 2008 y 2012, su Comisaría de 
Familia contabilizó 1.000 casos de maltrato físico y 7.500 de otros tipos de maltrato 
infantil (Alcaldía de Soacha, 2012, p. 82).  
 
A pesar de las carencias en el registro de información, en Soacha las violencias hacia las 
mujeres afectan a por lo menos 53.6 mujeres por cada 100.000 habitantes (CENTRAP, 
2010). Para 2012, de 1.317 casos de violencia de pareja reportados por el Instituto 
Nacional de Medicina Legal, el 88% de víctimas son mujeres y el 12% hombres y en los 
427 casos de violencias hacia niñas, niños y adolescentes, el 53% de las víctimas son 
mujeres y el 47% son hombres (Velasco & Lozano, 2013, p. 260). Es decir, la situación 
de violencias hacia las mujeres es alarmante en el municipio.  
 
En este contexto tan complejo de conflictividad, la Conciliación en Equidad se ha 
desarrollado desde la década de los años 1990 como una alternativa de solución de 
conflictos impulsada por iniciativas institucionales de la Sede de Conciliación Comunitaria 
de la Cámara de Comercio, la Casa de Justicia de Soacha, la Alcaldía Municipal y el 
Ministerio de Justicia y del Derecho.  
 
Desde la década de los años 80, la Cámara de Comercio de Bogotá realiza convenios 
con las Alcaldías de varios municipios para hacer apertura de sedes en cuyas 
instalaciones se prestaran servicios de solución de conflictos por medio de métodos 
como la conciliación, el arbitraje, la mediación y la amigable composición, así como 
procesos de formación, investigación y consultoría. Es a partir de este proceso iniciado 
en la Sede de Conciliación Comunitaria de la Cámara de Comercio de Soacha, que nace 
la primera generación de conciliadores en equidad avalados en 2001, que son el inicio 
del proceso desarrollado en el municipio actualmente.  
 
Por otro lado, desde 1995 el gobierno nacional impulsa la creación de las Casas de 
Justicia instaladas en diversos municipios del país, fueron motivadas por la Constitución 
Política de 1991 como centros interinstitucionales de ―orientación, referencia, y prestación 
de servicios de solución de conflictos, donde se aplican mecanismos de justicia formal y 
no formal en una determinada localidad‖ (Ministerio del Interior y de Justicia, 2009, p. 11). 
Desde el 2000 esta iniciativa se establece como Programa Nacional.  
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Por ello, en el 2003 es instaurada una de ellas en el municipio de Soacha en cuyas 
instalaciones se prestan servicios de conciliación en equidad y en derecho, consultorio 
jurídico, junto con la Personería Municipal, Defensoría del Pueblo, Oficina del Trabajo y 
Fiscalía General de la Nación (Alcaldía de Soacha, 2013).  
 
Los antecedentes de CORNACESCUN se remontan a estas primeras generaciones de 
conciliadores y conciliadoras en equidad impulsadas por la Cámara de Comercio y la 
Casa de Justicia de Soacha. En el año 2000 se conforma un grupo de conciliadores que 
venían siendo acompañados y asesorados por la Cámara de Comercio de Soacha, con 
el interés de fortalecerse organizativamente y planear acciones de promoción de esta 
figura.  
 
De esta iniciativa surge en el 2003 la Corporación de Conciliadores en Equidad de 
Cazucá y Ciudad Bolívar, CORNACE. Luego las y los conciliadores de Soacha 
decidieron tener autonomía frente al proceso de Bogotá y conforman CORNACESCUN. 
En el 2006, deciden funcionar de manera independiente de la Cámara de Comercio y 
desarrollar sus labores en la Casa de Justicia de Soacha recientemente instaurada en 
esa época (Huertas, 2006).  
 
El interés de la corporación es mejorar la convivencia pacífica a través del manejo de 
conflictos. Así mismo, fortalecer capacidades de manejo de conflictos en las personas. 
CORNACESCUN ha tenido y tiene el interés de establecer fuertes lazos de comunicación 
y dialogo con la comunidad, las organizaciones sociales e instituciones públicas y 
privadas. Por ello, se ha articulado con entidades estatales, ha recibido apoyo de la 
cooperación internacional, ha establecido alianzas con organizaciones sociales como las 
Juntas de Acción Comunal, Afrodes, la Red de Mujeres Soacha, entre otras.  
 
Desde mediados de la década pasada, esta organización ha llevado a cabo múltiples 
actividades comunitarias de divulgación, formación y fortalecimiento de la figura en el 
municipio y en otras zonas del país. Desde jornadas y articulación con colegios, procesos 
de formación a operadores y operadoras de justicia, foros comunitarios, actividades 
comunitarias con Juntas de Acción Comunal, otras organizaciones y entidades estatales, 
festivales de conciliación, jornadas de sensibilización, hasta paneles de impulso de la 
política pública de justicia en equidad, entre otras actividades.  
 
En un contexto tan adverso en términos de los altos niveles de conflictividad presentes 
como los relatados en Soacha, esta experiencia de conciliación en equidad de 
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CORNACESCUN es un aporte para los mecanismos de solución de conflictos. Por ende, 
será analizado el tratamiento de los conflictos relacionados con mujeres en miras a 
identificar oportunidades y retos. 
 
3.3.2 Gestión de los conflictos que afectan a las mujeres en 
Soacha 
 
En este escenario de conflictividad y de construcción de la figura en Soacha, en esta 
sección se señala la manera en que la conciliación en equidad gestiona los principales 
conflictos que afectan a las mujeres en este municipio. Para ello, se identifican los tres 
principales conflictos por los que acuden las mujeres a la conciliación en equidad, la 
manera en que esta modalidad de justicia comunitaria realiza la gestión los conflictos 
identificados y las normas sociales que se ven involucradas en estos casos.  
 
Antes de entrar en materia, es importante hacer mención de algunos obstáculos de 
acceso a la justicia para las mujeres que han sido identificados por CORNACESCUN a 
partir de su atención en la Casa de Justicia de Soacha, puesto que advierten el contexto 
en el que la justicia ordinaria tramita los casos de mujeres y algunas de las razones por 
las cuales deciden acudir a la conciliación en equidad.  
 
Uno de los obstáculos es la escasez de recursos económicos de las mujeres para 
desplazarse al lugar y para contar con una abogada/o que les brinde asesoría jurídica y 
las represente en los procesos judiciales. En un número importante de casos, luego de 
que las mujeres acuden a la Comisaría de Familia -ubicada a unos pasos de la oficina de 
conciliación en equidad de la Casa de Justicia de Soacha donde atiende 
CORNACESCUN-, hacen fila durante horas para que cuando por fin las atienden les 
programen una cita para ser atendidas realmente meses después.  
 
Así mismo, reseñan que las medidas de protección como el desalojo del agresor son 
incumplidas o no ejecutadas por esta institución debido a la negligencia y falta de 
capacidades de funcionarios y funcionarias encargadas del tema. En sus palabras de 
Álvaro Huertas: ―¿Para qué sirven? le pegaron a la señora, mientras llaman a la policía 
ya le están rezando las nueve noches…no sirve! Porque no hay funcionarios que tengan 
conocimiento de qué es una medida de protección y cómo orientar a las personas‖ 
(Huertas, 2013). Ante dicha situación, las mujeres en búsqueda de su tranquilidad y 
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bienestar deciden separarse ―así les toque irse a arrumar a una pieza‖, comenta el 
conciliador. 
 
A lo que se suma la baja cantidad de funcionarias y funcionarios encargadas de la 
atención frente a la gran cantidad de personas que acuden a las instalaciones de la Casa 
de Justicia. Estas carencias o debilidades institucionales junto con prejuicios y 
estereotipos, generan revistimización de las mujeres desde el momento en que entran y 
son atendidas por el personal de vigilancia hasta que salen de allí.  
 
Entonces las mujeres son orientadas a la oficina de las y los conciliadores para ser 
orientadas y resolver los asuntos por los cuales se dirigen a la Casa de Justicia. Mientras 
con la Comisaría de Familia la cita es programada para tres meses después, las y los 
conciliadores las atienden en tres días. Según un aproximado de la organización, el 85% 
de las personas que atienden en la Casa de Justicia son mujeres. 
 
Ellas se dirigen con el interés de reclamar sus derechos en tres casos: separación y 
liquidación de la sociedad patrimonial, inasistencia alimentaria y sobrecarga del trabajo 
del cuidado. Estos casos podrían ser considerados casos tipo debido a la frecuencia con 
que se presentan y la concurrencia de factores o características similares y su relación 
con normas sociales discriminatorias con las mujeres. En cierta medida, todos ellos muy 
relacionados con varias manifestaciones de violencias hacia las mujeres como la 
económica, patrimonial, física, psicológica y sexual y consideradas algunas del área de 
derecho de familia desde la perspectiva Estatal.  
 
En lo que tiene que ver con la separación, las mujeres deciden separarse luego de 
múltiples hechos constitutivos de un ciclo de violencias con sus parejas. Del grupo de 
mujeres que acuden a la conciliación en equidad, aproximadamente el 50% lo hacen con 
este interés. Otro de sus intereses es liquidar la sociedad patrimonial y garantizar o 
restablecer sus derechos en la propiedad de los bienes adquiridos.  
 
Frente a la inasistencia alimentaria, luego de que la separación o en momentos de 
incumplimiento de acuerdos al respectos establecidos previamente, se dirigen a las y los 
conciliadores con el interés de que los padres asuman de manera responsable la 
manutención, el cuidado y la formación de sus hijas e hijos. Esto incluye tanto la fijación 
de la cuota alimentaria como la concertación del papel de los padres en el cuidado y la 
formación niñas, niños y adolescentes. 
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Referente al trabajo del cuidado en el hogar, una importante proporción de mujeres 
asume de manera desproporcionada oficios del cuidado en la familia. Para las mujeres la 
carga de estas labores es alta pues se dedican principalmente a realizar labores de 
cuidado en el hogar y algunas también laboran afuera con remuneración68. A pesar de 
que no acuden directamente por este asunto, en algunos casos se ha identificado esta 
situación de manera reiterada como el conflicto de fondo en las familias.  
 
Otro de los asuntos de mayor atención de CORNACESCUN es el tema de arriendos en 
donde también se han visto involucradas mujeres, pues en algunas ocasiones luego de 
convivir con su pareja en una habitación –en algunos casos- son abandonadas, algunas 
en estado de embarazo. Ha ocurrido que los propietarios de las casas o habitaciones 
alquiladas, ante la imposibilidad de pago de las mujeres, recurren al embargo particular 
de bienes muebles –algunos de los cuales derivan su actividad económica- o de 
chantajes sexuales como pago del alquiler adeudado. 
 
En el momento en que las mujeres llegan, generalmente el procedimiento que siguen las 
y los operadores consiste en recibir el caso y sus solicitudes, luego realizan un análisis 
inicial del caso, citan a las partes involucradas en su mayoría hombres, realizan una o 
varias sesiones para mediar o conciliar, establecen acuerdos que son plasmados en un 
acta y luego realizan el seguimiento de los mismos. En este camino, es posible reconocer 
algunas herramientas útiles en la solución del conflicto.  
 
Una herramienta a resaltar en la gestión de los conflictos es la escucha activa de las 
problemáticas de las mujeres y la orientación efectiva. Las y los conciliadores escuchan a 
las mujeres y les brindan orientación de acuerdo a la situación presentada. Muchas 
veces las mujeres acuden a diversas instituciones públicas y privadas con el ánimo de 
dar ser escuchadas y dar a conocer las problemáticas que las afectan pero no 
encuentran  interlocutoras e interlocutores cualificados que las escuchen y que les 
brinden orientación de manera efectiva, como fue comentado en relación con la 
Comisaría de Familia de la Casa de Justicia.  
 
                                               
 
68
 Las mujeres ―se levantan a las dos de la mañana para dejarle almuerzo a los chinos, al marido, lavar, o 
sea todo eso y arrancar a trabajar. Llegan a las ocho de la noche y se acuestan a la una‖ de la madrugada 
(Huertas, 2013). 
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En este sentido, se generan espacios de diálogo en donde no primen situaciones de 
poder presentes en lugares como la casa69. Es un escenario en el que se intenta que las 
partes se despojen de su poder o se fortalezcan por lo menos para hablar, que expresen 
lo que piensan y sienten o se ―desahoguen‖ y que puedan ver la situación desde afuera 
con ayuda de la conciliadora o conciliador. Las mujeres pueden entonces ―decir las cosas 
que ellas no pueden decir‖ si se encontrarán por ejemplo con el esposo o agresor. En 
algunos casos, estas sesiones se acompañan de una psicóloga/o, a la que también son 
remitidas las personas, parejas y familias en búsqueda de apoyo por parte de una 
persona de confianza cuyas herramientas psicosociales ayuden en el tratamiento de los 
conflictos.  
 
Este ejercicio conlleva a mejorar la comunicación por ejemplo en las parejas y a 
reconocer los intereses que realmente motivaron la decisión de acudir a la conciliación en 
equidad. En ocasiones, la generación de espacios de diálogo basados en la confianza y 
la comunicación permiten que se identifiquen las causas del conflicto y las maneras en 
las que puede ser solucionado de tal forma que se satisfagan los intereses que les 
motivaron a acudir. También permite que las mujeres reciban una orientación frente a los 
intereses o a los derechos que son vulnerados.  
 
Otra de las estrategias usadas para la gestión de conflictos es la sensibilización de las 
personas frente a los derechos de las mujeres, los deberes en las relaciones de pareja y 
la familia de los hombres, al igual que el reconocimiento de las causas que generaron el 
conflicto y la responsabilidad de cada quien en ello. En las sesiones de diálogo y, la 
operadora y operador envían mensajes a las personas que les generan reflexiones sobre 
su papel en el conflicto y la manera en la que podrían solucionarlo en aras de mejorar la 
convivencia. En algunos casos, las personas salen de las sesiones, reflexionan sobre lo 
dialogado y ponen en práctica lo conversado. 
 
En conflictos como los de parejas, estos escenarios se convierten en espacios en los que 
con seguridad se pueden ―decir las cosas de buena manera‖, reconocer los errores, los 
daños causados, la manera en que les han afectado, así mismo, asumir 
responsabilidades, expresar arrepentimiento y establecer de manera conjunta 
compromisos que permitan mejorar la convivencia. En algunos casos, este espacio evita 
la separación.  
                                               
 
69
 Comenta uno de los conciliadores: ―…yo le recomiendo muchas veces a las personas que cuando quieran 
hablar no lo hagan en la casa, vayan a  otra parte y se tomen algo, porque muchas veces en la casa no se 
puede hablar…‖ (Huertas, 2013).  
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El tiempo de duración y la participación de otras personas depende de la complejidad del 
caso. El número de sesiones varía de acuerdo a los acontecimientos, los intereses de las 
partes y las normas sociales que configuran la problemática encontrada. En algunos 
casos su trámite se extienden hasta tres meses e involucra a otros miembros de la 
familia, comunidad u organización. Es necesario entonces ―tomarse su tiempo‖ para 
poder resolver el conflicto pues, en palabras de Álvaro Huertas frente a uno de los casos 
comentados: ―¿cómo vamos a arreglar en tres horas lo que hicieron en tres años?‖ 
(2013). 
 
Los acuerdos que se establecen son fijados por las partes y el conciliador les da ciertas 
pautas para que llegar a ellos. Algunos de los acuerdos son plasmados en actas de 
conciliación o actas de convivencia que recogen los compromisos en procura de una 
buena convivencia. En este momento, se establecen acuerdos de seguimiento como una 
próxima sesión en tiempo prudente de acuerdo al caso. Las y los conciliadores 
realizaban también comunicaciones telefónicas para hacer seguimiento pero fueron 
suspendidas por falta de recursos.  
 
Además de las herramientas, varias de ellas con un carácter restaurativo, es posible 
también identificar algunas normas sociales presentes en los conflictos por los que se 
acercan las mujeres a la conciliación en equidad. En los casos relacionados con las 
separaciones, las mujeres ―se cansan‖ y deciden terminar con la relación y disolver la 
sociedad patrimonial. Una de las problemáticas que motiva la decisión por parte de las 
mujeres es ser víctimas de diversas violencias por parte del hombre justificado en 
prácticas, estereotipos y prejuicios aprendidos socioculturalmente en diversos ámbitos de 
la vida. 
 
Algunos hombres atendidos consideran que a las mujeres hay que tratarlas a ―pata y a 
puño‖ y que muchas veces la violencia es producto de la mujer, o sea es ella quien 
provoca la violencia con los mensajes ―negativos‖ que envía en el hogar. Como comenta 
uno de los conciliadores: ―la mujer ha tomado la costumbre de que usted abre la puerta y 
el mensaje que siempre manda la mujer es negativo y eso en la mente hace daño todos 
los días. Por ejemplo: ¿Por qué llego hasta ahora? ¿Usted dónde estaba? Nunca es algo 
positivo, que lo enamore a uno llegar a la casa…entonces uno se va para la calle y al 
amigo a lo mejor le pasa lo mismo, echémonos una cervecita, y llegamos a la casa a 
golpear a la mujer. ¿Por qué se mete al vicio? Porque a uno no lo motiva nada llegar a la 
casa. ¿Por qué le tiene que echar la cantaleta a uno en un momento que no es el 
adecuado? si abro la puerta y me empiezan a cantaletear, por ejemplo si usted llega y lo 
empiezan a tratar mal, ¿Cómo la recibo yo? Pues mal‖ (Huertas, 2013). 
Capítulo 3 133 
 
 
En estos casos algunos operadores y operadoras afirman que ―pierden‖ su imparcialidad 
frente a situaciones de vulnerabilidad, desigualdad o discriminación a las mujeres, se 
ponen en los zapatos de la otra persona y propenden por cambiar esta norma 
considerada como ―justa‖ de acuerdo al contexto. En situaciones, comenta un conciliador, 
―muchas veces me toca con los hombres duro porque hay que hacerle entender que las 
mujeres tienen derechos‖. 
 
En otros casos, se considera que las mujeres tienen la ―obligación marital‖ de tener 
relaciones sexuales con sus maridos. En una sesión de conciliación una de las mujeres 
expresó, según un conciliador: ―Es que usted me coge a abusar de mí cuando llega 
borracho‖. Los hombres afirman que por el hecho de tener una relación sentimental 
pueden tener relaciones con ellas sin su consentimiento cuando consideren. Las mujeres 
no pueden oponerse u opinar al respecto en sus casa pues temen ser violentadas física y 
psicológicamente. En cambio, en la sesión de conciliación las mujeres han podido 
expresar estos hechos y decirles a los hombres sus afectaciones. A los hombres, las y 
los conciliadores les sensibilizan, pues en sus palabras: ―eso no puede ser así, por más 
que sea su señora eso no puede ser así, eso tiene que ser concertado‖. En estos casos, 
orientan a las mujeres  en el reconocimiento de estos hechos como violencia sexual. 
Como víctimas de ésta y otros tipos de violencias, son informadas de la ruta de atención 
y remitidas a la Fiscalía para que denuncien los hechos ocurridos.  
 
En la liquidación de la sociedad patrimonial también se considera socialmente que los 
bienes son de propiedad de los hombres pues ―él trabajó y la mujer no metió un peso‖70, 
es decir, que se violenta patrimonialmente a las mujeres pues se desconoce su aporte en 
la economía de la familia y sus derechos a la propiedad de los bienes. En estos casos se 
sensibiliza sobre el reconocimiento de los aportes y derechos de las mujeres y se 
promueven acuerdos con base en ello.  
 
Por otro lado, persisten roles tradicionalmente establecidos como femeninos y 
masculinos en cuanto al trabajo del cuidado o trabajo de hogar no remunerado71 pues se 
                                               
 
70
 En estos casos ―el hombre dice no, es que usted no tiene derecho, esta casa es mía, no es de usted‖, 
afirman un conciliador. 
71
 Según la ley 1413 de 2010 por medio de la cual se regula la inclusión de la economía del cuidado en el 
Sistema de Cuentas Nacionales en su artículo 2º, la economía del cuidado ―hace referencia al trabajo no 
remunerado que se realiza en el hogar, relacionado con mantenimiento de la vivienda, cuidados a otras 
personas del hogar o la comunidad y el mantenimiento de las fuerza de trabajo remunerado. Esta categoría 
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ha establecido como norma social en la familia que el hombre es ―el que va a trabajar, 
paga el mercado, paga el arriendo‖ y la mujer es ―la que cocina, lava y cría chinos‖ 
(Huertas, 2013). A las mujeres se les asigna principalmente el trabajo reproductivo 
relacionado con los oficios del cuidado en el hogar, mientras que los hombres se dedican 
al trabajo productivo o de generación de bienes y a actividades de descanso como mirar 
televisión. Sumado a ello, asumen actitudes autoritarias de control y mando en el hogar.  
 
La gestión de la operadora u operador de justicia en estas circunstancias es clave. Uno 
de los conciliadores entrevistados, por ejemplo, asume que es necesario cambiar esta 
asignación de roles: ―la señora se limita a lavar, cocinar y a criar chinos y el señor a traer 
la plática para la comida, y resulta que ahí estamos equivocados‖. Desde allí, la 
operadora/o puede ayudar a las partes a generar cambios en los comportamientos 
socioculturalmente aprendidos: ―uno también tiene que hacer le ver que él también hace 
parte de eso, que no consiguió una sirvienta, consiguió fue una esposa, que él también 
tiene que cocinar‖ (Huertas, 2013).  
 
En algunas ocasiones es posible realizar cambios en la distribución de los oficios del 
hogar y del cuidado de las hijas y los hijos. En las audiencias de conciliación, las y los 
conciliadores sensibilizan a las partes sobre sus derechos haciendo énfasis en los 
derechos de las mujeres y los deberes de los hombres en el hogar. Algunos hombres 
aceptan esta desigualdad y generan compromisos de cambios, reconocen su 
responsabilidad y acuerdan una distribución de labores que antes eran asumidas por las 
mujeres72.  
 
Según Álvaro Huertas, las mujeres acuden a la conciliación en equidad por ―la 
tranquilidad, por la informalidad y porque es rápido…la gente no tiene por qué esperar 
tres meses para una cita, es ahí mismo; las señoras vienen aquí diciendo: ‗mire es que 
me lo recomendaron para que me oriente y me ayude‘; entonces uno la orienta‖ (2013).  
 
Han constituido redes de apoyo con las organizaciones mencionadas y otros actores de 
la comunidad. Por ejemplo, con las y los administradores de los conjuntos residenciales 
                                                                                                                                              
 
de trabajo es de fundamental importancia económica en una sociedad‖. El trabajo de hogar no remunerado 
se refiere a los ―servicios domésticos, personales y de cuidados generados y consumidos dentro del propio 
hogar por las que no se percibe retribución económica directa‖.   
72
 ―Pues muchos aceptan y hay veces que hacen cambios. Ejemplo: entonces yo hago esto, yo voy por los 
niños hoy al colegio o yo voy a recoger el boletín…¿Cuándo un padre va a ver el hijo al colegio? Nunca; la 
que va es la mamá; entonces al señor le toca pedir permiso en el trabajo… si yo lavo, mi señora lava; yo 
cocino mi señora puede cocinar‖ (Huertas, 2013). 
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han venido divulgando esta modalidad de justicia en equidad al igual que han activado 
las rutas de atención con mujeres víctimas de violencia. Con las Juntas de Acción 
Comunal se articularon para ampliar los puntos de atención en el municipio y recepcionar 
o remitir los casos. También con colegios por medio del servicio social de estudiantes en 
la Casa de Justicia o la remisión de casos de conflictos en el ámbito escolar y/o familiar. 
 
Con esta gestión de conflictos, la conciliación en equidad en Soacha contribuye en la 
generación de cambios en los roles tradicionales de mujeres y hombres, en las 
relaciones de género que se establecen y en las formas de familia que se vienen 
constituyendo y en las distribución de oficios entre sus integrantes. Todo ello en últimas 
soportado en estructuras normativas construidas socioculturalmente y en las palabras de 
uno de los conciliadores: ―a que la mujer no sea esclavizada‖ (Huertas, 
CORNACESCUN, 2013). 
 
3.3.3 Oportunidades y retos de la conciliación en equidad 
 
Las oportunidades y retos de la conciliación en equidad en la gestión de conflictos que 
afectan a las mujeres en Soacha, pueden ser analizadas a partir de su contribución a las 
apuestas de la justicia comunitaria en cuanto a la convivencia, tratamiento integral de los 
conflictos, descongestión del aparato de justicia, acceso a la administración de justicia, 
empoderamiento y autonomía, e identidad y pertenencia, señaladas por Ardila (2003).   
 
Una de las oportunidades para las mujeres es el intento de la conciliación en equidad de 
darle tratamiento integral a los conflictos. Por un lado, la conciliación en equidad tiene la 
oportunidad de involucrarse en conflictos que afectan a las mujeres que no están al 
alcance de la justicia ordinaria o que la desbordan, como los tres conflictos identificados.  
 
Por otro lado, desde la perspectiva específica y contextual (Ardila, 2003) del tratamiento 
de los conflictos tiene otras dos oportunidades. En cuanto a la primera, se relaciona con 
las manera en que mujeres y hombres manejan sus conflictos y los posibles 
comportamientos que se presentan allí. Ejemplo de ellos son aquellos casos de mujeres 
víctimas de violencias en los que tiene la capacidad de promover espacios que intentan 
equilibrar relaciones de poder entre hombres y mujeres. 
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La perspectiva contextual se refleja en que la realidad social en la que se encuentran 
actualmente las mujeres el municipio de Soacha es tenida en cuenta a la hora de tramitar 
los conflictos. Este conocimiento proviene de su presencia, permanencia y pertenencia 
con la comunidad soachuna73. Es decir, considera el contexto en el que se encuentran 
los conflictos y quienes se encuentran involucradas: las mujeres. En el trabajo que han 
realizado los miembros de esta organización han considerado las estructuras sociales en 
las que se encuentran tanto las partes como el conflicto.   
 
―Hasta donde tenemos posibilidades tratamos de darle un tratamiento integral al conflicto, 
hasta donde podemos, buscando las razones de fondo.Nos interesa no hacer muchas 
actas sino dialogar con las personas y buscar, darle una salida consensuada a la 
situación. Inicialmente para esto es necesario tener un buen conocimiento de la 
comunidad donde voy hacer el tratamiento del conflicto‖ (Huertas, 2006). 
 
Las diferentes modalidades de intervención en los conflictos de mujeres son también otra 
oportunidad para su tratamiento integral, pues como fue analizado en la sección anterior, 
hacen uso de diversas herramientas a la hora de gestionar aquellos conflictos en los que 
se ven afectadas las mujeres. Esto les ha permitido ir mas allá del conflicto mismo y 
penetrar en las estructuras normativas que los configuran, y en cierta medida, promover 
cambios en algunas normas sociales de carácter discriminatorio hacia las mujeres.  
 
Otras oportunidades por las que ha sido reconocida su experiencia74, están relacionadas 
principalmente con la descongestión de los despachos judiciales, el acceso a la justicia y 
la convivencia pacífica. La inasistencia alimentaria y las violencias contra las mujeres son 
las principales problemáticas que las motivan a dirigirse a la justicia ordinaria en la que, 
por lo factores señalados en el primer capítulo, estos casos no son tramitados y por el 
contrario se represan e incrementan la impunidad. Por ello, al tramitar estos casos, la 
conciliación en equidad tiene la oportunidad de aportar en la reducción de la congestión 
judicial y de la impunidad en los casos de mujeres. 
 
Los potenciales restaurativos de la conciliación en equidad son otra de las oportunidades 
para aportar en la convivencia pues permiten construir y reconstruir tejido social en la 
                                               
 
73
 ―Al nosotros pertenecer a la comunidad donde pretendemos solucionar los conflictos ya conocemos como 
es el contexto de las personas que acuden para nuestra asesoría‖ (Huertas, 2006). 
74
 ―Muchas organizaciones internacionales han visitado a Soacha para conocer la experiencia, han estado de 
EU., México, Canadá, Costa Rica‖ (Huertas, 2006). 
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medida en que generan condiciones favorables para que se reparen los vínculos 
afectados por los conflictos (Ardila, 2003). Aunque en este estudio de caos no se 
profundizó en el análisis de éstos, es posible entrever que al involucrar de manera activa 
a las partes, generar condiciones para que las mujeres participen paritariamente en la 
gestión del conflicto, promover que la solución que se acuerde genere cambios en las 
relaciones entre hombres y mujeres, y restablezca derechos vulnerados en la situación 
conflictiva, se esta contribuyendo en la construcción de convivencia. 
 
También es una oportunidad de acceso a la justicia para las mujeres desde diversas 
aristas. En términos geográficos, a través de su atención en varios puntos del municipio 
facilita el traslado de las mujeres en cada una de las comunas. La gratuidad de esta 
figura facilita además que las mujeres accedan, mas aún ante las precarias condiciones 
económicas de las ellas en Soacha. Culturalmente, facilitan el conocimiento de sus 
derechos a las mujeres y generan cambios en la manera en que las mujeres se 
identifican con la administración de justicia y el derecho. 
 
Uno de los conciliadores entrevistado afirma al respecto: ―Entonces ¿qué es acceder a la 
justicia? ¿Venir y sacar  una boleta? Eso no es acceso a la justicia. Justicia es que se le 
resuelva la situación y no que venga y le den una boleta y vuelva entre dos meses y el 
problema siguió igual. Para mí eso no es acceso a la justicia…Que llegue aquí y que le 
encuentre solución a sus cosas o sea no solo para la mujer, para el hombre también, eso 
sería lo justo. Que llego a un sitio como estos y salió con sus cosas resueltas, que se 
aplique la ley teniendo en cuenta sus costumbres porque hay cuestiones que son normas 
sociales, así como son normas jurídicas‖ (Huertas, 2013).  
 
Por otra parte, los retos de la conciliación en equidad están en el empoderamiento y 
autonomía, e identidad y pertenencia. La relación de éstas dos apuestas con las 
dinámicas de poder y las estructuras normativas de la comunidad suponen un gran 
esfuerzo para lograr o por lo menos aportar en su transformación, en tanto las 
estructuras normativas que configuran a la comunidad se encuentra atravesadas por 
relaciones de poder que las determinan, de acuerdo al sistema patriarcal.  
 
Los casos mencionados en los que se ven afectadas las mujeres, expresan la existencia 
de relaciones de poder autoritarias entre hombres y mujeres, tanto en los procesos de 
separación y liquidación de la sociedad conyugal y las violencias que allí se reflejan, así 
como en los casos de inasistencia alimentaria y trabajo del cuidado, en los que se 
subordina a las mujeres y se ubica al hombre en una posición privilegiada. Entonces las 
normas sociales que se configuran en las comunidades de Soacha reproducen las 
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lógicas de poder patriarcales. Considerando lo anterior, es un reto para la conciliación en 
equidad fortalecer el poder interno y externo (Ardila, 2003) de las comunidades frente a 
los casos de las mujeres y de las mujeres en la comunidad a la hora de tramitar 
conflictos.  
 
La conciliación en equidad puede facilitar aún más la capacidad de las mujeres de 
participar efectivamente en la gestión de conflictos, es decir, empoderar a las mujeres, 
más aún en aquellos casos en los que se encuentren en situaciones de vulnerabilidad. 
De esta manera, puede facilitar igualmente la definición de las normas implicadas en la 
gestión de conflictos, en especial, en relación a aquellas de carácter autoritario y 
discriminatorio, y evitar que éstas determinen las soluciones que se establezcan, al igual 
que establecer un control a operadores y operadoras en estos casos.  
 
De esta manera, contribuye a que la comunidad considere las problemáticas que afectan 
a las mujeres y se movilice frente a ellas. Su conocimiento de la comunidad y las 
estructuras normativas que allí existen puede brindar entonces condiciones para que 
sean restablecidos los derechos de las mujeres, vulnerados constantemente en este 
contexto municipal.   
 
Otro de los retos es aportar en la ―relectura‖ de las normas sociales de carácter 
discriminatorio y autoritario hacia las mujeres, a través de la facilitación de espacios, 
reflexiones y acuerdos que propenda por su transformación. Es decir, promover la 
discusión de los roles tradicionales de hombres y mujeres, las cargas desproporcionadas 
asumidas por las mujeres, las prácticas cotidianas que reproducen y justifican la 
discriminación, y las violencias.   
 
Fortalecer la generación de capacidades de las y los operadores de justicia en equidad 
en la atención de casos relacionados con mujeres y las relaciones de género, también es 
un reto. Es necesario seguir trabajando eliminación de prejuicios y estereotipos 
justificadores de la violencia que se encuentran en juego a la hora de tramitar un 








A través del estudio de caso de tres experiencias significativas de administración de 
justicia, en este capítulo se intentó analizarlas comparativamente con el ánimo de 
identificar las oportunidades y los retos para la justicia en equidad en el tratamiento de 
casos que afecten a las mujeres en Colombia. En suma, todas las experiencias tenidas 
en cuenta cada una a su manera, son un aporte para las mujeres, la construcción de paz 
y la democratización de la justicia y el derecho en el país.  
 
La inoperancia de la justicia ordinaria y amplia lista de promesas incumplidas a las 
mujeres evidencia la vulneración de sus derechos humanos, en especial el de acceso a 
la justicia. El caso de AFROMUPAZ es una muestra de la manera en que el Estado y la 
administración de justicia han desatendido esta demanda de las mujeres 
afrodescendientes víctimas del conflicto armado y defensoras de derechos humanos.  
 
Centenares de hechos configuran un continuum de violencias que se recrudece con el 
paso de los años y pone de manifiesto las debilidades estatales en su prevención, 
protección y erradicación. Las desesperanza de las mujeres en la justicia ordinaria se 
fortalece ante la desprotección de sus derechos, la incapacidad de acudir al aparato de 
justicia, la evasión a sus pretensiones y la insatisfacción de sus intereses a la hora de 
acudir a la administración de justicia. 
 
No obstante, las mujeres construyen alternativas con un enfoque restaurativo, étnico y de 
género basadas en las prácticas culturales propias de las comunidades 
afrodescendientes. En un esfuerzo por recuperar prácticas propias como el canto, la 
música y la danza, AFROMUPAZ intenta sanar los daños ocasionados desde hace más 
de 10 años a las mujeres.  
 
Por su parte, la justicia indígena Nasa permite recoger los aprendizajes propios y las 
potencialidades restaurativas de la justicia comunitaria a manera de saberes a recuperar 
y lecciones a aprender por parte de otras modalidades de justicia. A partir de su 
cosmovisión, en la que basan su estructura normativa, este pueblo indígena ha 
conformado todo un sistema para la gestión de conflictos reconocido en el país. 
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Las fortalezas de su proceso organizativo y la configuración del derecho propio, facilitan 
el tratamiento de la conflictividad y fortalecen su legitimidad y eficacia, en comparación 
con otras modalidades de justicia comunitaria. El ejercicio de colectivo de la justicia, la 
identidad y pertenencia de la comunidad, y el restablecimiento de la armonía o de las 
relaciones sociales para recobrar el equilibrio, son elementos potenciales a dinamizar en 
otros contextos. 
 
Particularmente frente a los casos de violencias hacia las mujeres vienen fortaleciendo y 
re-creando sus potenciales restaurativos recogidos en los caminos de acompañamiento 
integral a las mujeres víctimas de violencia sexual, la participación de la comunidad y el 
empoderamiento de las mujeres en la gestión de conflictos y el restablecimiento de la 
armonía y el equilibrio.  
 
Dentro de los aprendizajes de la justicia indígena se destacan algunos de los aspectos 
que puede ―enseñarle‖ a otras modalidades de justicia comunitaria y que tienen que ver 
con, en las palabras de una de las entrevistadas, ―primero la dignidad de la mujer; 
segundo que realmente responda a su contexto, a su pueblo, a su cultura, a su 
cosmovisión para que realmente  sea una justicia equitativa‖ (Palechor, 2013). 
 
La experiencia de CORNACESCUN es una ventana para mirar cuáles pueden ser las 
oportunidades y retos para la Justicia en Equidad en un contexto que reúne similitudes 
con varias zonas del país. La ocurrencia de ciertos conflictos y la existencia de normas 
sociales, conforman un orden de género con el que interactúa esta organización a la hora 
de gestionar los casos en los que se afectan a las mujeres.  
 
Las oportunidades y retos en los casos relacionados con mujeres en cuanto a la 
convivencia, tratamiento integral de los conflictos, descongestión del aparato de justicia, 
acceso a la administración de justicia, empoderamiento y autonomía, e identidad y 
pertenencia, analizados someramente, son sólo un abrebocas de las potencialidades de 
la justicia en equidad.  
 
Por otro lado, es importante destacar la concurrencia de potenciales restaurativos en las 
tres experiencias, con lo que se pone de presente las posibilidades de la justicia 
comunitaria en el país. En particular, sanar y armonizar a la comunidad y a las mujeres 
en relación a la comunidad, en miras a recobrar el equilibrio se configura como una 
herramienta tanto de prevención y de acceso a la justicia para las mujeres, como de 
restablecimiento de las relaciones sociales.  
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En cuanto a los procedimientos, se destacan ciertas similitudes frente a la recurrencia a 
lógicas de negociación y conciliación que implican compromisos de las partes, la 
búsqueda de acuerdos mutuos, la reparación del daño y no necesariamente la práctica 
de un castigo unilateral. En ocasiones, se requieren sesiones largas de reflexión y una 
serie de rituales que tienen sentido en referencia a las creencias y presupuestos 
culturales de las comunidades. Por ello, el perdón se convierte en un punto central de los 
acuerdos con lo que se reduce el rencor, se tranquiliza a las partes y se previenen 
futuros conflictos. 
 
Con todo ello queda confirmado que son múltiples los caminos que transita la justicia en 
Colombia y diversos los aportes de la justicia comunitaria y las mujeres en la eliminación 
de la discriminación y la desigualdad, al igual que en la transformación de la 







Pese a que el derecho y la administración de justicia siguen sosteniendo al sistema 
patriarcal y generando un panorama adverso, la Justicia en Equidad realiza aportes a las 
mujeres y la equidad de género en Colombia, según fue evidenciado a través del estudio 
de tres casos que comparativamente permiten entrever sus oportunidades y retos. 
 
Los aportes que realiza tienen que ver principalmente con los potenciales restaurativos 
de esta figura y la oportunidad de fortalecerlos de acuerdo a la experiencia de la justicia 
indígena y los retos que le plantean apuestas como el tratamiento integral de los 
conflictos, el acceso a la justicia, la identidad y pertenencia y el empoderamiento y la 
autonomía.  
 
Ante los obstáculos del derecho y la administración de justicia para las mujeres, 
detallados en los tres capítulos críticamente, esta figura se viene consolidando como una 
alternativa en el contexto desolador de la justicia ordinaria. Especialmente, en cuanto a 
los retos de potenciar el enfoque restaurativo y facilitar la transformación de normas 
sociales autoritarias y discriminatorias por razones de género. 
 
La relación estrecha de la administración de justicia con el derecho evidenciada a lo largo 
del texto, denota las particularidades de las normas, del lenguaje jurídico y de los 
escenarios en los que se desarrolla, frente a sus pretensiones de igualdad y no 
discriminación que terminan siendo promesas incumplidas para las mujeres. En 
consecuencia, quienes operan la justicia por medio del ejercicio de selección, 
interpretación y aplicación de normas también interfieren en la forma como actúa la 
administración de justicia y el derecho frente a las mujeres pues les reproducen y definen 
a la hora de solucionar los conflictos.  
 
Se trató también de mostrar el agotamiento del paradigma de la modernidad y sus 
pretenciones de monopolización del derecho y la administración de justicia en el Estado, 
al igual que la coexistencia de órdenes normativos, el social y el jurídico. A partir de allí, 
se desarrollan las consideraciones acerca la justicia comunitaria en cuanto a su 
concepto, características, modalidades y principios de regulación. 
 
El panorama colombiano retomado es sólo una muestra de la manera en que el derecho 
y la administración de justicia cumplen con su papel en la reproducción y sostenimiento 
del patriarcado. Articuladamente con el lenguaje, la familia, la Historia, la Educación, la 
ciencia, construyen y representan la realidad, contribuyen en el reforzamiento de la 
cultura patriarcal y la socialización de género, y reproducen jerarquías, roles, estereotipos 
y prejuicios asignados socioculturalmente. En particular, se resalta el derecho por su 
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carácter articulador, así como de sostenimiento y consolidación del sistema patriarcal 
pues permite mantener las condiciones y consecuencias de la desigualdad.  
 
Las diversas críticas al derecho y a la administración de justicia, agrupadas en 
discusiones gruesas de las teorías feministas y críticas del derecho, y el marco teórico de 
la justicia comunitaria, constituyen un escenario de reflexión sobre su vigencia y 
aterrizaje en la realidad de las mujeres descrita en los tres casos estudiados. Así mismo, 
permiten evidenciar problemáticas comunes a lo largo del trabajo, entre ellas, las 
relacionadas con la tensión entre el ámbito privado y el público,  la asignación de roles 
con base en normas sociales discriminatorias, el sexismo en las normas y quienes las 
operan, entre otras identificadas en los tres capítulos.  
 
Pese a los avances estatales normativos e institucionales recientes, es crítica también la 
situación de las mujeres en cuanto participación, al igual que la precaria capacidad 
institucional y social en términos de prevención, atención, denuncia, investigación, 
protección, acompañamiento, reparación, tolerancia institucional y social. Lo cual da 
cuenta de la importancia de involucrar en el análisis de la administración de justicia a las 
mujeres y al enfoque de género, así como, de la necesidad de tomar medidas adecuadas 
al respecto. Por ende, se hace necesario ampliar el campo jurídico y académico sobre el 
tema y generar propuestas a partir de allí.  
 
Las consideraciones expuestas y los casos analizados  permiten entrever que la justicia 
comunitaria contribuye en los procesos de democratización de la sociedad, el Estado, el 
derecho y la administración de justicia y en consecuencia con el mejoramiento de la 
situación de las mujeres. 
 
A través del estudio de caso de tres experiencias significativas de administración de 
justicia, en este capítulo se identificaron las oportunidades y los retos para la justicia en 
equidad en el tratamiento de casos que afecten a las mujeres en Colombia. En suma, 
todas las experiencias analizadas y cada una a su manera, son un aporte para las 
mujeres, la construcción de paz y la democratización de la justicia y el derecho en el 
país.  
 
La inoperancia de la justicia ordinaria y las promesas incumplidas a las mujeres evidencia 
la vulneración de su derecho de acceder a la justicia. El caso de AFROMUPAZ es una 
muestra de la manera en que el Estado y la administración de justicia han desatendido 
esta demanda de las mujeres afrodescendientes víctimas del conflicto armado y 
defensoras de derechos humanos. También muestras las debilidades del Estado y la 
administración cuando se trata de asuntos relacionados con las mujeres, pese a los 
importantes avances normativos y en política pública. 
 
Por su parte, la justicia indígena Nasa permite recoger los aprendizajes propios y las 
potencialidades restaurativas de la justicia comunitaria a manera de saberes a recuperar 
y lecciones a aprender por parte de otras modalidades de justicia. A partir de su 
cosmovisión, en la que basan su estructura normativa, este pueblo indígena ha 
conformado un conjunto de instituciones para la gestión de conflictos reconocidas en el 
país. 
 
La experiencia de CORNACESCUN es una ventana para mirar cuáles pueden ser las 
oportunidades y retos para la Justicia en Equidad en un contexto que reúne similitudes 
con varias zonas del país. La ocurrencia de ciertos conflictos y la existencia de normas 
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sociales conforman un orden de género con el que interactúa esta organización a la hora 
de gestionar los casos en los que se afectan a las mujeres.  
 
Particularmente, en las tres experiencias se vienen fortaleciendo y re-creando sus 
potenciales restaurativos frente a los casos de violencias hacia las mujeres, como los 
caminos de acompañamiento integral a las mujeres víctimas de violencia sexual, la 
promoción de la participación de la comunidad y el empoderamiento de las mujeres en la 
gestión de conflictos, el involucramiento y recuperación de prácticas culturales propias de 
comunidades étnicas, y el restablecimiento o cuestionamiento de las relaciones sociales 
y el orden de género.  
 
Desde la perspectiva de las comunidades, la posibilidad de sanar y restablecer el 
equilibrio y la armonía son un reto primordial para esta modalidad de justicia. Así mismo, 
es posible fortalecer capacidades que les permitan incidir en problemas estructuras que 
afectan a las mujeres como, por ejemplo, la discriminación y las violencias basadas en 
género. 
 
Puede que la mayoría de las experiencias de justicia en equidad existan sin involucrar 
elementos que aporten a la equidad de género y las mujeres. Sin embargo, este es 
precisamente un reto del impulso que recientemente se viene haciendo de políticas 
públicas en el tema y de los programas, así como en quienes la promueven, es decir, 
organizaciones, universidades y las y los operadores y operadoras de justicia, en procura 
de hacer posible una la justicia en equidad con equidad de género. 
 
Otro reto tiene que ver con involucrar la generación de conocimiento, bien sea a través 
de investigaciones u otras herramientas, que permitan conocer el estado de la justicia en 
equidad frente a situaciones de género, al igual que promover disertaciones académicas 
y espacios públicos de discusión y generación de opinión frente a la relación de la justicia 
en equidad con el género y las mujeres, así como de indagación o reconocimiento de sus 
potencialidades. 
 
Retomando lo planteado Williams (1999), la justicia en equidad puede aportar en la 
medida en que promueva la eliminación de los privilegios que han sido otorgados 
tradicionalmente a los hombres y las desventajas que ha sido padecidas por las mujeres, 
por ejemplo, frente al trabajo del cuidado. También puede impulsar la erradicación de los 
privilegios otorgados tradicionalmente a las mujeres en temas como la maternidad. Así 
mismo, con la deconstrucción de normas masculinas que definen el mundo en aspectos 
tan importantes como las relaciones de pareja y las cuales sustentan situaciones de 
discriminación y violencias hacia las mujeres, entre otras problemáticas. 
 
Con todo ello queda confirmado que son múltiples los caminos que transita la justicia en 
Colombia y diversos los aportes de la justicia en equidad hace o podría hacer a las 
mujeres en la eliminación de la discriminación y la desigualdad, al igual que en la 
promoción de la equidad de género, de la mano de la transformación de la administración 
de justicia, el derecho y la sociedad.Construir caminos entre las diversas modalidades de 
administración de justicia y puentes entre las teorías feministas, críticas del derecho y 
justicia comunitaria es posible y necesario en el panorama colombiano. Con estas 
reflexiones acerca de las mujeres se espera haber contribuido en las apuestas de 
democratización de la sociedad, el Estado, el derecho y la administración de justicia.  
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